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1.1.1 LEYES Y OTRAS NORMAS 

1.1.1.1 Leyes 

6-03/PL-000002, Ley de Protección de los Ani-
males 

 

Aprobada por el Pleno del Parlamento en sesión celebrada los 
días 12 y 13 de noviembre de 2003 

Orden de publicación de 17 de noviembre de 2003 

LEY DE PROTECCIÓN DE LOS ANIMALES 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 

En las últimas décadas ha proliferado, en las sociedades más 
civilizadas, un sentimiento sin precedentes de protección, respe-
to y defensa de la naturaleza en general y de los animales en 
particular, convirtiéndose en un asunto de índole cultural que 
importa al conjunto de la ciudadanía. A este proceso de sensibi-
lización han contribuido especialmente factores tanto científico-
técnicos como filosóficos. 

De una parte, la ciencia, a través del estudio de la fisonomía 
animal, ha demostrado empíricamente que los argumentos que 
fueron esgrimidos durante tantos siglos para distanciarnos de 
los animales carecían de justificación, siendo cruciales en este 
proceso los modernos estudios sobre la genética. Al mismo 
tiempo, los estudios realizados sobre las capacidades sensoriales 
y cognoscitivas de los animales no han dejado duda sobre la po-
sibilidad de que éstos puedan experimentar sentimientos como 
placer, miedo, estrés, ansiedad, dolor o felicidad. 

De otra parte, la constatación de estos datos ha generado, 
desde mediados de los años sesenta, un importante replantea-
miento ético, en clave ideológica, en torno a la posición del 
hombre frente a los animales, con el objetivo fundamental de 
esclarecer dónde se halla la difusa frontera entre la protección 
de los animales y los intereses humanos. Todo ello ha dado ori-
gen a una nueva línea legislativa nacional e internacional en 
materia de protección de los animales. 

En este último ámbito, son numerosos los textos que hacen 
referencia a estos principios proteccionistas. De entre ellos des-
tacan la Declaración Universal de los Derechos del Animal, 
aprobada por la UNESCO el 17 de octubre de 1978, y en el ámbi-
to de la Unión Europea la Resolución del Parlamento Europeo 
de 6 de junio de 1996, iniciativa materializada en el Protocolo 
anejo al Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea número 
33, sobre protección y bienestar de los animales, introducido 
por el Tratado de Ámsterdam. 

La legislación vigente en nuestro país resulta parcial y disper-
sa, lo que no facilita una adecuada y efectiva protección de los 
animales. Ante estas circunstancias, la sociedad andaluza venía 
reclamando mecanismos que garantizasen la defensa de los 
mismos. Con el propósito de satisfacer esa demanda, la Comu-
nidad Autónoma ha elaborado la presente Ley. 

Entre las materias relacionadas en el artículo 148 de la Cons-
titución y, a su vez, recogidas como competencia exclusiva de la 
Comunidad Autónoma, figuran sanidad e higiene, cultura, ocio y 
espectáculos (artículos 13.21, 13.26, 13.31, 13.32 del Estatuto 
de Autonomía para Andalucía), por tanto, compete a la Comu-
nidad Autónoma la regulación de la materia objeto de esta Ley. 

II 

Esta Ley tiene en cuenta que dentro de la protección animal 
pueden distinguirse distintos sectores en virtud de la finalidad a 
la que son destinados: ganadería, experimentación, compañía, 
etc., que por sus especiales connotaciones requieren un trata-
miento separado y pormenorizado a fin de lograr una protec-
ción que se ajuste a sus específicas necesidades. 

1.1 TEXTOS APROBADOS 
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Partiendo de esta diversidad, se ha optado por regular las 
condiciones de protección de los animales de compañía, por ser 
éstas las de menor atención legislativa y por las especiales di-
mensiones sociales que están alcanzando en los últimos años. 
Dicha regulación se hace desde el mayor número de perspec-
tivas, no limitándose únicamente a la protección de los anima-
les en sí mismos, sino incorporando también las medidas que 
garanticen una saludable relación de los animales con el hom-
bre, no sólo desde el punto de vista higiénico-sanitario, sino 
también desde el de la seguridad. 

Ello no ha impedido, sin embargo, que se recojan, en las 
Disposiciones Generales, las atenciones mínimas que se deben 
dispensar a todos los animales que viven bajo la posesión del 
hombre. 

Por último, este texto pretende adecuar la normativa legal a 
una concienciación ciudadana cada día más extendida que exige 
se acabe con los malos tratos, la falta de atención o las torturas 
a los animales que conviven con el hombre, y al mismo tiempo 
servir de instrumento para aumentar la sensibilidad ciudadana 
hacia unos comportamientos más civilizados y propios de una 
sociedad moderna. 

III 

La presente Ley contiene cinco títulos. El TÍTULO I recoge una 
serie de disposiciones generales que tienen como finalidad el es-
tablecimiento de las atenciones básicas que deben recibir todos 
los animales que viven en el entorno humano. 

El TÍTULO II está destinado a la regulación de los animales de 
compañía y se encuentra dividido en seis capítulos. El primero 
de ellos, tras sentar el concepto de animal de compañía, esta-
blece las medidas sanitarias y la forma de proceder en el sacrifi-
cio de los mismos. El CAPÍTULO II hace referencia a las normas 
relativas al mantenimiento, tratamiento y esparcimiento, esta-
bleciendo unas especiales obligaciones para los poseedores de 
perros, como pueden ser las limitaciones en la circulación por 
espacios públicos. Las normas de identificación y registro se re-
cogen en el CAPÍTULO III, mientras que en el CAPÍTULO IV se regu-
lan las condiciones que deben cumplir los centros veterinarios y 
centros para la venta, adiestramiento y cuidado temporal de los 
animales de compañía. El CAPÍTULO V regula las condiciones ne-
cesarias para la realización de exposiciones y concursos, y en el 
CAPÍTULO VI se define el concepto de animal abandonado y per-
dido, regulándose asimismo las medidas que deben llevar a ca-
bo los centros de recogida. 

El TÍTULO III trata de las asociaciones de protección y defensa 
de los animales, posibilitando la colaboración de la Adminis-
tración autonómica y local con las mismas. 

El TÍTULO IV fija las medidas de intervención, inspección, vigi-
lancia y cooperación que competen a las Administraciones au-
tonómica y local. 

Finalmente, el TÍTULO V tipifica las infracciones de lo dispues-
to por la Ley y las correspondientes sanciones aplicables. 

TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 

La presente Ley tiene por objeto la regulación de las condiciones 
de protección y bienestar de los animales que viven bajo la posesión 
de los seres humanos, y en particular de los animales de compañía, 
en el territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

A los efectos de esta Ley se consideran animales de compañía 
todos aquellos albergados por los seres humanos, generalmente en 
su hogar, principalmente destinados a la compañía, sin que el áni-
mo de lucro sea el elemento esencial que determine su tenencia. 

A los efectos de esta Ley se consideran animales de renta to-
dos aquellos que, sin convivir con el hombre, son mantenidos, 
criados o cebados por éste para la producción de alimentos u 
otros beneficios. 

Artículo 2. Exclusiones. 

Quedan fuera del ámbito de aplicación de esta Ley y se regi-
rán por su normativa propia: 

a) La fauna silvestre y su aprovechamiento. 
b) Las pruebas funcionales y entrenamientos a puerta cerra-

da con reses de lidia, los espectáculos y festejos debidamente 
autorizados con este tipo de animales y las clases prácticas con 
reses celebradas por escuelas taurinas autorizadas. 

Artículo 3. Obligaciones. 

1. El poseedor de un animal objeto de protección por la pre-
sente Ley tiene las siguientes obligaciones: 

a) Mantenerlo en buenas condiciones higiénico-sanitarias, 
realizando cualquier tratamiento que se declare obligatorio y 
suministrándole la asistencia veterinaria que necesite. 

b) Proporcionarle un alojamiento adecuado según la raza o 
especie a la que pertenezca. 

c) Facilitarle la alimentación necesaria para su normal desarrollo. 
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d) Cuidar y proteger al animal de las agresiones, situaciones 
de peligro, incomodidades y molestias que otras personas o 
animales les puedan ocasionar. 

e) Evitar las agresiones del animal a las personas o a otros 
animales, así como la producción de otro tipo de daños. 

f) Denunciar la pérdida del animal. 
2. El propietario de un animal objeto de protección por la 

presente Ley tiene las siguientes obligaciones: 
a) Obtener las autorizaciones, permisos o licencias necesarias, 

en cada caso, para estar en posesión del animal de que se trate. 
b) Efectuar la inscripción del animal en los registros o censos 

que en cada caso correspondan, según lo dispuesto en esta Ley y 
en la normativa vigente. 

3. Los facultativos veterinarios, en el ejercicio libre de la pro-
fesión o por cuenta ajena, tienen las siguientes obligaciones: 

a) Confeccionar un archivo con las fichas de los animales 
objeto de cualquier tratamiento, especificando los de carácter 
obligatorio, y que estarán, en todo momento, a disposición de la 
autoridad competente. 

b) Poner en conocimiento de la autoridad competente en la 
materia aquellos hechos que pudieran constituir cualquier in-
cumplimiento de la presente Ley. 

4. Los profesionales dedicados a la cría, adiestramiento, cui-
dado temporal o acicalamiento de los animales de compañía 
dispensarán a estos un trato adecuado a sus características eto-
lógicas, además de cumplir con los requisitos que reglamenta-
riamente se establezcan para el ejercicio de su profesión. 

Artículo 4. Prohibiciones. 

1. Sin perjuicio de las excepciones establecidas en la presen-
te Ley, queda prohibido: 

a) Maltratar o agredir físicamente a los animales o someter-
los a cualquier otra práctica que les irrogue sufrimientos o da-
ños injustificados. 

b) El abandono de animales. 
c) Mantenerlos en lugares o instalaciones indebidas desde el 

punto de vista higiénico-sanitario o inadecuadas para la práctica 
de los cuidados y la atención necesarios que exijan sus necesi-
dades fisiológicas y etológicas, según raza o especie. 

d) Practicarles mutilaciones con fines exclusivamente estéti-
cos o sin utilidad alguna salvo las practicadas por veterinarios 
en caso de necesidad. 

e) El sacrificio de los animales sin reunir las garantías previs-
tas en esta Ley o en cualquier normativa de aplicación. 

f) Mantener permanentemente atados o encadenados a los 
animales, con las especificaciones y excepciones que se esta-
blezcan. 

g) Hacer donación de los animales con fines publicitarios o 
como premio, recompensa o regalo por otras adquisiciones de 
naturaleza distinta a la propia adquisición onerosa de animales. 

h) Utilizarlos en procedimientos de experimentación o desti-
narlos a los mismos sin el cumplimiento de las garantías esta-
blecidas en la normativa aplicable. 

i) Venderlos a menores de dieciséis años y a incapacitados 
sin la autorización de quien tenga la patria potestad, custodia o 
tutela de los mismos, de conformidad, en su caso, con la sen-
tencia de incapacitación. 

j) Ejercer su venta ambulante fuera de los mercados o ferias 
autorizados para ello. 

k) Suministrarles sustancias que puedan causarles sufri-
mientos o daños innecesarios, así como cualquier tipo de sus-
tancia no autorizada, aun cuando sea para aumentar el rendi-
miento en una competición. 

l) Manipular artificialmente a los animales con objeto de ha-
cerlos atractivos como diversión o juguete para su venta. 

m) Utilizar animales vivos como blancos en atracciones feria-
les, concursos o competiciones. 

n) Obligar a trabajar a animales de menos de seis meses de 
edad, enfermos, desnutridos, fatigados, o a desempeñar trabajos 
en los que el esfuerzo exigido supere su capacidad. Lo anterior 
es aplicable a las hembras que estén preñadas. 

ñ) Emplear animales para adiestrar a otros animales en la 
pelea o el ataque. 

o) Emplear animales en exhibiciones, circos, publicidad, 
fiestas populares y otras actividades, si ello supone para el ani-
mal sufrimiento, dolor u objeto de tratamientos antinaturales. 

p) Mantener a los animales en recintos y lugares donde no 
puedan ser debidamente controlados y vigilados. 

q) Mantener animales en lugares donde ocasionen molestias 
evidentes a los vecinos. 

r) Venderlos a laboratorios o clínicas sin el cumplimiento de 
las garantías previstas en la normativa vigente. 

s) Ejercer la mendicidad valiéndose de ellos o imponerles la 
realización de comportamientos y actitudes ajenas e impropias 
de su condición que impliquen trato vejatorio. 

t) Administrar, inocular o aplicar sustancias farmacológicas 
sin la prescripción o supervisión directa de un veterinario. Su-
ministrar medicación errónea, aplicarla de modo incorrecto, o 
no valorar los efectos colaterales o indeseados que puedan su-
poner un sufrimiento injustificable para los animales. 

2. En especial, quedan prohibidas: 
a) La lucha o peleas de perros o de cualquier otro animal y 

demás prácticas similares. 
b) Las competiciones de tiro de pichón, salvo las debidamen-

te autorizadas por la Consejería competente en materia de de-
porte y bajo el control de la respectiva federación. 
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c) Las peleas de gallos, salvo aquellas de selección de cría pa-
ra la mejora de la raza y su exportación realizadas en criaderos y 
locales debidamente autorizados con la sola y única asistencia 
de sus socios. 

Artículo 5. Bienestar en las filmaciones. 

1. La filmación de escenas con animales para cine o televi-
sión y las sesiones fotográficas con fines publicitarios que con-
lleven crueldad, maltrato, muerte o sufrimiento de los mismos, 
deberán ser en todos los casos, sin excepción, un simulacro y 
requerirán la autorización, previa a su realización, del órgano 
competente de la Administración autonómica, que se determi-
nará reglamentariamente y que podrá en cualquier momento 
inspeccionar las mencionadas actividades. 

2. En todos los títulos de la filmación se deberá hacer cons-
tar que se trata de una simulación. 

Artículo 6. Transporte de los animales. 

Sin perjuicio del cumplimiento de la normativa vigente en la 
materia, el transporte de los animales deberá reunir los siguien-
tes requisitos: 

a) En caso de desplazamientos, los animales deberán dispo-
ner de espacio suficiente en los medios de transporte. Asimis-
mo, los medios de transportes y los embalajes deberán ser 
apropiados para proteger a los animales de la intemperie y de 
las inclemencias climatológicas, debiendo llevar estos embalajes 
la indicación de la presencia de animales vivos. Si son agresivos, 
su traslado se efectuará con las medidas de seguridad suficientes. 

b) Durante el transporte y la espera, los animales deberán 
ser abrevados y recibirán alimentación a intervalos convenientes 
en función de sus necesidades fisiológicas. 

c) El medio o vehículo donde se transporten los animales ten-
drá unas buenas condiciones higiénico-sanitarias, de acuerdo a 
las necesidades fisiológicas y etológicas de las especies que se 
transporten, debiendo estar debidamente desinsectado y desinfec-
tado. Dichas condiciones se determinarán reglamentariamente. 

d) La carga y descarga de los animales se realizará con los 
medios adecuados a cada caso, a fin de que los animales no so-
porten molestias ni daños injustificados. 

Artículo 7. Animales de experimentación. 

1. Los animales dedicados a la realización de experimentos 
serán objeto de la protección y cuidados previstos en la norma-
tiva vigente. 

2. Toda actividad experimental con animales que pueda cau-
sarles dolor, sufrimiento, lesión o muerte requerirá autoriza-

ción previa de la Consejería competente por razón de la materia 
y supervisión veterinaria. 

3. Los experimentos habrán de llevarse a cabo bajo la direc-
ción del personal facultativo correspondiente. 

4. Los animales que, como consecuencia de la experimenta-
ción, no puedan desarrollar una vida normal serán sacrificados 
de forma rápida e indolora. 

TÍTULO II 
DE LOS ANIMALES DE COMPAÑÍA 

CAPÍTULO I 

Normas generales 

Artículo 8. Medidas sanitarias. 

1. Las Consejerías competentes en materia de sanidad ani-
mal o salud pública podrán adoptar las siguientes medidas: 

a) Determinar la vacunación o tratamiento obligatorio de los 
animales de compañía. 

b) El internamiento o aislamiento de los animales a los que 
se les hubiese diagnosticado una enfermedad transmisible para 
su tratamiento curativo o su sacrificio, si fuere necesario. 

2. La vacunación antirrábica será obligatoria para todos los 
perros y gatos. Reglamentariamente se establecerá la periodi-
cidad de la misma. 

3. Los veterinarios en ejercicio deberán llevar un archivo con 
la ficha clínica de cada animal objeto de vacunación o trata-
miento sanitario obligatorio, en la forma reglamentariamente 
prevista. Dicha ficha estará a disposición de las Administracio-
nes Públicas y contendrá, como mínimo, los siguientes datos: 
especie, raza, fecha de nacimiento, número de identificación, 
nombre en su caso, tratamientos a los que ha sido objeto y ca-
lendario de vacunaciones y tratamientos antiparasitarios. Asi-
mismo, la ficha habrá de reflejar los datos que permitan la iden-
tificación del propietario. 

4. Los perros y gatos, sin perjuicio de aquellos otros ani-
males que se determinen reglamentariamente, deberán contar 
con una cartilla sanitaria expedida por veterinario. 

Artículo 9. Sacrificio y esterilización. 

1. El sacrificio de los animales de compañía se efectuará bajo 
el control de un veterinario en consultorio, clínica u hospital ve-
terinario o en el domicilio del poseedor, de forma indolora y 
previa anestesia o aturdimiento, salvo en los casos de fuerza 
mayor. 
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2. Reglamentariamente se determinarán los métodos de sa-
crificio a utilizar. 

3. La esterilización de los animales de compañía se efectuará 
bajo el control de un veterinario en consultorio, clínica u hospi-
tal veterinario, de forma indolora bajo anestesia general.  

CAPÍTULO II 

Tenencia, circulación y esparcimiento 

Artículo 10. Tenencia de animales. 

La tenencia de animales de compañía en domicilios o recin-
tos privados queda condicionada al espacio, a las circunstancias 
higiénico-sanitarias para su alojamiento y a las necesidades etoló-
gicas de cada especie y raza, así como a lo que disponga la norma-
tiva sobre tenencia de animales potencialmente peligrosos. 

Artículo 11. Condiciones específicas del bienestar de los perros. 

1. Los habitáculos de los perros que hayan de permanecer la 
mayor parte del día en el exterior deberán estar construidos de 
materiales impermeables que los protejan de las inclemencias 
del tiempo y serán ubicados de manera que no estén expuestos 
directamente de forma prolongada a la radiación solar ni a la 
lluvia. El habitáculo será suficientemente amplio para que el 
animal quepa en él holgadamente. 

2. Cuando los perros deban permanecer atados a un punto 
fijo, la longitud de la atadura será la medida resultante de mul-
tiplicar por tres la longitud del animal, comprendida entre el 
morro y el inicio de la cola, sin que en ningún caso pueda ser 
inferior a tres metros. 

3. Los perros dispondrán de un tiempo, no inferior a una hora 
diaria, durante el cual estarán libres de ataduras y fuera de los 
habitáculos o habitaciones donde habitualmente permanezcan. 

Artículo 12. Circulación por espacios públicos. 

1. Los animales sólo podrán acceder a las vías y espacios pú-
blicos cuando sean conducidos por sus poseedores y no consti-
tuyan un peligro para los transeúntes u otros animales. 

2. Todos los perros irán sujetos por una correa y provistos de 
la correspondiente identificación. 

Los de más de 20 kilogramos deberán circular provistos de 
bozal, de correa resistente y no extensible y conducidos por per-

sonas mayores de edad, en las condiciones que reglamentaria-
mente se determinen. 

Los perros guía de personas con disfunciones visuales esta-
rán exentos en cualquier situación de ser conducidos con bozal. 

3. La persona que conduzca al animal queda obligada a la 
recogida de las defecaciones del mismo en las vías y espacios 
públicos, salvo en aquellas zonas autorizadas a tal efecto por el 
Ayuntamiento correspondiente. 

Artículo 13. Acceso a los transportes públicos. 

1. Los poseedores de animales de compañía podrán acceder 
con éstos a los transportes públicos cuando existan espacios es-
pecialmente habilitados para ellos y acrediten que el animal 
reúne las condiciones higiénico-sanitarias y cumple las medidas 
de seguridad que se determinen reglamentariamente. 

2. No obstante, la autoridad municipal competente podrá 
disponer y regular restricciones horarias al acceso de los anima-
les de compañía a los transportes públicos, sin perjuicio de lo 
establecido en la normativa vigente sobre el uso en Andalucía de 
perros guía por personas con disfunciones visuales. 

3. Los conductores de taxis podrán aceptar discrecional-
mente llevar animales de compañía en las condiciones estable-
cidas en el apartado 1 de este artículo, pudiendo aplicar los su-
plementos que se autoricen reglamentariamente, sin perjuicio 
del transporte gratuito de los perros guía de personas con dis-
función visual en los términos establecidos en la normativa a la 
que se refiere el apartado anterior. 

Artículo 14. Acceso a establecimientos públicos. 

1. Los animales de compañía podrán tener limitado su acce-
so a hoteles, restaurantes, bares, tabernas y aquellos otros esta-
blecimientos públicos en los que se consuman bebidas y comidas 
cuando el titular del establecimiento determine las condiciones 
específicas de admisión, previa autorización administrativa por el 
órgano competente. En este caso, deberán mostrar un distintivo 
que lo indique, visible desde el exterior del establecimiento. 

2. En locales destinados a la elaboración, venta, almace-
namiento, transporte o manipulación de alimentos, espectácu-
los públicos, instalaciones deportivas y otros establecimientos o 
lugares análogos queda prohibida la entrada de animales. 

3. No podrá limitarse el acceso a los lugares contemplados 
en los párrafos anteriores a los perros destinados a suplir dis-
funciones visuales de sus poseedores, en los términos estableci-
dos en la normativa vigente sobre el uso de perros guía por per-
sonas con disfunciones visuales. 
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Artículo 15. Zonas de esparcimiento. 

Las Administraciones Públicas deberán habilitar en los jar-
dines y parques públicos espacios idóneos debidamente señaliza-
dos tanto para el paseo como para el esparcimiento de los anima-
les. Igualmente, cuidarán de que los citados espacios se manten-
gan en perfectas condiciones de seguridad e higiénico-sanitarias. 

Artículo 16. Recogida y eliminación. 

Los Ayuntamientos serán responsables de la recogida y eli-
minación de los animales muertos en sus respectivos términos 
municipales, pudiendo exigir, en su caso, las prestaciones eco-
nómicas que pudieran corresponderles. 

CAPÍTULO III 

Identificación y Registros 

Artículo 17. Identificación. 

1. Los perros y gatos, así como otros animales que reglamen-
tariamente se determinen, deberán ser identificados individual-
mente mediante sistema de identificación electrónica normali-
zado, implantado por veterinario, dentro del plazo máximo de 
tres meses desde su nacimiento. 

2. La identificación se reflejará en todos los documentos y 
archivos en los que conste el animal y será un requisito impres-
cindible para la inscripción registral del mismo. 

Artículo 18. Registro Municipal de Animales de Compañía. 

Los propietarios de perros y gatos, así como otros animales 
que se determinen reglamentariamente, deberán inscribirlos en 
el Registro Municipal de Animales de Compañía del Ayuntamiento 
donde habitualmente viva el animal, en el plazo máximo de tres 
meses desde la fecha de su nacimiento o en el de un mes desde 
su adquisición o cambio de residencia. Asimismo, deberán solici-
tar la cancelación de las inscripciones practicadas en el plazo 
máximo de un mes desde la fecha de su muerte, pérdida o 
transmisión. 

Artículo 19. Registro Central de Animales de Compañía. 

1. Se crea el Registro Central de Animales de Compañía, de-
pendiente de la Consejería de Gobernación, que estará cons-
tituido por el conjunto de inscripciones de los respectivos regis-

tros municipales. La organización y funcionamiento de este Re-
gistro se determinarán reglamentariamente. 

2. Los Ayuntamientos deberán comunicar periódicamente, y 
en todo caso como mínimo semestralmente, las altas y bajas 
que se produzcan en el Registro Municipal, así como las modifi-
caciones en los datos censales. 

3. La Administración de la Junta de Andalucía y los Ayunta-
mientos en el ámbito de sus competencias, sin perjuicio de su 
responsabilidad en materia de censos de animales de compañía, 
podrán concertar con los colegios oficiales de veterinarios conve-
nios para la realización y mantenimiento de los censos y registros. 

CAPÍTULO IV 

Centros veterinarios y centros para la venta, 
adiestramiento y cuidado temporal de los animales de 

compañía 

Artículo 20. Definición. 

1. Tendrán la consideración de centros veterinarios y centros 
para la venta, adiestramiento y cuidado de los animales de 
compañía los albergues, clínicas y hospitales veterinarios, resi-
dencias, criaderos, centros de adiestramiento, establecimientos 
de venta, refugios para animales abandonados y perdidos, esta-
blecimientos para la práctica de la equitación, centros de estéti-
ca y cualesquiera otros que cumplan análogas funciones. 

2. Se crea el Registro Municipal de Centros Veterinarios y 
centros para la venta, adiestramiento y cuidado de los animales 
de compañía, en los que se inscribirán los centros definidos en 
el apartado anterior. 

3. Estos centros habrán de reunir los siguientes requisitos: 
a) Estar inscrito en el Registro Municipal de Centros Veteri-

narios y centros para la venta, adiestramiento y cuidado de los 
animales de compañía. 

b) Contar con la licencia municipal para el desarrollo de la 
actividad. 

c) Llevar un libro de registro a disposición de las Administra-
ciones competentes, en las condiciones que se determinen re-
glamentariamente. 

d) Disponer de buenas condiciones higiénico-sanitarias y de 
locales adecuados a las necesidades fisiológicas y etológicas de 
los animales que alberguen. 

e) Gozar de un programa definido de higiene y profilaxis de 
los animales albergados, visado por un veterinario. 

f) Disponer de comida suficiente y sana, agua y contar con 
personal preparado para su cuidado. 

g) Disponer de instalaciones adecuadas para evitar el contagio, 
en los casos de enfermedad, entre los animales residentes y del 
entorno, o para guardar, en su caso, períodos de cuarentena. 
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h) Contar con los servicios veterinarios suficientes y adecua-
dos para cada establecimiento. 

i) Colocar en un lugar visible de la entrada principal una pla-
ca con el número de inscripción de centros para el manteni-
miento y cuidado temporal de animales de compañía. 

j) Los demás requisitos exigibles por la normativa sectorial 
que le sea de aplicación. 

Artículo 21. Establecimientos de venta. 

1. Los establecimientos dedicados a la compraventa de los 
animales destinados a la compañía podrán simultanear esta ac-
tividad con la venta de alimentos o complementos para su te-
nencia, circulación, adiestramiento o acicalamiento. 

2. Estos establecimientos deberán adoptar, sin perjuicio de 
las demás disposiciones que les sean de aplicación, las siguien-
tes medidas: 

a) Los escaparates donde se exhiban los animales no estarán 
sometidos a la acción directa de los rayos solares y deberán 
mantener la temperatura y condiciones que mejor se ajusten a 
la naturaleza del animal, debiendo salvaguardarse en todo caso 
la seguridad y descanso del animal. 

b) En los habitáculos en que se encuentren expuestos los pe-
rros y gatos y otros animales que se establezca reglamen-
tariamente, se colocará una ficha en la que se hará constar la 
fecha de nacimiento, las vacunas y desparasitaciones a las que 
hayan sido sometidos. 

3. Los mamíferos no podrán ser vendidos como animales de 
compañía hasta transcurridos cuarenta días desde la fecha de 
su nacimiento y deberán mostrar todas las características pro-
pias de los animales sanos y bien nutridos. 

4. El vendedor dará al comprador, en el momento de la entre-
ga del animal, un documento suscrito por él mismo en el que se 
especifiquen, bajo su responsabilidad, los siguientes extremos: 

a) Especie, raza, variedad, edad, sexo y señales corporales 
más importantes. 

b) Documentación acreditativa, librada por veterinario, en 
caso de que el animal se entregue vacunado contra enfermeda-
des. Cuando se trate de perros y gatos, deberán haber sido des-
parasitados e inoculadas las vacunas en los términos que se es-
tablezca reglamentariamente. 

c) Documento de inscripción en el libro de orígenes de la ra-
za, si así se hubiese acordado. 

Artículo 22. Residencias. 

1. Las residencias de animales de compañía, centros de 
adiestramiento y demás instalaciones de la misma clase dis-

pondrán de personal veterinario encargado de vigilar el estado 
físico de los animales residentes y el tratamiento que reciben. 
En el momento de su ingreso, se colocará al animal en una ins-
talación aislada y adecuada y se le mantendrá allí hasta que el 
veterinario del centro dictamine su estado sanitario, que deberá 
reflejarse en el libro registro del centro. 

2. Será obligación del personal veterinario del centro vigilar 
que los animales se adapten a la nueva situación, que reciban 
alimentación adecuada y que no se den circunstancias que pue-
dan provocarles daño alguno, proponiendo al titular del centro 
las medidas oportunas a adoptar en cada caso. 

3. Si un animal enfermara, el centro lo comunicará inmedia-
tamente al propietario, quien podrá dar la autorización para un 
tratamiento veterinario o recogerlo, excepto en los casos de en-
fermedades infecto-contagiosas, en los que se adoptarán las me-
didas sanitarias pertinentes. 

4. El personal veterinario del centro adoptará las medidas 
necesarias para evitar contagios entre los animales residentes y 
del entorno, y comunicará a los servicios veterinarios de la Ad-
ministración de la Junta de Andalucía las enfermedades que 
sean de declaración obligatoria. 

5. Los dueños o poseedores de animales de compañía debe-
rán acreditar, en el momento de la admisión, la aplicación de 
los tratamientos de carácter obligatorio establecidos por las au-
toridades competentes. 

Artículo 23. Centros de estética. 

Los centros destinados a la estética de animales de compa-
ñía, además de las normas generales establecidas en esta Ley, 
deberán disponer de: 

a) Agua caliente. 
b) Dispositivos de secado con los artilugios necesarios para 

impedir la producción de quemaduras en los animales. 
c) Mesas de trabajo con sistemas de seguridad capaces de 

impedir el estrangulamiento de los animales en el caso de que 
intenten saltar al suelo. 

d) Programas de desinfección y desinsectación de los locales. 

Artículo 24. Centros de adiestramiento. 

Los centros de adiestramiento, además de cumplir las condi-
ciones establecidas en los artículos 20 y 22 de la presente Ley, 
basarán su labor en la utilización de métodos fundamentados 
en el conocimiento de la psicología del animal que no entrañen 
malos tratos físicos ni daño psíquico; a tal fin, deberán contar 
con personal acreditado para el ejercicio profesional. Las condi-
ciones para la acreditación se establecerán reglamentariamente. 
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Igualmente, llevarán un libro de registro donde figuren los 
datos de identificación de los animales y de sus propietarios, así 
como el tipo de adiestramiento de cada animal. 

CAPÍTULO V 

Exposiciones y concursos 

Artículo 25. Requisitos. 

1. Los locales destinados a exposiciones o concursos de las 
distintas razas de animales de compañía deberán cumplir con 
los siguientes requisitos: 

a) Disponer de un espacio al cuidado de facultativo veterina-
rio en el que puedan atenderse aquellos animales que precisen 
de asistencia. 

b) Disponer de un botiquín básico, con equipo farmacéutico 
reglamentario y el material imprescindible para estabilizar y 
trasladar al animal a un centro veterinario adecuado cuando se 
requiera. 

2. Los organizadores de concursos y exposiciones estarán 
obligados a la desinfección y desinsectación de los locales o lu-
gares donde se celebren. 

3. Será preceptivo para todos los animales que participen en 
concursos o exhibiciones la presentación, previa a la inscripción, 
de la correspondiente cartilla sanitaria de acuerdo con la legisla-
ción vigente. 

4. En las exposiciones de razas caninas, quedarán excluidos 
de participar aquellos animales que demuestren actitudes agre-
sivas o peligrosas. 

Artículo 26. Fomento de las razas autóctonas andaluzas. 

La Junta de Andalucía elaborará un inventario de razas au-
tóctonas andaluzas de animales de compañía e impulsará me-
didas para su fomento, reconocimiento por los organismos in-
ternacionales con ellos relacionados y contribución al manteni-
miento de la biodiversidad. 

CAPÍTULO VI 

Animales abandonados y perdidos. 
Refugios y cesión de los mismos 

Artículo 27. Animales abandonados y perdidos. 

1. Se considerará animal abandonado, a los efectos de esta 
Ley, aquel que no lleve alguna acreditación que lo identifique ni 

vaya acompañado de persona alguna, sin perjuicio de lo dis-
puesto en la legislación vigente sobre animales potencialmente 
peligrosos. 

2. Se considerará animal perdido, a los efectos de esta Ley, 
aquel que, aun portando su identificación, circule libremente 
sin persona acompañante alguna. En este caso, se notificará es-
ta circunstancia al propietario y éste dispondrá de un plazo de 
cinco días para recuperarlo, abonando previamente los gastos 
que haya originado su atención y mantenimiento. Transcurrido 
dicho plazo sin que el propietario hubiera procedido a retirarlo, 
el animal se entenderá abandonado. Esta circunstancia no exi-
mirá al propietario de la responsabilidad en que haya podido in-
currir por el abandono del animal. 

3. Corresponderá a los Ayuntamientos la recogida y transpor-
te de los animales abandonados y perdidos, debiendo hacerse 
cargo de ellos por un plazo mínimo de 10 días hasta que sean 
cedidos o, en último caso, sacrificados. 

4. El animal identificado no podrá ser sacrificado sin cono-
cimiento del propietario. 

Artículo 28. Refugios para animales abandonados y perdidos 
y servicio de recogida y transporte. 

1. Los establecimientos para el refugio de los animales 
abandonados y perdidos deberán cumplir los requisitos exigidos 
en el artículo 20.3 de la presente Ley. 

2. El servicio de recogida y transporte de animales será efec-
tuado por personal debidamente capacitado a fin de no causar 
daños, sufrimientos o estrés innecesarios a los animales, de-
biendo reunir el medio de transporte las debidas condiciones 
higiénico-sanitarias. 

3. El número de plazas destinadas a animales abandonados 
de que deberán disponer los Ayuntamientos se determinará re-
glamentariamente en base al número de habitantes y a los datos 
recogidos en el Registro Municipal de Animales de Compañía de 
la localidad. 

4. En todo caso, a los animales que estén heridos o con sín-
tomas de enfermedad se les prestará las atenciones veterinarias 
necesarias. 

5. Los propietarios de animales de compañía podrán entre-
garlos, sin coste alguno, al servicio de acogimiento de animales 
abandonados de su municipio para que se proceda a su cesión a 
terceros y, en último extremo, a su sacrificio. 

Artículo 29. Cesión de animales abandonados y perdidos. 

1. Los refugios de animales abandonados y perdidos, trans-
currido el plazo legal para recuperarlos, podrán cederlos, una 
vez esterilizados, previa evaluación de los peticionarios. 
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2. Los animales deberán ser entregados debidamente despa-
rasitados, externa e internamente, vacunados e identificados, en 
el caso de no estarlo. 

3. El cesionario será el encargado de abonar los gastos de va-
cunación, identificación y esterilización, en su caso. 

4. La cesión de animales, en ningún caso, podrá realizarse a 
personas que hayan sido sancionadas por resolución firme por 
la comisión de infracciones graves o muy graves de las reguladas 
en esta Ley. 

5. Los animales abandonados no podrán ser cedidos para ser 
destinados a la experimentación. 

TÍTULO III 
ASOCIACIONES DE PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS ANIMALES 

Artículo 30. Concepto. 

De acuerdo con la presente Ley, son asociaciones de protec-
ción y defensa de los animales las asociaciones sin fin de lucro, 
legalmente constituidas, que tengan como principal finalidad la 
defensa y protección de los animales. 

Artículo 31. Funciones. 

1. Las asociaciones de protección y defensa de los animales 
podrán instar a la Consejería competente y a los Ayuntamientos 
para que realicen inspecciones en aquellos casos concretos en 
que existan indicios de irregularidades de acuerdo con la pre-
sente Ley. 

2. Las asociaciones de protección y defensa de los animales 
prestarán su colaboración a los agentes de la autoridad en las 
gestiones que tengan relación con el cumplimiento de la pre-
sente Ley. 

3. La Administración de la Junta de Andalucía y los Ayunta-
mientos, en el ámbito de sus competencias, podrán concertar 
con las asociaciones de protección y defensa de los animales la 
realización de actividades encaminadas a la consecución de ta-
les fines. 

4. La Administración competente establecerá convenios y 
ayudas a las asociaciones de protección y defensa de los anima-
les, que hayan obtenido el título de entidades colaboradoras, en 
relación con las actividades de protección de animales, campa-
ñas de sensibilización y programas de adopción de animales de 
compañía, entre otros, que las mismas desarrollen. 

TÍTULO IV 
INTERVENCIÓN, INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y COOPERACIÓN 

ADMINISTRATIVA 

Artículo 32. Vigilancia e inspección. 

Corresponde a los Ayuntamientos el cumplimiento de las si-
guientes funciones: 

a) Confeccionar y mantener al día los registros a que hace 
referencia esta Ley. 

b) Recoger, donar o sacrificar los animales abandonados, 
perdidos o entregados por su dueño. 

c) Albergar a estos animales durante los períodos de tiempo 
señalados en esta Ley. 

d) Inspeccionar los centros veterinarios y centros para la venta, 
adiestramiento y cuidado temporal de los animales de compañía 
regulados en el artículo 20.1 de esta Ley. 

e) Habilitar lugares o sistemas para la eliminación de cadáveres. 
f) Y todas aquellas otras que se le atribuyan en la presente Ley. 

Artículo 33. Retención temporal. 

1. Los Ayuntamientos, por medio de sus agentes de la au-
toridad, podrán retener temporalmente, con carácter preventivo, 
a los animales de compañía si hubiera indicios de maltrato o 
tortura, presentaran síntomas de agotamiento físico o desnutri-
ción o se encontraren en instalaciones inadecuadas hasta la re-
solución del correspondiente expediente sancionador. 

2. Igualmente, los Ayuntamientos podrán ordenar el interna-
miento o aislamiento temporal de aquellos animales que hubieren 
atacado a personas o animales causándoles lesiones, para su obser-
vación, control y adopción de las medidas sanitarias pertinentes. 

Artículo 34. Cooperación administrativa. 

Todas las Administraciones Públicas, en el territorio de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, habrán de cooperar en el 
desarrollo de las medidas de defensa y protección de los anima-
les y en la denuncia, ante los órganos competentes, de cualquier 
actuación contraria a lo dispuesto en esta Ley. 

TÍTULO V 
INFRACCIONES Y SANCIONES 

Artículo 35. Infracciones. 

Se considerarán infracciones administrativas las acciones y 
omisiones tipificadas en la presente Ley. Las disposiciones re-
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glamentarias de desarrollo podrán introducir especificaciones 
de las citadas infracciones en los términos previstos en el artícu-
lo 129.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Ju-
rídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 

Artículo 36. Responsabilidad. 

1. Serán responsables de las infracciones tipificadas en la 
presente Ley las personas físicas o jurídicas que realicen las ac-
ciones y omisiones tipificadas como infracción en la misma, sin 
perjuicio de las responsabilidades que pudieran corresponder 
en el ámbito civil o penal. 

2. Cuando el cumplimiento de las obligaciones previstas en 
esta Ley corresponda a varias personas conjuntamente, respon-
derán de forma solidaria de las infracciones que, en su caso, se 
cometan y de las sanciones que se impongan. Asimismo, serán 
responsables subsidiarios de las sanciones impuestas a las per-
sonas jurídicas que hayan cesado en sus actividades quienes 
ocuparan el cargo de administrador en el momento de cometer-
se la infracción. 

Artículo 37. Clasificación de las infracciones. 

Las infracciones se clasifican en muy graves, graves y leves. 

Artículo 38. Infracciones muy graves. 

Son infracciones muy graves: 
a) El maltrato de animales que les cause invalidez o muerte. 
b) El abandono de animales. 
c) Practicar una mutilación con fines exclusivamente esté-

ticos o sin utilidad alguna salvo las practicadas por veterinarios 
en caso de necesidad. 

d) Depositar alimentos envenenados en espacios y lugares 
públicos, salvo los empleados por empresas autorizadas para el 
control de plagas. 

e) El uso de animales en fiestas o espectáculos en los que és-
tos puedan ser objeto de daños, sufrimientos, tratamientos an-
tinaturales, malos tratos o en los que se pueda herir la sensibi-
lidad del espectador. 

f) El suministro a los animales de alimentos y medicamentos 
que contengan sustancias que puedan provocarles sufrimientos 
o daños innecesarios. 

g) La organización de peleas con y entre animales. 
h) La cesión por cualquier título de locales, terrenos o insta-

laciones para la celebración de peleas con y entre animales. 

i) La utilización de animales por parte de sus propietarios o 
poseedores para su participación en peleas. 

j) La filmación con animales de escenas que conlleven 
crueldad, maltrato o sufrimiento, cuando los daños no sean si-
mulados. 

k) La utilización en los procedimientos de experimentación 
de animales de especies no recogidas en la normativa aplicable. 

l) La realización de procedimientos de experimentación no 
autorizados. 

m) La utilización de animales para procedimientos de expe-
rimentación en centros no reconocidos oficialmente. 

n) Utilizarlos en procedimientos de experimentación o desti-
narlos a los mismos sin el cumplimiento de las garantías esta-
blecidas en la normativa aplicable. 

ñ) Realizar el sacrificio de un animal sin seguir las especifi-
caciones de esta Ley y de la normativa aplicable. 

o) El empleo de animales vivos para el entrenamiento de 
otros. 

p) La comisión de más de una infracción de naturaleza grave 
en el plazo de 3 años, cuando así haya sido declarado por reso-
lución firme. 

Artículo 39. Infracciones graves. 

Son infracciones graves: 
a) El maltrato a animales que causen dolor o sufrimiento o 

lesiones no invalidantes. 
b) No realizar las vacunaciones y tratamientos obligatorios 

previstos en la normativa aplicable. 
c) No mantener a los animales en buenas condiciones higiénico-

sanitarias o en las condiciones fijadas por la normativa aplicable. 
d) No suministrar a los animales la asistencia veterinaria ne-

cesaria. 
e) Imponer un trabajo que supere la capacidad de un animal 

u obligar a trabajar a animales enfermos, fatigados o que se en-
cuentren en algunos de los casos previstos en el artículo 4.1 n 
de la presente Ley. 

f) Venta o donación de animales para la experimentación sin 
las oportunas autorizaciones. 

g) Filmación de escenas con animales que simulen crueldad, 
maltrato o sufrimiento sin la correspondiente autorización ad-
ministrativa. 

h) El empleo de animales en exhibiciones que les cause su-
frimiento o dolor. 

i) La cría o comercialización de animales sin cumplir los re-
quisitos correspondientes. 

j) Asistencia a peleas con animales. 
k) La venta o donación de animales a menores de 16 años o 

incapacitados sin la autorización de quien tenga su patria potes-
tad, tutela o custodia. 
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l) No facilitar a los animales la alimentación adecuada a sus 
necesidades. 

m) Ofrecer animales como premio o recompensa en concur-
sos, o con fines publicitarios. 

n) La venta ambulante fuera de las instalaciones, ferias o 
mercados autorizados. 

ñ) Impedir al personal habilitado por los órganos compe-
tentes el acceso a las instalaciones de los establecimientos pre-
vistos en la presente Ley, así como no facilitar la información y 
documentación que se les requiera en el ejercicio de las funcio-
nes de control. 

o) El incumplimiento, por parte de los centros veterinarios y 
centros para la venta, adiestramiento y cuidado temporal de los 
animales de compañía, de los requisitos y condiciones estable-
cidas en la presente Ley o en sus normas de desarrollo. 

p) La venta de mamíferos como animales de compañía con 
menos de cuarenta días. 

q) La venta de animales enfermos cuando se tenga cons-
tancia de ello. 

r) El transporte de animales sin reunir los requisitos legales. 
s) La negativa u obstaculización a suministrar datos o facili-

tar la información requerida por las autoridades competentes o 
sus agentes, en orden al cumplimiento de funciones estableci-
das en esta Ley, así como el suministro de información inexacta 
o de documentación falsa. 

t) La posesión de animales no registrados ni identificados 
conforme a lo previsto en esta Ley. 

u) La comisión de más de una infracción de naturaleza leve 
en el plazo de 3 años, cuando así haya sido declarado por reso-
lución firme. 

Artículo 40. Infracciones leves. 

Son infracciones leves: 
a) La carencia o tenencia incompleta del archivo de fichas 

clínicas de los animales objeto de tratamiento obligatorio. 
b) La no obtención de las autorizaciones, permisos o licen-

cias necesarias, en cada caso, para estar en posesión del animal 
de que se trate. 

c) La manipulación artificial de los animales con objeto de 
hacerlos atractivos como diversión o juguete para su venta. 

d) La falta de notificación al órgano competente de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía de la utilización de animales 
de experimentación. 

e) La perturbación por parte de los animales de la tranqui-
lidad y el descanso de los vecinos. 

f) La no recogida inmediata de los excrementos evacuados 
por el animal de compañía en las vías públicas. 

g) Cualquier otra actuación que contradiga las obligaciones o 
infrinja las prohibiciones de esta Ley y no esté tipificada como 
infracción grave o muy grave. 

Artículo 41. Sanciones. 

1. Las infracciones indicadas en el artículo anterior serán 
sancionadas con multas de: 

a) 75 a 500 euros para las leves. 
b) 501 a 2.000 euros para las graves. 
c) 2.001 a 30.000 euros para las muy graves. 
De conformidad con lo previsto en el artículo 131.2 de la 

Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, la multa a imponer podrá ser incrementada en la cuan-
tía del beneficio obtenido mediante la realización de la conducta 
tipificada como infracción. 

2. En la resolución del expediente sancionador, además de las 
multas a que se refiere el apartado primero, los órganos compe-
tentes podrán imponer las siguientes sanciones accesorias: 

a) Clausura temporal de las instalaciones, locales o estable-
cimientos por un plazo máximo de un año para las infracciones 
graves y de dos años para las muy graves. 

b) Prohibición temporal para el ejercicio de actividades comer-
ciales reguladas por la presente Ley, por un plazo máximo de un 
año para las infracciones graves y de dos para las muy graves. 

c) Decomiso de los animales para las infracciones graves o 
muy graves. 

d) Prohibición de la tenencia de animales por un período 
máximo de dos años para las graves y cuatro para las muy graves. 

Artículo 42. Graduación de las sanciones. 

La graduación de las sanciones previstas por la Ley se hará 
conforme a los siguientes criterios: 

a) La trascendencia social o sanitaria y el perjuicio causado 
por la infracción. 

b) El ánimo de lucro y la cuantía del beneficio económico ob-
tenido en la comisión de la infracción. 

c) La importancia del daño causado al animal. 
d) La reiteración en la comisión de infracciones. 
e) Cualquier otra que pueda incidir en el grado de reprocha-

bilidad de la infracción, en un sentido atenuante o agravante. A 
tal efecto tendrá una especial significación la violencia en pre-
sencia de menores o discapacitados psíquicos. 

Artículo 43. Medidas provisionales. 

1. Iniciado el procedimiento sancionador, la autoridad ad-
ministrativa instructora podrá adoptar, previa motivación, las si-



Pág. núm. 34.290 Andalucía, 20 de noviembre de 2003 BOPA núm. 591 
 

 

Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía 

guientes medidas provisionales en los casos de presunta comi-
sión de infracciones graves o muy graves previstas en esta Ley: 

a) La retirada preventiva de los animales y la custodia de los 
mismos en los centros para la recogida de animales. 

b) La suspensión temporal de autorizaciones. 
c) La clausura preventiva de las instalaciones, locales o esta-

blecimientos. 
2. Las medidas provisionales se mantendrán mientras per-

sistan las causas que motivaron su adopción. 

Artículo 44. Procedimiento y competencia sancionadora. 

1. Para imponer las sanciones a las infracciones previstas 
por la presente Ley, será de aplicación el procedimiento que re-
glamentariamente se establezca. 

2. Serán competentes para imponer las sanciones previstas 
en la presente Ley: 

a) La Consejería de Agricultura y Pesca, para todos los casos 
de infracciones que afecten a los animales de renta y de experi-
mentación. 

b) La Consejería de Gobernación, para la imposición de san-
ciones muy graves y graves que afecten a los animales de com-
pañía. 

c) Los Ayuntamientos serán competentes para la imposición 
de sanciones leves que afecten a los animales de compañía. 

3. En cualquier caso, los órganos reseñados habrán de co-
municar a los correspondientes de las demás Administraciones 
Públicas que tengan competencia en la materia objeto de la pre-
sente Ley cuantas sanciones hayan sido impuestas en el ejerci-
cio de sus funciones. 

Disposición adicional primera. Campañas divulgativas. 

La Administración de la Junta de Andalucía promulgará cam-
pañas divulgativas sobre el contenido de esta Ley entre los esco-
lares y público en general, con el fin de aumentar el nivel de 
sensibilidad y de respeto a los animales. 

Disposición adicional segunda. Órganos consultivos. 

La Administración de la Junta de Andalucía dispondrá las 
medidas oportunas para la creación de un órgano específico de 
asesoramiento, consulta y estudio para el mejor cumplimiento 
de lo preceptuado en la presente Ley. 

Disposición adicional tercera. Actualización de sanciones. 

Se faculta al Consejo de Gobierno para la actualización cada 
tres años del importe de las sanciones conforme al Índice de 
Precios al Consumo. 

Disposición transitoria primera. Centros veterinarios y cen-
tros para la venta, adiestramiento y cuidado temporal de los 
animales de compañía. 

Los centros veterinarios y centros para la venta, adiestra-
miento y cuidado temporal de los animales de compañía habrán 
de ajustarse a los requisitos establecidos en la presente Ley en el 
plazo de un año desde la entrada en vigor. 

Disposición transitoria segunda. Propietarios y poseedores. 

Se establece el plazo de seis meses desde la entrada en vigor 
de la Ley para que los propietarios y poseedores de animales de 
compañía adecuen su actual situación a las previsiones de la 
misma. No obstante, respecto a lo dispuesto en el artículo 17.1, 
el plazo será de un año respecto de los animales de compañía 
nacidos con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley. 

Disposición transitoria tercera. Estructuras administrativas. 

En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la pre-
sente Ley, el Consejo de Gobierno adecuará la estructura admi-
nistrativa necesaria para el cumplimiento de lo dispuesto en la 
presente Ley. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango 
en lo que se contradigan o se opongan a lo dispuesto en la pre-
sente Ley. 

Disposición final primera. Desarrollo normativo. 

En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la pre-
sente Ley, el Consejo de Gobierno regulará las materias pendientes 
de desarrollo, precisas para la plena efectividad de esta Ley. 

Disposición final segunda. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su pu-
blicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 
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6-03/PPL-000005, Ley para la reforma de la 
Ley 4/1997, de 9 de julio, de Prevención y Asis-
tencia en materia de Drogas, modificada por la 
Ley 1/2001, de 3 de mayo 

 

Aprobada por el Pleno del Parlamento en sesión celebrada los 
días 12 y 13 de noviembre de 2003 

Orden de publicación de 17 de noviembre de 2003 

LEY PARA LA REFORMA DE LA LEY 4/1997, DE 9 DE JULIO, DE 
PREVENCIÓN Y ASISTENCIA EN MATERIA DE DROGAS, 

MODIFICADA POR LA LEY 1/2001, DE 3 DE MAYO 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Ley 4/97, de 9 de julio, de Prevención y Asistencia en ma-
teria de Drogas, constituyó un significativo avance en la preven-
ción, asistencia y reinserción en materia de drogas en Andalu-
cía, pero fue necesario completar algunas de sus previsiones 
mediante una Proposición de Ley tramitada por acuerdo entre 
los Grupos Parlamentarios, dando lugar a la Ley 1/2001, de 3 de 
mayo, que vino a modificar varios preceptos de aquella, en 
cuanto a las prohibiciones referidas al consumo de alcohol y a 
la potestad sancionadora y su posible delegación a favor de los 
Ayuntamientos, extremos que fueron desarrollados reglamenta-
riamente por el Decreto 167/2002, de 4 de junio. 

No obstante lo anterior, la finalidad inicial de dicho texto le-
gal tenía un marcado carácter preventivo y asistencial, y, en me-
nor medida, punitivo o sancionador, por lo que, a la vista de 
hechos concretos de enorme trascendencia y alarma social que 
han tenido lugar durante los últimos meses en Andalucía, relati-
vos a la venta indiscriminada de alcohol a jóvenes y en muchos 
casos menores de edad, con peligro grave para la salud, se han 
detectado carencias importantes en la referida Ley; en concreto, 
falta de instrumentos eficaces para atajar dichas conductas en 
tiempo real por parte de los agentes de la autoridad o autoridad 
competente, imposibilidad de acordar medidas cautelares para 
evitar la comisión de infracciones con gran alarma social y de 
acordar sanciones accesorias, tales como cierres o clausuras de 
locales, así como deficiencias en la correcta tipificación de algu-
nas conductas reprobables que originan la imposibilidad de im-
poner las sanciones correspondientes, por lo que resulta nece-
sario y urgente proceder a modificar algunos aspectos de la Ley 
de Prevención y Asistencia en materia de Drogas. 

Además, de la experiencia tanto en el ámbito de la Adminis-
tración autonómica como municipal en la lucha contra el des-

controlado consumo de alcohol en la calle o en determinados 
establecimientos, de manera preocupante por los más jóvenes, y 
en especial desde la entrada en vigor de la Ley 4/97, de 9 de ju-
lio, y sobre todo desde su última modificación de 2001, se evi-
dencia la necesidad urgente de contar con instrumentos más 
rápidos y eficaces para evitar consecuencias negativas para la sa-
lud pública y especialmente contra aquellos infractores que bur-
lan la Ley debido a la falta de dichos instrumentos, convirtién-
dose esta impunidad en un elemento de consternación y alarma 
social que es necesario atajar. 

Resulta finalmente deseable que también los jóvenes meno-
res de edad y sus familias asuman su parte de responsabilidad 
en las consecuencias que, para la salud y la convivencia, supone 
el consumo excesivo de alcohol. Se evidencia, por tanto, que es 
necesario incrementar los programas preventivos en el grupo de 
menores y, en especial, para aquellos que llegan a ser atendidos 
por intoxicaciones relacionadas con el alcohol y sus familias. 
Así, además de los instrumentos de control de la oferta, las Ad-
ministraciones Públicas deben contar también con otros que 
sirvan eficazmente a la concienciación de los menores y sus fa-
milias sobre los efectos del consumo de alcohol con el objetivo 
de atajar, en la medida de lo posible, las causas de dichos con-
sumos abusivos. 

Artículo 1. 

Se modifica el apartado b.1) del artículo 5 de la Ley 4/1997, 
de 9 de julio, de Prevención y Asistencia en materia de Drogas, 
que queda redactado de la manera siguiente: 

“b.1) Asistencia: la fase de la atención que comprende la 
desintoxicación, y todas aquellas medidas encaminadas a tratar 
las enfermedades y trastornos físicos y psicológicos, causados 
por el consumo o asociados al mismo, incluyendo tratamientos 
terapéuticos con las propias sustancias que hubiesen generado 
la adicción, que permitan mejorar las condiciones de vida de los 
pacientes.” 

Artículo 2. 

Se modifica el párrafo a) del apartado 1 del artículo 26 de la 
Ley 4/1997, de 9 de julio, de Prevención y Asistencia en materia 
de Drogas, que queda redactado de la manera siguiente: 

“a) La venta o suministro a menores de 18 años, así como 
permitirles el consumo dentro de los establecimientos. Queda ex-
cluida de esta prohibición la venta o suministro a mayores de 16 
años que acrediten el uso profesional del producto.” 
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Artículo 3. 

Se modifica el párrafo c) del apartado 1 del artículo 26 de la 
Ley 4/1997, de 9 de julio, de Prevención y Asistencia en materia 
de Drogas, que queda redactado de la manera siguiente: 

“c) La venta y el consumo de bebidas alcohólicas superiores 
a 20º en los centros de enseñanza superior y universitarios, cen-
tros sanitarios, dependencias de las Administraciones públicas, 
hospitales y clínicas, así como en las instalaciones deportivas, 
áreas de servicio y gasolineras o estaciones de servicio ubicadas 
en las zonas colindantes con las carreteras, autovías, autopistas 
y en gasolineras ubicadas en los núcleos urbanos.” 

Artículo 4. 

Se modifica el párrafo a) del apartado 3 del artículo 37 de la 
Ley 4/1997, de 9 de julio, de Prevención y Asistencia en materia 
de Drogas, que queda redactado de la manera siguiente: 

“a) El incumplimiento de las prohibiciones de venta y suminis-
tro de bebidas alcohólicas y tabaco, contenidas en el artículo 26, así 
como permitir el consumo dentro de los establecimientos que 
lo tengan prohibido o por las personas menores de 18 años.” 

Artículo 5. 

Se modifica el párrafo c) del apartado 4 del artículo 37 de la 
Ley 4/1997, de 9 de julio, de Prevención y Asistencia en materia 
de Drogas, que queda redactado de la manera siguiente: 

“c) Las infracciones que, estando tipificadas como graves, 
produjeran un perjuicio grave para la salud pública, en especial 
intoxicaciones por ingestión de bebidas alcohólicas o de otras 
sustancias prohibidas.” 

Artículo 6. 

Se da nueva redacción al artículo 39 de la Ley 4/1997, de 9 
de julio, de Prevención y Asistencia en materia de Drogas, que 
queda como sigue: 

“1. Las infracciones tipificadas en la presente Ley serán san-
cionadas en la siguiente forma: 

a) Las infracciones leves, con multas de hasta 3.000 euros. 
b) Las infracciones graves, con multa desde 3.001 euros has-

ta 15.000 euros. 

c) Las infracciones muy graves, con multa desde 15.001 eu-
ros hasta 600.000 euros. 

2. La cuantía de las multas a imponer se graduará aten-
diendo a la gravedad de la alteración social producida, el benefi-
cio obtenido, la naturaleza de los perjuicios causados, el grado 
de intencionalidad y su reiteración. 

3. Sin perjuicio de las sanciones pecuniarias previstas en el 
apartado 1 de este artículo, podrán imponerse por parte de los 
órganos competentes para sancionar o que tengan dicha compe-
tencia delegada las siguientes sanciones accesorias: 

a) Incautación de los instrumentos o efectos materiales utili-
zados en la comisión de las infracciones. 

b) Suspensión de licencias de apertura o clausura de los es-
tablecimientos objeto o a través de los cuales se cometa la in-
fracción, desde dos años y un día a cinco años para las infrac-
ciones muy graves, y hasta dos años para las infracciones graves. 

c) Revocación de las autorizaciones o licencias. 
d) Supresión, cancelación o suspensión de cualquier tipo de 

subvención o ayuda pública que el particular o la entidad infrac-
tora haya obtenido o solicitado de cualquier órgano de la Admi-
nistración autonómica o municipal. 

4. Serán responsables de las infracciones tipificadas en la 
presente Ley quienes realicen las acciones u omisiones tipifica-
das como infracción en la misma. No obstante lo anterior, el ti-
tular de la empresa, actividad o establecimiento será responsa-
ble administrativamente de las infracciones cometidas por sus 
empleados o terceras personas que realicen prestaciones remu-
neradas o no. 

En el caso de cesión o arrendamiento de la actividad, forma-
lizado en contrato privado entre las partes, será responsable de 
las acciones u omisiones consideradas en esta Ley como infrac-
ciones  el arrendatario. 

5. Sin perjuicio de las sanciones principales o accesorias que 
en cada caso procedan, por parte del órgano competente podrá 
adoptarse como medida provisional la suspensión temporal de las 
licencias o la clausura preventiva de los establecimientos donde se 
hayan cometido los ilícitos administrativos objeto de la presente 
Ley cuando el procedimiento sancionador hubiere sido iniciado 
por la comisión de infracciones graves o muy graves, a fin de 
evitar su reiteración o en casos de grave repercusión social. 

Los agentes de la autoridad, durante el ejercicio de sus 
funciones de vigilancia y control, podrán adoptar tales medidas 
en los supuestos del párrafo anterior, las cuales deberán ser 
confirmadas o levantadas en un plazo máximo de 72 horas, así 
como en el acuerdo de iniciación del proceso sancionador. 

En cualquier caso, la decisión al respecto de dicho agente de 
la autoridad será puesta inmediatamente en conocimiento de la 
autoridad administrativa competente a efectos de su control. 

6. Las cantidades recaudadas por las Administraciones com-
petentes como resultado del régimen sancionador que se esta-
blece en la presente Ley serán aplicadas al presupuesto del Plan 
Andaluz sobre Drogas y Adicciones en el municipio, así como 
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sufragar los gastos derivados de las actuaciones inspectoras y 
administrativas.” 

 

 
1.1.5 PROPOSICIONES DE LEY ANTE EL CONGRESO 

DE LOS DIPUTADOS 

6-03/PPPL-000001, Proposición de Ley a trami-
tar ante la Mesa del Congreso de los Diputados 
relativa a modificación del texto refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social, de forma 
que se posibilite la protección social y la con-
tratación laboral de los investigadores 

 

Aprobada por el Pleno del Parlamento en sesión celebrada los 
días 12 y 13 de noviembre de 2003, de conformidad con lo pre-
visto en los artículos 87.2 de la Constitución Española, 30.11 del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía y 169.2 del Reglamento 
de la Cámara 
Orden de publicación de 17 de noviembre de 2003 

PROPOSICIÓN DE LEY A TRAMITAR ANTE LA MESA DEL 
CONGRESO DE LOS DIPUTADOS RELATIVA A MODIFICACIÓN 

DEL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY GENERAL DE LA 
SEGURIDAD SOCIAL, DE FORMA QUE SE POSIBILITE LA 

PROTECCIÓN SOCIAL Y LA CONTRATACIÓN LABORAL DE LOS 
INVESTIGADORES 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La presente iniciativa viene a posibilitar la realización de con-
tratos laborales, con todos los derechos de la actual normativa, a 
las/los becarias/os pre y postdoctorales de formación de perso-
nal investigador. 

La interpretación sostenida por la Administración central 
para excluir de la categoría de trabajadores por cuenta ajena a 
los jóvenes investigadores es que siguen formándose y no se les 
puede considerar trabajadores por cuenta ajena. Se trata, por el 
contrario, de titulados universitarios con una formación sufi-
ciente para desarrollar su actividad investigadora, como queda 
demostrado en el informe bibliométrico de la producción cien-
tífica del personal investigador en formación y perfeccionamien-
to en España. En el mismo, se constata que el 48,8% de los ar-
tículos científicos españoles en revistas internacionales de im-
pacto están firmados, en primer lugar, por un investigador en 
formación o perfeccionamiento (pre o postdoctoral). 

Aparecen con claridad, además, dos notas distintivas: existe 
una dependencia jerárquica y su acceso a los centros de inves-
tigación es por concursos de méritos. 

La investigación es un proceso realizado en equipo, colectivo; 
el modelo del trabajo en solitario es algo que en buena medida 
pertenece al pasado. Un departamento sigue unas líneas de 
investigación y el actual ‘becario’ forma parte de un engranaje 
que coadyuva al resultado final. Por supuesto, al igual que el 
resto de investigadores, el profesional ‘becario’ en ese proceso 
adquiere nuevos conocimientos y destrezas. El problema que 
debe solucionarse ahora es la inseguridad laboral y social con la 
que se presta esa actividad. 

Resulta necesario que las personas que dedican tres o cuatro 
años de su vida a la investigación –por no mencionar a las 
personas que se han perpetuado en este régimen singular de 
‘becarios’– tengan cubiertas sus necesidades por enfermedad 
para sí y su familia, hayan devengado derechos para sus futuras 
pensiones y cotizado para la prestación de desempleo. De esta 
forma, habrá una mínima red de seguridad para trabajar en la 
investigación. 

Aparece como chocante que a estas personas se les niegue la 
asistencia sanitaria pública, pero que se presupuesten partidas 
del erario público para brindarles pólizas de seguro de mayor o 
menor asistencia sanitaria con empresa privadas. Incluso, en 
algún caso, la asistencia es para la maternidad del cónyuge. 

Así lo han comprendido otros países de nuestro entorno, 
como Alemania o Austria, en los que sus investigadores cuentan 
con contrato laboral. En otros, como el Reino Unido, a pesar de 
no contar con un contrato laboral, el sistema de asistencia y de 
relaciones laborales también es diferente. 

Es hora ya de corregir esta situación, dando categoría de nor-
mal –un contrato laboral– a lo que es normal –el trabajo de 
investigación–. En consecuencia, se propone la adición de un 
nuevo apartado al artículo 97 del Texto Refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, con la finalidad de incluir en el 
Régimen General de la Seguridad Social a los titulados univer-
sitarios que desarrollen una función investigadora tanto en el 
terreno público como en el privado. 

Artículo único. 

Se modifica el artículo 97 del Texto Refundido de la Ley Ge-
neral de la Seguridad Social, que queda redactado como sigue: 

“Artículo 97. Extensión. 

1. Estarán obligatoriamente incluidos en el Régimen General 
de la Seguridad Social los trabajadores por cuenta ajena o 
asimilados comprendidos en el apartado 1 a, del artículo 7, de 
la presente Ley. 
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2. A los efectos de esta Ley se declaran expresamente com-
prendidos en el apartado anterior: 

a) Los trabajadores por cuenta ajena y los socios trabaja-
dores de sociedades mercantiles capitalistas, aun cuando sean 
miembros de su órgano de administración, si el desempeño de 
este cargo no conlleva la realización de las funciones de direc-
ción y gerencia de la sociedad, ni poseen su control en los tér-
minos establecidos en el apartado 1, en la disposición adicional 
vigésimo séptima de la presente Ley. 

Excepto que, por razón de su actividad marítimo-pesquera, 
corresponda su inclusión como trabajadores por cuenta ajena 
en el campo de aplicación del Régimen especial de Trabajadores 
del Mar. 

b) Los conductores de vehículos de turismo al servicio de 
particulares. 

c) El personal civil no funcionario dependiente de organis-
mos, servicios o entidades del Estado. 

d) El personal civil no funcionario al servicio de organismos 
y entidades de la Administración Local, siempre que no estén 
incluidos en virtud de una Ley especial en otro régimen obli-
gatorio de previsión social. 

e) Los laicos o seglares que presten servicios retribuidos en 
los establecimientos o dependencias de las entidades o insti-
tuciones eclesiásticas. Por acuerdo especial con la jerarquía 
eclesiástica competente, se regulará la situación de los traba-
jadores laicos y seglares que presten sus servicios retribuidos a 
organismos o dependencias de la Iglesia y cuya misión primor-
dial consista en ayudar directamente en la práctica del culto. 

f) Las personas que presten servicios retribuidos en las en-
tidades o instituciones de carácter benéfico-social. 

g) El personal contratado al servicio de Notarías, Registros de 
la Propiedad y demás oficinas o centros similares. 

h) Los funcionarios en prácticas que aspiren a incorporarse a 
Cuerpos o Escalas de funcionarios que no estén sujetos al Régi-
men de Clases Pasivas y los altos cargos de las Administraciones 
Públicas que no sean funcionarios públicos, así como los 
funcionarios de nuevo ingreso de las Comunidades Autónomas. 

i) Los funcionarios del Estado transferidos a las Comuni-
dades Autónomas que hayan ingresado o ingresen voluntaria-
mente en Cuerpos o Escalas propios de la Comunidad Autóno-
ma de destino, cualquiera que sea el sistema de acceso. 

j) Los miembros de las Corporaciones Locales que desem-
peñen sus cargos con dedicación exclusiva, a salvo de lo previsto 
en el artículo 74 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de 
las Bases del Régimen Local. 

k) Como asimilados a trabajadores por cuenta ajena, con 
exclusión de la protección por desempleo y del Fondo de Garantía 
Salarial, los consejeros y administradores de sociedades mer-
cantiles capitalistas, siempre que no posean el control de éstas en 
los términos establecidos en el apartado uno, de la disposición 

adicional vigésimo séptima de la presente Ley, cuando el 
desempeño de su cargo conlleve la realización de las funciones 
de dirección y gerencia de la sociedad, siendo retribuidos por 
ello o por su condición de trabajadores por cuenta de la misma. 

Excepto que, por razón de su actividad marítimo-pesquera, 
corresponda su inclusión como trabajadores asimilados por 
cuenta ajena en el campo de aplicación del Régimen especial de 
Trabajadores del Mar. 

l) Los titulados universitarios que desempeñen la función de 
personal investigador, ya sea en entidades públicas o privadas. 

m) Cualesquiera otras personas que, en lo sucesivo y por 
razón de su actividad, sean objeto, por Real Decreto a propuesta 
del Ministro de Trabajo y Seguridad Social, de la asimilación 
prevista en el apartado 1 de este artículo. 

3. Todos los trabajadores por cuenta ajena señalados en el 
apartado 2 anterior, excepto los comprendidos en la letra k y los 
que expresamente fueran asimilados en la letra m, tendrán la 
obligación, junto con sus empleadores o empresarios, de cotizar 
por el Régimen General de la Seguridad Social y el derecho a 
recibir todas las prestaciones que este régimen procura, inclu-
yendo pensión de jubilación y desempleo.” 

Disposición adicional primera 

El Gobierno deberá remitir al Congreso de los Diputados an-
tes de un año un informe que recoja un estudio sobre el núme-
ro de investigadores que hayan tenido becas durante más de 
veinticuatro meses desde 1992 y las consecuencias económicas 
que se derivan por no tener devengos de jubilación y desempleo. 
Además deberá establecer mecanismos legales y presupuesta-
rios para paliar la situación de esas personas. 

Disposición adicional segunda 

Las consecuencias económicas que afecten a los Presupues-
tos Generales del Estado, derivadas de la aplicación de la pre-
sente norma, surtirán efectos a partir de la aprobación de la 
próxima y siguiente Ley de los Presupuestos Generales del Esta-
do, de modo que puedan tenerse en cuenta estas nuevas obliga-
ciones económicas. 

Disposición transitoria primera 

A partir de su entrada en vigor, lo dispuesto en esta Ley será 
de aplicación a los titulados universitarios que desempeñen la 
función de personal investigador, ya sea en entidades públicas o 
privadas, y disfruten en la actualidad de becas predoctorales o 
postdoctorales de formación de dicho personal. 
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Disposición transitoria segunda 

Lo dispuesto en el apartado 2 l del artículo 97 de la presente 
Ley se aplicará, con efectos desde el 1 de enero de 1998, a las 
personas que lo soliciten acreditando el tiempo en el que estu-
vieron en tal situación. 

Disposición final 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su pu-
blicación en el Boletín Oficial del Estado. 
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2.1.1 PROYECTOS DE LEY 

6-03/PL-000002, Proyecto de Ley de Protección 
de los Animales 

Enmiendas que se mantienen para su defensa en Pleno presen-

tadas por el G.P. Popular de Andalucía 

Sesión de la Mesa del Parlamento de 12 de noviembre de 2003 

Orden de publicación de 14 de noviembre de 2003 

AL PRESIDENTE DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA 

El G.P. Popular de Andalucía, al amparo de lo establecido en 
el artículo 120 del Reglamento de la Cámara, comunica que man-
tiene para su defensa en el Pleno todas las enmiendas al Proyec-
to de Ley 6-03/PL-000002, de Protección de los Animales, que 
habiendo sido defendidas y votadas en Comisión no han sido in-
corporadas al Dictamen. 

Parlamento de Andalucía, 6 de noviembre de 2003. 
El Portavoz del G.P. Popular de Andalucía, 

Antonio Sanz Cabello. 

 

6-03/PL-000005, Proyecto de Ley Andaluza de 
Universidades 

 

Informe de la Ponencia designada en el seno de la Comisión de 

Educación 
Orden de publicación de 19 de noviembre de 2003 

A LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN 

La Ponencia encargada de la elaboración del Informe relativo 
al Proyecto de Ley 6-03/PL-000005, Andaluza de Universidades, 

integrada por los Ilmos. Sres. D. Luis Ángel Hierro Recio, D. Ra-
fael Salas Machuca, D. Francisco Ríos Carrégalo, D. José Calvo Po-
yato y D. Ricardo Alberto Chamorro Rodríguez, tras estudiar dicho 
Proyecto de Ley, así como las enmiendas presentadas al mismo,  
en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 116 del Reglamen-
to del Parlamento, elevan a la Comisión el siguiente 

INFORME 

Al Proyecto de Ley 6-03/PL-000005, Andaluza de Universida-
des (vid. BOPA núm. 546, de 8 de agosto de 2003), se han for-
mulado 255 enmiendas (vid. BOPA núm. 585, de 11 de noviem-
bre de 2003), todas ellas calificadas favorablemente y admitidas 
a trámite por la Mesa de la Comisión. 

La Ponencia acuerda incorporar al texto del Proyecto de Ley 
las siguientes enmiendas: 

Del G.P. Andalucista, la número 9. 
Del G.P. Izquierda Unida Los Verdes-Convocatoria por An-

dalucía, las números 22, 27, 34, 42, 48, 51, 52, 58 y 70. 
Del G.P. Socialista, las números 240, 241 y 243. 
Asimismo, se incorpora la número 245 en su texto original, 

si bien el inciso final del apartado c del artículo 38.2 queda con 
la siguiente redacción:  

“La contratación como profesor emérito es incompatible con 
la percepción previa o simultánea de ingresos procedentes 
de la Universidad en concepto de asignación especial por 
jubilación o similar”. 

Se incorpora también la número 246 en su texto original, si 
bien el punto 5 del artículo 40 queda redactado en los siguien-
tes términos: 

“La contratación de profesores eméritos será por períodos 
anuales hasta un máximo de tres años. No obstante la ex-
tinción de la relación contractual, el tratamiento de profe-
sor emérito será vitalicio, con carácter honorífico”. 

Es asimismo incorporada la enmienda número 247 con la 
redacción original, si bien en el punto 1 del artículo 56 desapa-
rece el término “modificación”. 

En relación con esta misma enmienda, la número 247, se in-
corpora igualmente mediante una enmienda in voce una nueva 
disposición transitoria, que sería la séptima, con el siguiente 
texto: 

2.1 PROYECTOS DE LEY, PROPOSICIONES DE LEY Y OTROS PROYECTOS DE NORMAS 
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“Disposición transitoria séptima. Implantación de titulaciones. 
A las titulaciones pendientes de implantación, que a la en-
trada en vigor de la presente Ley hubiesen superado el trá-
mite de aprobación por parte del Consejo Andaluz de Uni-
versidades, no les será de aplicación lo establecido en el 
artículo 56.1 a de la misma.” 

Igualmente, del G.P. Socialista, se incorpora la enmienda 
número 251. 

Por último, del G.P. Mixto se incorporan las enmiendas nú-
meros 193, 205, 224, 227 y 237. 

El resto de las enmiendas presentadas a las que no se ha he-
cho mención con anterioridad se mantienen por los Grupos 
Parlamentarios para su debate y votación en Comisión. 

Sevilla, 14 de noviembre de 2003. 
Los miembros de la Ponencia, 

Luis Ángel Hierro Recio, 
Rafael Salas Machuca, 

Francisco Ríos Carrégalo, 
José Calvo Poyato y 

Ricardo Alberto Chamorro Rodríguez. 

ANEXO 
TEXTO QUE SE PROPONE 

 
PROYECTO DE LEY ANDALUZA DE UNIVERSIDADES 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

1 

El artículo 27.10 de la Constitución Española reconoce la au-
tonomía de las Universidades, y la Ley Orgánica 6/2001, de 21 
de diciembre, de Universidades, desarrolla la distribución de las 
competencias universitarias reconocidas en la Constitución y en 
los Estatutos de Autonomía. 

Por su parte, el artículo 19 del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía establece que “corresponde a la Comunidad Autóno-
ma la regulación y administración de la enseñanza en toda su 
extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades en el 
ámbito de sus competencias”. 

La Ley 1/1992, de 21 de mayo, de Coordinación del Sistema 
Universitario Andaluz, fijó por primera vez el marco legal que 
hacía posible conjugar la autonomía de las Universidades anda-
luzas con las responsabilidades de programación y coordinación 
que competen a la Comunidad Autónoma. Dicha Ley ha permi-
tido dar respuesta de una manera ordenada a las constantes y 
crecientes demandas de educación universitaria en Andalucía, 
motivadas por el crecimiento demográfico y por las nuevas exi-

gencias de conocimiento y saber propias de nuestra época, cul-
minando en la configuración de un sistema universitario que fa-
vorece la aparición de sinergias entre el conjunto y subraya, al 
mismo tiempo, la personalidad y el perfil académico de cada 
una de las Universidades. 

2 

El Sistema Universitario Andaluz ha experimentado un cambio 
importante en estos años. Se han creado nuevas Universidades; el 
número de alumnos y alumnas universitarios ha experimentado 
un incremento sustancial; se ha ampliado y diversificado la oferta 
de titulaciones, por lo que hoy contamos con una razonable hete-
rogeneidad que ha enriquecido, sin ninguna duda, nuestra oferta 
de estudios superiores universitarios, y se ha generado una rica 
experiencia de coordinación entre todo el sistema universitario. 
Los indicadores a nuestro alcance demuestran, además, que las 
Universidades andaluzas tienen hoy una mayor calidad docente e 
investigadora, a lo que ha contribuido la normativa legal vigente, 
pero también los medios materiales que la Administración auto-
nómica ha puesto a disposición de las Universidades y, natural-
mente, los esfuerzos que el profesorado y el personal de adminis-
tración y servicios han desplegado en estos años. 

De este modo, se ha acercado el servicio público de la ense-
ñanza universitaria a todas las provincias andaluzas, y las Uni-
versidades se han convertido en uno de los ejes fundamentales 
de desarrollo de cada una de ellas y del conjunto de Andalucía. 
La realidad de las Universidades andaluzas representa hoy, con 
certeza, la mejor inversión de futuro de Andalucía, y son ins-
trumento imprescindible para su modernización y progreso. La 
sociedad andaluza es consciente de que tiene a su disposición 
las generaciones de jóvenes mejor formados de su historia, por-
que tiene un sistema universitario del que no se ha podido dis-
poner en otros tiempos. 

Se trata, también ahora, de corregir errores y disfunciones en 
nuestro sistema universitario, en la línea señalada por el Dicta-
men aprobado por el Parlamento de Andalucía en junio de 2001. 

La propia expansión del Sistema Universitario Andaluz, la inter-
nacionalización cada vez mayor de la actividad universitaria, las 
mayores exigencias sociales en relación con la misma, la experien-
cia acumulada en estos años, una vez resueltos los problemas in-
herentes a las etapas de configuración y crecimiento inicial de cual-
quier sistema universitario, aconsejan acometer una nueva Ley que 
actualice y adapte los contenidos de aquella al momento actual, y, 
sobre todo, que dé un nuevo impulso a nuestro sistema universita-
rio. Conviene ahora fortalecer sus mecanismos de coordinación, 
redefinir los procedimientos de participación de la sociedad en las 
Universidades, y asegurar los sistemas que garanticen la financia-
ción suficiente y la corresponsabilidad de las Universidades en la 
mejor utilización de los recursos públicos. 
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De otro lado, los rápidos cambios que se están produciendo 
en nuestra sociedad precisan de nuevas políticas universitarias 
capaces de incorporar de forma creativa y con capacidad de li-
derazgo a las Universidades en dichos procesos. 

La sociedad del conocimiento requiere el fortalecimiento 
permanente de los procesos y las fuentes capaces de crear y ex-
tender pensamiento, innovación y saberes científicos. Y esas son 
tareas que es imposible llevar a cabo sin un sistema universita-
rio consolidado y sin universitarios con capacidad y voluntad de 
contribuir decisivamente al enriquecimiento de su entorno so-
cial. La generación del saber se convierte efectivamente en el 
gran pilar del desarrollo integral de las sociedades más moder-
nas, entre las que Andalucía aspira a integrarse de forma irre-
nunciable. 

El conocimiento pasa a ser un elemento trascendental para 
el desarrollo económico y social, y por tanto un recurso estraté-
gico de primer orden. Constituye el más potente y decisivo vec-
tor de generación de riqueza, un elemento eficaz de vertebra-
ción social y, al mismo tiempo, un factor indispensable para 
lograr la identidad propia de las actuales sociedades y el surgi-
miento de una nueva ciudadanía. 

La generación del conocimiento debe vincularse asimismo a 
la configuración de una inteligencia social que implique una 
nueva ética, una comprensión distinta de las relaciones sociales. 
En particular, deben establecerse las bases que permitan a las 
Universidades ser capaces de impulsar y de comprometerse con 
la educación integral de los jóvenes para que sean actores de la 
gran transformación cívica que requiere alcanzar un mundo 
más justo y equilibrado. 

3 

La presente Ley viene, pues, a hacer posible que el futuro 
crecimiento del Sistema Universitario Andaluz produzca mejores 
resultados y aumente su calidad. Viene a favorecer, en suma, un 
desarrollo cada vez más armónico y más ajustado a las deman-
das propias de las nuevas sociedades del conocimiento. 

La Comunidad Autónoma de Andalucía asume un doble 
compromiso con esta Ley: procurar que la ordenación y coordi-
nación de las Universidades de su competencia se ajuste a las 
demandas de nuestra época, y que ello se produzca conforme a 
los principios de autonomía, equidad, vertebración, servicio pú-
blico y libertad, única manera de que las sociedades modernas 
del conocimiento generen más desarrollo y bienestar. 

Para ello, la Ley, en el ámbito exclusivo de las competencias 
de la Comunidad Autónoma y con respeto a la autonomía uni-
versitaria, establece y desarrolla mecanismos que pretenden la 
consecución de las siguientes grandes líneas estratégicas: el for-
talecimiento del Sistema Universitario Andaluz, la vertebración 
de la Andalucía del conocimiento, el reforzamiento del servicio 

público universitario y la extensión y asimilación de la cultura 
de la calidad en las prácticas universitarias. 

Tras una etapa de crecimiento extensivo, con más Universi-
dades, más titulaciones y una mayor proximidad del servicio 
público universitario, se abre un período en el que se precisan 
nuevos instrumentos de fortalecimiento que permitan visualizar 
y afianzar el Sistema Universitario Andaluz. Para ello es preciso, 
en primer lugar, reforzar la autonomía universitaria. La auto-
nomía no es, únicamente, un principio constitucional y un de-
recho fundamental que hay que respetar, sino una garantía 
consustancial a una determinada concepción universitaria que, 
como tal, hay que proteger. Es, además, la cualidad que mejor 
se corresponde con una Universidad que trata de hacer frente a 
los retos de la sociedad del conocimiento. 

El fortalecimiento del Sistema Universitario Andaluz requie-
re, igualmente, incrementar los mecanismos de coordinación, 
no sólo sin mermar el principio de autonomía, sino reforzando 
el perfil propio de cada Universidad, en un entorno de eficiencia 
y cooperación mutua. En este sentido cobra especial importan-
cia el Consejo Andaluz de Universidades con sus nuevas funcio-
nes, composición y funcionamiento, pero igualmente el futuro 
Consejo Asesor de los estudiantes universitarios de Andalucía o, 
en otro orden de cosas, los mecanismos de financiación que re-
quieren la mayor y más eficiente coordinación del conjunto del 
sistema. 

La participación activa de la sociedad en la Universidad, co-
mo forma de lograr una gestión universitaria transparente y ca-
paz de responder a los intereses y demandas sociales más senti-
dos en su entorno, es, sin ninguna duda, otro de los factores 
primordiales para el fortalecimiento del sistema universitario. 
Pero también lo son los mecanismos de contratación del profe-
sorado que promueven una carrera docente e investigadora de 
calidad, que aúna los horizontes de promoción y certidumbre 
profesional y laboral con la constante superación y mejora de 
las prácticas docentes e investigadoras, o la incorporación del 
principio de suficiencia financiera al que deben de responder 
las políticas universitarias. 

La vertebración y modernización de Andalucía precisa de una 
sociedad bien formada, creativa, crítica y emprendedora, prepa-
rada para alcanzar los retos de la sociedad del conocimiento, la 
convergencia a través del conocimiento. Y ese es otro de los 
grandes objetivos transversales de esta Ley. 

En este sentido cobran singular importancia los principios 
generales que deben regir la implantación y la ampliación de los 
estudios universitarios, de forma que éstos se adecuen a la de-
manda realmente existente en la sociedad andaluza y sean sus-
ceptibles de poder impartirse con rendimientos óptimos, con 
los menores costes sociales y en condiciones de mayor calidad. 

Las orientaciones sobre el personal investigador en forma-
ción, la movilidad del alumnado y del profesorado se incardinan 
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en este gran objetivo de modernización que proporcione a Anda-
lucía unas generaciones futuras bien formadas, inmersas y par-
tícipes de la nueva ciudadanía europea, y bien relacionadas con 
las dinámicas culturales y científicas del mundo actual. 

Los propios criterios que conforman la propuesta de modelo 
de financiación constituyen, igualmente, un factor de vertebra-
ción de Andalucía, toda vez que se sustentan sobre los princi-
pios de objetividad, equidad, equilibrio, corresponsabilidad y 
transparencia en la distribución de los fondos públicos destina-
dos al servicio universitario. 

Todos los presupuestos y los instrumentos hasta ahora seña-
lados persiguen de igual forma reforzar el servicio público uni-
versitario, y no sólo con el apoyo a las Universidades públicas 
sino estableciendo requisitos para el reconocimiento de las pri-
vadas, de forma que se garantice siempre la calidad del servicio 
que ha de prestar la institución universitaria. 

Por último, la presente Ley viene a establecer y regular los 
organismos y procedimientos que deben de desarrollar las polí-
ticas de calidad en el ámbito universitario. 

La sociedad del conocimiento va a exigir a nuestras Universi-
dades una mayor calidad en todos los servicios que prestan. El 
progreso de nuestra sociedad va a estar directamente relacionado 
con la cantidad, pero sobre todo con la calidad de la formación de 
los ciudadanos y con la excelencia de la investigación que seamos 
capaces de aportar desde el sistema de Ciencia y Tecnología, del 
que forman parte las Universidades. Pero también la calidad del 
sistema educativo universitario se define en virtud de su capaci-
dad para formar ciudadanos libres, competentes y solidarios que 
puedan desempeñar una actividad relevante personal, social y 
profesionalmente con los conocimientos, habilidades y actitudes 
adquiridas. Es por ello que la calidad del sistema debe manifes-
tarse tanto en los resultados como en la calidad de los procesos 
de enseñanza e investigación que desarrollan nuestras Universi-
dades. De ahí que las políticas de calidad atraviesen toda la Ley, a 
través de los requisitos de creación y reconocimiento de las Uni-
versidades, de los sistemas de selección del profesorado, con el 
establecimiento de una comisión de fomento de la calidad en el 
seno del Consejo Andaluz de Universidades, y, sobre todo, con la 
creación de un organismo específico, la Agencia Andaluza de Eva-
luación de la Calidad y Acreditación Universitaria, para evaluar la 
calidad de los servicios universitarios. 

4 

Estas grandes líneas están recogidas en la presente Ley An-
daluza de Universidades en un título preliminar y seis títulos, 
desarrollados en noventa y cinco artículos, además de ocho dis-
posiciones adicionales, siete transitorias, una derogatoria y tres 
finales. 

El TÍTULO PRELIMINAR contiene las disposiciones generales so-
bre el objeto de la Ley, el Sistema Universitario Andaluz y los 
principios informadores de la misma. 

El TÍTULO I se refiere a la Institución Universitaria. En él se 
abordan los requisitos de creación y reconocimiento de las Uni-
versidades, y la creación, modificación y supresión de centros, 
todo ello llevando al límite posible la autonomía universitaria y 
garantizando los principios rectores de calidad que se pretenden 
para el Sistema Universitario Andaluz. 

Los Consejos Sociales, como órganos de participación de la 
sociedad en la Universidad, figuran en este título. En él se con-
templan sus funciones tanto en el ámbito de la programación y 
gestión universitaria, como en el del económico y presupuesta-
rio. En la composición del Consejo se procura la representación 
más cualificada de los intereses sociales comprometidos con el 
mejor funcionamiento de la institución universitaria. 

El TÍTULO II trata de la comunidad universitaria, es decir, del 
personal docente e investigador, el alumnado y el personal de 
administración y servicios. La contratación y régimen del profeso-
rado, la selección del mismo, su movilidad, los derechos y debe-
res del alumnado, el sistema de acceso a través del distrito único, 
y las funciones, selección y movilidad del personal de administra-
ción y servicios constituyen el núcleo central de este título. 

El TÍTULO III aborda la actividad universitaria, contemplando 
los principios generales sobre el estudio, la docencia y la investi-
gación, los criterios sobre la implantación de las titulaciones 
universitarias, la incorporación más activa al espacio europeo de 
educación superior, los requisitos para la creación de institutos 
universitarios de investigación y el apoyo a la investigación. 

La coordinación universitaria es el objeto del TÍTULO IV. En él 
se establecen los mecanismos de fortalecimiento de dicha coor-
dinación a través, sobre todo, de las funciones, composición y 
funcionamiento del Consejo Andaluz de Universidades. 

La calidad universitaria es recogida en un TÍTULO específico, 
el V, aunque esté presente a lo largo de toda la Ley. En este títu-
lo se definen los conceptos de calidad y de evaluación de la mis-
ma, centrándose su capítulo II en la Agencia Andaluza de Eva-
luación de la Calidad y Acreditación Universitaria. Sus objetivos, 
funciones y composición definen una Agencia que garantiza la 
mayor calidad del servicio público universitario. 

El TÍTULO VI se refiere al régimen económico, financiero y pa-
trimonial. La vigencia de la Ley 18/2001, de 12 diciembre, Gene-
ral de Estabilidad Presupuestaria, y de la Ley Orgánica 5/2001, 
de 13 de diciembre, complementaria a la Ley General de Estabi-
lidad Presupuestaria, sitúan las relaciones económica-financie-
ras entre la Comunidad Autónoma y las Universidades en una 
nueva y renovada posición. La financiación de las Universidades 
y los principios que la informan, la planificación estratégica, los 
contratos programas o la gestión patrimonial de las Universida-
des están recogidos en los tres capítulos que componen el título. 
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5 

Por último, cabe señalar que esta Ley ha contado con un 
amplio proceso de debate previo a su elaboración y en la fase de 
elaboración de la misma. La comunidad universitaria y los 
agentes sociales han tenido parte activa en el establecimiento de 
las grandes líneas que debía contener la Ley y en los instrumen-
tos más idóneos para llevarlas a cabo. Dicho proceso ha supues-
to un enriquecimiento de las propuestas primeras y, bien segu-
ro, mayor acierto en el modelo de sistema universitario que 
queremos para Andalucía. 

En definitiva, esta Ley viene a hacer posible que el sistema 
universitario desempeñe el papel central en los retos de desa-
rrollo y modernización que ha de afrontar Andalucía en los 
próximos años. 

6 

La presente Ley se aprueba en ejercicio de las competencias 
que posee la Comunidad Autónoma, recogidas en el artículo 19 
del Estatuto de Autonomía para Andalucía, para la regulación y 
administración de la enseñanza en toda su extensión, niveles y 
grados, modalidades y especialidades, sin perjuicio de lo esta-
blecido en el artículo 27 de la Constitución, de las facultades 
que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del artículo 
149 de la norma fundamental y de lo dispuesto en la Ley Orgá-
nica de Universidades. 

TÍTULO PRELIMINAR 
DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Objeto de la Ley. 

La presente Ley tiene como objeto la ordenación y coordina-
ción del Sistema Universitario Andaluz, en ejercicio de las com-
petencias propias de la Comunidad Autónoma de Andalucía, con 
respeto al principio de autonomía universitaria y en el marco 
del sistema universitario español y del espacio europeo de ense-
ñanza superior. 

Artículo 2. El Sistema Universitario Andaluz. 

El Sistema Universitario Andaluz lo componen las Universida-
des creadas o reconocidas por Ley del Parlamento de Andalucía, 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 5 de la presente Ley. 

Artículo 3. Principios informadores y objetivos del Sistema 
Universitario Andaluz. 

Los principios informadores y objetivos del Sistema Universi-
tario Andaluz serán los siguientes: 

a) La autonomía universitaria, fundamentada en el principio 
de libertad académica que se manifiesta en las libertades de cá-
tedra, de investigación y de estudio. 

b) La coordinación, que permita el fortalecimiento del con-
junto de las Universidades andaluzas respetando la propia iden-
tidad de cada una de ellas. 

c) La prestación del servicio público, que garantice la vincu-
lación de la Universidad a los intereses sociales, basada en la 
transparencia y en la gestión eficiente, responsable y solidaria. 

d) La igualdad, que garantice el principio de equidad para los 
miembros de la comunidad universitaria, así como el equilibrio 
del Sistema Universitario Andaluz. 

e) La participación, que haga posible la profundización de la 
democracia en los ámbitos de la actividad universitaria. 

f) La garantía de una formación y educación integral, tanto 
en la capacitación académica y profesional, como en los valores 
cívicos de igualdad, responsabilidad, tolerancia, solidaridad, li-
bertad y búsqueda de la paz, y en la preservación y mejora del 
medio ambiente. 

g) El fomento de la calidad y de la evaluación de las activida-
des universitarias con el fin de mejorar su rendimiento acadé-
mico y social. 

h) El encuentro necesario y mutuamente enriquecedor entre 
Universidad y entorno social. 

i) El fomento de la correspondencia y homologación con 
nuestro entorno europeo. 

j) La cooperación solidaria en el contexto mundial, espe-
cialmente en el entorno europeo, Iberoamérica, el Norte de Áfri-
ca y los países ribereños del Mediterráneo. 

TÍTULO I 
DE LA INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA 

CAPÍTULO I 

Del servicio público de la Educación Superior 
Universitaria 

Artículo 4. Funciones. 

Las Universidades andaluzas prestan el servicio público de la 
educación superior universitaria mediante la investigación, la 
docencia y el estudio, en los términos previstos en la Constitu-
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ción Española, la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de 
Universidades, la presente Ley y demás disposiciones que las 
desarrollen y los estatutos de la respectiva Universidad. 

CAPÍTULO II 

De la creación y reconocimiento de universidades 

Artículo 5. Creación, reconocimiento y reserva de denomina-
ción. 

1. La creación de Universidades públicas y el reconocimiento 
de Universidades privadas se realizará por ley del Parlamento de 
Andalucía cuando cumplan los requisitos básicos exigidos en la 
Ley Orgánica de Universidades, en la presente Ley y sus disposi-
ciones de desarrollo, y previo informe del Consejo Andaluz de 
Universidades y del Consejo de Coordinación Universitaria. 

2. De conformidad con lo preceptuado en la disposición adi-
cional decimonovena de la Ley Orgánica de Universidades, sólo 
podrán denominarse Universidades aquellas entidades creadas 
o reconocidas por la Ley como tales. Ninguna entidad pública o 
privada podrá utilizar dicha denominación, ni cualquier otra 
que, por su significado, pueda inducir a confusión con aquéllas. 

Artículo 6. Requisitos generales 

Sin perjuicio de los requisitos básicos establecidos por la Ley 
Orgánica de Universidades y sus normas de desarrollo, la Co-
munidad Autónoma de Andalucía exigirá el cumplimiento de los 
siguientes requisitos para la creación y reconocimiento de Uni-
versidades: 

1.º Las Universidades públicas o privadas deberán contar con 
los centros, departamentos o estructuras docentes necesarias 
para la organización y desarrollo de enseñanzas conducentes, 
como mínimo, a la obtención de diez títulos de carácter oficial y 
validez en todo el territorio nacional, que acrediten enseñanzas 
de Diplomatura, Arquitectura Técnica, Ingeniería Técnica, Li-
cenciatura, Arquitectura o Ingeniería, de las cuales no menos de 
tres impartirán el segundo ciclo. 

2.º Además de los requisitos exigidos en el apartado anterior, 
las Universidades deberán garantizar la implantación progresiva 
de los estudios de tercer ciclo, y de los programas y líneas de in-
vestigación correspondientes a las enseñanzas que impartan. 

3.º Las enseñanzas han de abarcar ciclos completos, cuya 
superación otorgue el derecho a la obtención de los correspon-
dientes títulos oficiales con validez en todo el territorio nacional. 

4.º Respecto del personal docente: 
a) Su número total no podrá ser inferior al que resulte de 

aplicar la relación de un profesor por cada veinte alumnos. 

b) Será necesario que la plantilla del personal docente e in-
vestigador esté configurada al inicio de sus actividades por un 
veinte por ciento, al menos, de profesorado doctor. 

5.º Las Universidades deberán contar en el momento de su 
completo funcionamiento con una plantilla de personal de ad-
ministración y servicios jerárquicamente estructurada y sufi-
ciente para el cumplimiento de los objetivos de la Universidad. 

6.º Las Universidades deberán disponer de espacios y equi-
pamiento suficientes para aulas, laboratorios, seminarios, bi-
bliotecas, salón de actos y demás servicios comunes, así como 
las instalaciones adecuadas para el personal docente e investi-
gador, de gestión y servicios, y alumnado. 

Artículo 7. Requisitos específicos para las Universidades pri-
vadas. 

1. Para el reconocimiento de una Universidad privada será 
necesario cumplir, además de los requisitos generales estable-
cidos en el artículo anterior, las siguientes obligaciones: 

a) Mantener en funcionamiento la Universidad y cada uno de 
sus centros durante el período mínimo que permita finalizar 
sus estudios al alumnado que, con un aprovechamiento acadé-
mico normal, los hubieran iniciado en ella. 

b) Asegurar que las normas de organización y funcionamien-
to por las que ha de regirse la actividad y autonomía de la Uni-
versidad sean conformes con los principios constitucionales y 
respeten y garanticen, de forma plena y efectiva, el principio de 
libertad académica, que se manifiesta en las libertades de cáte-
dra, de investigación y de estudio. 

c) Aportar los estudios económicos básicos que aseguren la 
viabilidad financiera del proyecto, incluyendo, entre otras parti-
das, las que aseguren el desarrollo de la investigación, así como 
las garantías de su financiación. 

d) Destinar el porcentaje de sus recursos que establezca la 
programación universitaria de Andalucía a becas y ayudas al es-
tudio y a la investigación, en las que se tendrá en cuenta no sólo 
los requisitos académicos de los alumnos, sino también sus 
condiciones socioeconómicas. 

2. De acuerdo con la normativa vigente, el profesorado de las 
Universidades privadas no podrá ser funcionario de los cuerpos 
docentes universitarios en situación de servicio activo y destino 
en una Universidad pública, ni profesor contratado doctor en las 
mismas. 

Artículo 8. Control del cumplimiento de los requisitos. 

1. La Ley singular de creación o reconocimiento de una 
Universidad contemplará las modalidades de control del cum-
plimiento permanente de los requisitos generales y adicionales 
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exigidos, así como los motivos que determinen el cese de las ac-
tividades. 

2. Corresponde a la Consejería de Educación y Ciencia inspec-
cionar el cumplimiento de dichos requisitos y compromisos, a 
cuyo efecto, los órganos de gobierno de todas las Universidades, 
los promotores de Universidades privadas y los miembros de la 
comunidad universitaria habrán de prestar la colaboración preci-
sa para la realización de las actividades inspectoras. 

3. El incumplimiento de estos requisitos o compromisos po-
drá dar lugar a la revocación del reconocimiento por el Parla-
mento de Andalucía, de acuerdo con lo establecido en la dispo-
sición adicional novena de la Ley Orgánica de Universidades. 

Artículo 9. Expediente de creación o reconocimiento. 

El expediente de creación o reconocimiento de Universidades 
deberá comprender, al menos, los siguientes documentos: 

1.º Memoria justificativa de las enseñanzas a impartir y del 
número de centros con que contará la nueva Universidad al ini-
cio de sus actividades, con expresión del número total de pues-
tos escolares que pretenden cubrirse, curso a curso, hasta al-
canzar el pleno rendimiento, así como el curso académico en 
que completa las enseñanzas. 

2.º Memoria justificativa de los objetivos y programas de in-
vestigación de las áreas científicas relacionadas con las titula-
ciones oficiales que integren la nueva Universidad, así como de 
las estructuras específicas que aseguren tales objetivos. 

3.º Memoria justificativa de la plantilla de profesorado nece-
saria para el inicio de las actividades, así como la previsión de 
su incremento anual hasta la implantación total de las corres-
pondientes enseñanzas. 

4.º Memoria justificativa de la plantilla de personal de admi-
nistración y servicios al comienzo de la actividad, jerárquica-
mente estructurada, y la previsión de su incremento anual hasta 
la implantación total de las correspondientes enseñanzas. 

5.º Determinación del emplazamiento de los centros de la 
Universidad y su ubicación en el ámbito territorial de la Comu-
nidad Autónoma, con memoria justificativa y especificación de 
los edificios e instalaciones existentes y las proyectadas para el 
comienzo de las actividades y hasta la implantación total de las 
enseñanzas. En todo caso, se efectuará una descripción física de 
los edificios e instalaciones existentes o proyectadas, justificando 
la titularidad sobre los mismos. 

6.º En el caso de las Universidades privadas, deberá acredi-
tarse debidamente la personalidad de los promotores y aportar-
se las normas de organización y funcionamiento a que se refiere 
la letra b del apartado 1 del artículo 7 de la presente Ley, así 
como la documentación exigida en las letras a, c y d de dicho 
apartado. 

7.º Documento de síntesis que resuma los extremos anteriores. 

Artículo 10. Autorizaciones. 

1. La autorización para el inicio de las actividades de una 
nueva Universidad se efectuará mediante Decreto del Consejo de 
Gobierno de la Comunidad Autónoma, a propuesta de la Conse-
jería de Educación y Ciencia y previo informe del Consejo Anda-
luz de Universidades. La fecha de iniciación se ajustará a lo pre-
visto en la programación universitaria de Andalucía. 

2. De acuerdo con lo establecido en el artículo 5.3 de la Ley 
Orgánica de Universidades, la realización de actos y negocios ju-
rídicos que modifiquen la personalidad jurídica o la estructura 
de la Universidad privada, o que impliquen la transmisión o ce-
sión, intervivos, total o parcial, a título oneroso o gratuito, de la 
titularidad directa o indirecta que las personas físicas o jurídicas 
ostenten sobre las Universidades privadas o centros adscritos a 
Universidades públicas, deberá ser previamente comunicada a 
la Consejería de Educación y Ciencia, para su conformidad. Po-
drá denegarse la conformidad en el plazo de tres meses. 

3. Cualquier modificación de las condiciones incluidas en el ex-
pediente de creación o reconocimiento de las Universidades tendrá 
que ser autorizada por la Consejería de Educación y Ciencia. 

4. Las Universidades y centros que no pertenezcan al Sistema 
Universitario Andaluz requerirán la autorización del Consejo de 
Gobierno de la Junta de Andalucía, previo informe del Consejo 
Andaluz de Universidades, para impartir en la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, bajo cualquier modalidad, enseñanzas con-
ducentes a la obtención de títulos de carácter oficial y con vali-
dez en todo el territorio nacional, sin perjuicio de lo establecido 
en la disposición adicional segunda de la Ley Orgánica de Uni-
versidades, y de acuerdo con los requisitos que se establezcan 
reglamentariamente. 

CAPÍTULO III 

De la creación, modificación y supresión de centros 
universitarios básicos y estructuras específicas 

Artículo 11. Centros básicos y estructuras específicas. 

1. La creación, modificación y supresión de Facultades, Es-
cuelas Técnicas o Politécnicas Superiores, Escuelas Universita-
rias o Escuelas Universitarias Politécnicas, e Institutos Universi-
tarios de Investigación será acordada por decreto del Consejo de 
Gobierno de la Comunidad Autónoma, cuando la planificación 
universitaria o razones de tipo administrativo u organizativo así 
lo aconsejen, previo cumplimiento de los siguientes trámites: 

a) Propuesta del Consejo Social o del órgano competente de 
las Universidades privadas, o bien por iniciativa del Consejo de 
Gobierno de la Junta de Andalucía con el acuerdo del Consejo 
Social. 
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b) Informe del Consejo de Gobierno de la Universidad, en el 
caso de las públicas, y de los órganos que se establezcan en las 
normas de organización y funcionamiento de las privadas. 

c) Informe del Consejo Andaluz de Universidades. 
2. De las actuaciones realizadas al amparo de lo recogido en 

el apartado anterior será informado el Consejo de Coordinación 
Universitaria. 

3. Sólo podrán utilizarse las denominaciones de los centros 
básicos referidas en el apartado 1 cuando la autorización haya si-
do otorgada de acuerdo con lo establecido en el presente artículo. 

4. La creación, modificación y supresión de Departamentos y 
de cualesquiera estructuras específicas que actúen como sopor-
te de la investigación y de la docencia, así como de otros centros 
distintos a los recogidos en el apartado 1 del presente artículo, co-
rresponde exclusivamente a cada Universidad conforme a sus Es-
tatutos o a sus normas de organización y funcionamiento, y de 
acuerdo con las normas básicas que apruebe el Gobierno de la 
Nación, previo informe del Consejo de Coordinación Universitaria. 

CAPÍTULO IV 

De la adscripción de centros de enseñanza universitaria 

Artículo 12. Finalidad. 

1. La adscripción de centros docentes de titularidad pública o 
privada a las Universidades públicas de Andalucía tiene como fi-
nalidad esencial asegurar la homogeneidad de los títulos co-
rrespondientes a los estudios impartidos por ellos y su articula-
ción con los de la Universidad de adscripción, garantizando los 
principios informadores del Sistema Universitario Andaluz. 

2. La adscripción se producirá mediante convenio entre los 
titulares del centro a adscribir y la Universidad de adscripción, 
en los términos establecidos en el artículo 13 de esta Ley. 

3. Los centros docentes de enseñanza superior adscritos a las 
Universidades se regirán por la Ley Orgánica de Universidades, 
por la presente Ley y las respectivas disposiciones de desarrollo; 
por los Estatutos de la Universidad a la que se adscriban, en 
aquellos aspectos en que, por su naturaleza, resulten aplicables; 
por sus propias normas de organización y funcionamiento, y 
por el convenio de adscripción correspondiente. 

Artículo 13. Contenido del convenio de adscripción. 

1. El convenio de adscripción ha de tener el siguiente conte-
nido: 

a) Ubicación y sede del centro, órganos de gobierno y ense-
ñanzas a impartir, así como el sistema de vinculación jurídica, 
académica y administrativa del centro con la Universidad. 

b) Plan de docencia, en el que constará el número de pues-
tos escolares, la plantilla de personal docente y de administra-
ción y servicios, su financiación y régimen económico desde el 
inicio hasta su implantación total. 

c) Compromisos de financiación, con referencia a las aporta-
ciones de las entidades fundadoras, los precios que hayan de 
percibir, los resultados económicos estimados, su evolución en 
el tiempo y las previsiones sobre la inversión de los beneficios 
obtenidos, en su caso. Igualmente, contemplará los compromi-
sos necesarios para garantizar el cumplimiento de los requisitos 
de permanencia de funcionamiento, de viabilidad del proyecto, 
de destino de los recursos y de incompatibilidad del personal 
docente, en los términos descritos en la Ley Orgánica de Univer-
sidades y en esta Ley para las Universidades privadas. 

d) Reglas de supervisión por la Universidad de la calidad 
educativa. 

2. En las normas de organización y funcionamiento que acom-
pañarán al convenio de adscripción se detallarán los órganos de 
gobierno del centro adscrito, su composición y funciones, así 
como la adecuada participación de la comunidad universitaria 
en la organización del centro. 

Artículo 14. Autorización. 

1. Corresponde al Consejo de Gobierno de la Junta de Anda-
lucía aprobar, mediante decreto, la adscripción a una Universi-
dad pública de centros docentes públicos o privados, a propues-
ta del Consejo Social y previo informe del Consejo de Gobierno 
de la Universidad y del Consejo Andaluz de Universidades, con 
los requisitos que reglamentariamente se establezcan. 

De lo señalado en el párrafo anterior será informado el Con-
sejo de Coordinación Universitaria. 

2. El comienzo de las actividades de los centros adscritos se-
rá autorizado por la Consejería de Educación y Ciencia de la 
Comunidad Autónoma. 

Artículo 15. Suspensión de la adscripción. 

En caso de incumplimiento manifiesto de las obligaciones le-
gales y de los compromisos adquiridos y cuando no fueran 
atendidos los requerimientos de la Universidad de adscripción o 
de los órganos competentes de la Comunidad Autónoma, la 
Consejería de Educación y Ciencia acordará la suspensión provi-
sional de la adscripción, previa audiencia del titular del centro 
adscrito. La resolución de suspensión provisional establecerá los 
efectos de la misma en relación con el alumnado afectado y las 
actividades del centro. 
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Artículo 16. Revocación de la adscripción. 

1. Se producirá la revocación de la adscripción cuando, una 
vez finalizado el plazo señalado en la resolución de suspensión 
provisional, no se hubieran subsanado las irregularidades que la 
originaron. 

2. La revocación de la adscripción se acordará por decreto del 
Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma, a propuesta de 
la Consejería de Educación y Ciencia, previa tramitación del opor-
tuno expediente, en el que se dará trámite de audiencia al titular 
del centro adscrito, y con informes de la Universidad correspon-
diente y del Consejo Andaluz de Universidades. 

3. De la revocación de la adscripción será informado el Con-
sejo de Coordinación Universitaria. 

CAPÍTULO V 

Del Consejo Social de las Universidades públicas 

Artículo 17. Naturaleza. 

1. El Consejo Social es el órgano colegiado de participación 
de la sociedad en la Universidad. 

2. Se constituirá un Consejo Social en cada una de las Uni-
versidades públicas de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

3. Las relaciones entre el Consejo Social y los órganos de go-
bierno de la Universidad se regirán por los principios de coordi-
nación, colaboración y lealtad en el ejercicio de sus respectivas 
atribuciones. 

Artículo 18. Funciones del Consejo Social. 

1. En el ámbito de la programación y la gestión universitaria: 
a) Promover la adecuación de la oferta de enseñanzas y acti-

vidades universitarias a las necesidades de la sociedad. 
b) Proponer la creación, modificación y supresión de Faculta-

des, Escuelas Técnicas o Politécnicas Superiores, Escuelas Univer-
sitarias Politécnicas e Institutos Universitarios de Investigación, 
previo informe del Consejo de Gobierno de la Universidad. 

c) Proponer la adscripción y, en su caso, la revocación de la 
misma, previo informe del Consejo de Gobierno de la Universi-
dad, de centros de investigación de carácter públicos y privados 
y de centros docentes públicos o privados, para impartir estu-
dios conducentes a la obtención de títulos de carácter oficial y 
validez en todo el territorio nacional. 

d) Aprobación de las fundaciones u otras entidades jurídicas 
que las Universidades, en cumplimiento de sus fines, puedan 
crear por sí solas o en colaboración con otras entidades públicas 
o privadas. 

e) Proponer la creación de centros dependientes de la Uni-
versidad en el extranjero que impartan enseñanzas conducentes 
a la expedición de títulos oficiales en modalidad presencial. 

f) Proponer la implantación y supresión de enseñanzas con-
ducentes a la obtención de títulos universitarios de carácter ofi-
cial, previo informe del Consejo de Gobierno de la Universidad. 

g) Participar en la planificación estratégica de la Universidad. 
h) Aprobar la programación plurianual de la Universidad, a 

propuesta del Consejo de Gobierno de la Universidad. 
i) Solicitar cuantos informes considere necesarios para el 

mejor desempeño de sus atribuciones. 
2. En el ámbito económico, presupuestario y patrimonial: 
a) La supervisión de las actividades de carácter económico 

de la Universidad y del rendimiento de sus servicios. 
b) Conocer las directrices básicas para la elaboración del 

presupuesto de la Universidad y, a propuesta del Consejo de Go-
bierno, aprobarlo. 

c) Aprobar las cuentas anuales de la Universidad y de las en-
tidades que de ella puedan depender. 

d) Aprobar el régimen general de precios de las enseñanzas 
propias, cursos de especialización y los referentes a las demás 
actividades autorizadas a las Universidades. 

e) Promover la celebración por parte de la Universidad de 
contratos con entidades públicas o privadas que permitan sub-
vencionar planes de investigación a la vista de las necesidades 
del sistema productivo. 

f) Aprobar los actos de disposición de los bienes inmuebles y 
de los muebles de extraordinario valor, en los términos estable-
cidos en la legislación vigente y de acuerdo con lo recogido en el 
artículo 94.2 de la presente Ley. 

g) Promover la colaboración de la sociedad en la financiación 
de la Universidad. 

3. En relación a los diferentes sectores de la comunidad uni-
versitaria: 

a) Aprobar las normas que regulen el progreso y la perma-
nencia en la Universidad de los estudiantes, de acuerdo con las 
características de los respectivos estudios. 

b) Acordar la asignación singular e individual de retribucio-
nes adicionales ligadas a méritos docentes, investigadores y, en 
su caso, de gestión dentro de los límites y procedimiento fijados 
por la Comunidad Autónoma, a propuesta del Consejo de Go-
bierno de la Universidad, y previa evaluación de la Agencia Anda-
luza de Evaluación de la Calidad y Acreditación Universitaria. 

c) Participar en la promoción de la política de becas, ayudas 
y créditos a los estudiantes, así como en las modalidades de 
exención parcial o total del pago de los precios públicos por 
prestación de servicios académicos. 

d) Promover el establecimiento de convenios entre la Univer-
sidad y entidades públicas y privadas orientadas a completar la 
formación del alumnado y facilitar su empleo. 
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e) Fomentar el establecimiento de relaciones entre la Univer-
sidad y sus antiguos alumnos y alumnas, a fin de mantener los 
vínculos y de potenciar las acciones de mecenazgo a favor de la 
institución universitaria. 

f) Establecer programas para facilitar la inserción profesional 
de los titulados universitarios. 

g) Cualesquiera otras que le atribuyan la Ley Orgánica de 
Universidades, esta Ley, los Estatutos de la Universidad y demás 
disposiciones legales. 

Artículo 19. Composición. 

1. Forman parte del Consejo Social: 
a) El Presidente o Presidenta. 
b) El Rector o la Rectora. 
c) El Secretario o la Secretaria General de la Universidad. 
d) El Gerente o la Gerente de la Universidad. 
e) Un profesor o profesora, un estudiante y un representante 

del personal de administración y servicios, que serán elegidos 
por el Consejo de Gobierno de la Universidad de entre sus com-
ponentes en la forma que prevean los Estatutos. 

f) Tres vocales designados por el Parlamento de Andalucía. 
g) Cuatro vocales designados por el Consejo de Gobierno de 

la Junta de Andalucía. 
h) Cuatro vocales a propuesta del Consejo de Gobierno de la 

Universidad. Uno de ellos será antiguo alumno o alumna con ti-
tulación de la Universidad que corresponda. Los restantes vocales 
pertenecerán a empresas o entidades cuya sede social radique en 
Andalucía que tengan convenios y proyectos de investigación, de-
sarrollo tecnológico e innovación con la Universidad correspon-
diente, que colaboren en programas de formación práctica dirigi-
dos a los alumnos de la Universidad o que desarrollen proyectos 
de cooperación con la misma. 

i) Dos vocales a propuesta de las organizaciones sindicales 
más representativas en el territorio de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía. 

j) Dos vocales a propuesta de las organizaciones empresaria-
les más representativas en el territorio de la Comunidad Autó-
noma de entre empresarios con implantación en el ámbito pro-
vincial que corresponda. 

k) Dos vocales designados por la Federación Andaluza de 
Municipios y Provincias. 

2. Los vocales representantes de los intereses sociales, a los 
que se refieren las letras f, g, h, i, j y k del apartado anterior, 
deberán ser personalidades relevantes de la vida cultural, profe-
sional, económica, laboral, científica y social, y serán nombra-
dos por orden de la Consejería de Educación y Ciencia. La dura-
ción de su mandato será de cuatro años, prorrogables por otros 
cuatro. 

Artículo 20. Presidente y Secretario. 

1. El Presidente o la Presidenta del Consejo Social será nom-
brado por el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía de 
entre personalidades de la vida cultural, profesional, económica, 
laboral y social que no formen parte de la comunidad universi-
taria, a propuesta de la Consejería de Educación y Ciencia y oído 
el Rector o la Rectora. Su mandato será de cuatro años, pudien-
do ser renovado por una sola vez. 

2. El Secretario o la Secretaria del Consejo Social será desig-
nado por el Presidente o la Presidenta del propio Consejo de en-
tre sus miembros. 

Artículo 21. Renovación y vacantes. 

1. Los miembros del Consejo Social cesarán como tales por: 
a) finalización del mandato, 
b) renuncia, fallecimiento o incapacidad, 
c) incurrir en algunas de las incompatibilidades legal o re-

glamentariamente establecidas, 
d) decisión del órgano competente para su designación o 

propuesta como vocal del Consejo, 
e) pérdida de la condición que motivó su designación, o 
f) incumplimiento reiterado de los deberes inherentes a su 

cargo. 
2. En el supuesto de producirse alguna vacante en el Consejo 

Social, ésta será cubierta con arreglo a los mismos criterios y 
procedimientos establecidos en los artículos anteriores. El nue-
vo miembro será nombrado por el período restante de mandato 
del miembro que ha sustituido. 

Artículo 22. Reglamento. 

1. El Consejo Social elaborará su Reglamento de Organiza-
ción y Funcionamiento, que se someterá a la aprobación de la 
Consejería de Educación y Ciencia. 

2. El Reglamento del Consejo Social regulará, necesariamen-
te, el número y la periodicidad de las sesiones ordinarias, los 
supuestos de las extraordinarias, el quórum preciso para su 
constitución y para la adopción de los acuerdos, la mayoría re-
querida en cada caso, los deberes inherentes a la condición de 
miembro del Consejo Social, los procedimientos para apreciar el 
posible incumplimiento de los mismos y las atribuciones de su 
Presidente o Presidenta y de su Secretario o Secretaria. 

Artículo 23. Ejecución de acuerdos. 

Corresponde al Rector o la Rectora de la Universidad la eje-
cución de los acuerdos adoptados por el Consejo Social. A tal fin 
el Secretario o la Secretaria del Consejo Social comunicará al 
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Rector o la Rectora, con el visto bueno del Presidente o de la 
Presidenta del Consejo Social, los acuerdos adoptados. 

Artículo 24. Recursos. 

Según lo previsto en el artículo 6.4 de la Ley Orgánica de Uni-
versidades, los acuerdos del Consejo Social agotan la vía admi-
nistrativa siendo directamente impugnables ante el orden juris-
diccional contencioso-administrativo, de acuerdo con lo estable-
cido en la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa. 

Artículo 25. Retribuciones. 

1. El Presidente o la Presidenta y el Secretario o la Secretaria 
del Consejo Social, cuando desempeñen sus funciones en régi-
men de dedicación a tiempo completo, percibirán las retribu-
ciones que fije el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, 
en cuyo caso estarán sujetos a la normativa vigente en materia 
de incompatibilidades. 

2. El desempeño de sus funciones por parte de los restantes 
miembros del Consejo Social dará lugar únicamente a las in-
demnizaciones que reglamentariamente se determinen. 

Artículo 26. Incompatibilidades. 

La condición de miembro del Consejo Social en representación 
de los intereses sociales será incompatible con la de miembro de 
la propia comunidad universitaria, de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 14.3 de la Ley Orgánica de Universidades. 

Artículo 27. Presupuesto y medios. 

1. El Consejo Social elaborará su propio presupuesto, que fi-
gurará en capítulo aparte dentro de los presupuestos generales 
de la Universidad. 

2. De acuerdo con lo establecido en el artículo 14.4 de la Ley 
Orgánica de Universidades, el Consejo Social dispondrá de una 
organización de apoyo técnico y de recursos suficientes, para el 
adecuado cumplimiento de sus funciones. 

CAPÍTULO VI 

De la actuación administrativa 

Artículo 28. Prerrogativas y potestades. 

1. Las Universidades públicas andaluzas, en su calidad de 
Administraciones públicas, y dentro de la esfera de sus compe-

tencias, ostentarán las prerrogativas y potestades propias de las 
mismas y, en todo caso, las siguientes: 

a) La potestad de reglamentación de su propio funciona-
miento y organización. 

b) La potestad de programación y planificación. 
c) La potestad de investigación, deslinde y recuperación de 

oficio de sus bienes. 
d) La presunción de legalidad y ejecutividad de sus actos. 
e) Las potestades de ejecución forzosa y sancionadora. 
f) La potestad de revisión de oficio de sus actos y acuerdos. 
g) La inembargabilidad de sus bienes y derechos en los tér-

minos previstos en las leyes, las prelaciones y preferencias reco-
nocidas a la Hacienda Pública para los créditos de la misma, sin 
perjuicio de las que correspondan a las Haciendas del Estado y 
de la Comunidad Autónoma. 

h) La exención de garantías, depósitos y cauciones ante cual-
quier órgano administrativo de la Junta de Andalucía. 

2. De acuerdo con lo dispuesto en el ordenamiento jurídico, 
tendrán plena capacidad para adquirir, poseer, reivindicar, per-
mutar, gravar o enajenar toda clase de bienes, celebrar contratos, 
establecer y explotar obras y servicios, obligarse, interponer los re-
cursos establecidos y ejercitar las acciones previstas en las leyes. 

Artículo 29. Principios de gestión. 

Los servicios académicos, así como los administrativos, eco-
nómicos y cualesquiera otros que sean precisos para el funcio-
namiento de las Universidades andaluzas, adecuarán su organi-
zación y funcionamiento a los principios de eficacia, jerarquía, 
descentralización, desconcentración y coordinación, así como a 
los de cooperación y asistencia activa a otras Universidades y Ad-
ministraciones públicas. 

TÍTULO II 
DE LA COMUNIDAD UNIVERSITARIA 

CAPÍTULO I 

DE LOS PRINCIPIOS GENERALES 

Artículo 30. La comunidad universitaria. 

La comunidad universitaria andaluza la componen el perso-
nal docente e investigador, el personal de administración y ser-
vicios y el alumnado del Sistema Universitario Andaluz. 
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Artículo 31. Objetivos generales. 

Las Universidades andaluzas, en colaboración con la Conse-
jería de Educación y Ciencia, impulsarán líneas de actuación 
destinadas a favorecer la formación y cualificación profesional 
continuada de los miembros de la comunidad universitaria, su 
movilidad y el incremento de las relaciones interuniversitarias, 
así como su plena integración en el espacio universitario espa-
ñol e internacional. 

CAPÍTULO II 

Del profesorado de las Universidades públicas 

Artículo 32. Clases de personal docente e investigador. 

El personal docente e investigador de las Universidades pú-
blicas andaluzas está compuesto por funcionarios de los cuer-
pos docentes universitarios y por el personal contratado, con ca-
rácter indefinido o temporal, de conformidad con lo establecido 
en la Ley Orgánica de Universidades y en esta Ley. 

Artículo 33. Régimen jurídico general. 

1. Los funcionarios y funcionarias de los cuerpos docentes 
universitarios y los funcionarios y funcionarias interinos se regi-
rán por la Ley Orgánica de Universidades y disposiciones de desa-
rrollo, por la legislación general de funcionarios que les sea de apli-
cación, así como por los Estatutos de la Universidad respectiva. 

2. El personal docente e investigador contratado se regirá por 
lo dispuesto en la Ley Orgánica de Universidades, en la presente 
Ley y en sus respectivas disposiciones de desarrollo, así como 
por los Estatutos de las Universidades, la legislación laboral y los 
convenios colectivos que le sean de aplicación. 

Artículo 34. Gestión de plantillas. 

1. Cada Universidad pública incluirá anualmente en el estado 
de gastos de su presupuesto, la relación de puestos de trabajo, 
en la que deberá incluirse la relación debidamente clasificada 
por Departamento y área de conocimiento de todas las plazas 
del profesorado funcionario y contratado, no pudiendo superar 
el coste autorizado por la Comunidad Autónoma. 

2. A efectos de esta última limitación, los profesores efectivos 
se calcularán en equivalencias a tiempo completo y no se com-
putarán: 

a) El profesorado contratado para el desarrollo de proyectos 
concretos de investigación científica o técnica a que alude el ar-
tículo 48.3 de la Ley Orgánica de Universidades. 

b) El profesorado asociado contratado en virtud de conciertos 
sanitarios, de acuerdo con la disposición adicional duodécima 
de la Ley Orgánica de Universidades. 

3. Las Universidades mantendrán actualizados y registrados 
los datos relativos al profesorado contratado, extendiendo a tal 
fin las correspondientes hojas de servicio. Asimismo, a los efec-
tos del ejercicio de las competencias que en este ámbito corres-
ponden a la Comunidad Autónoma de Andalucía, comunicarán 
a la Consejería de Educación y Ciencia la contratación de los 
profesores y las incidencias posteriores respecto de los mismos. 

SECCIÓN 1ª 

Profesorado de los cuerpos docentes universitarios 

Artículo 35. Obligaciones docentes e investigadoras. 

1. El personal docente e investigador estará sometido a las 
directrices adoptadas sobre la organización de las enseñanzas 
por los órganos de gobierno de las Universidades. 

2. Las obligaciones docentes de primer, segundo y tercer ci-
clo y las investigadoras serán establecidas por la propia Univer-
sidad de acuerdo con la normativa vigente y respetando la liber-
tad de cátedra y de investigación. 

Artículo 36. Régimen retributivo. 

1. El régimen retributivo del personal docente e investigador 
perteneciente a los cuerpos de docentes universitarios será el 
establecido por la legislación general de funcionarios, adecuado, 
específicamente, a las características de dicho personal, de acuer-
do con lo establecido en el artículo 69 de la Ley Orgánica de Uni-
versidades. 

2. Dentro de los límites que para este fin fije el Consejo de 
Gobierno de la Junta de Andalucía, y con el procedimiento que 
se determine reglamentariamente, el Consejo Social, a propues-
ta del Consejo de Gobierno de la Universidad y previa valoración 
positiva de la Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y 
Acreditación Universitaria, podrá acordar la asignación singular 
e individualizada de complementos retributivos ligados a méri-
tos docentes, investigadores y de gestión. 

Artículo 37. Formación, movilidad y licencias. 

1. Las Universidades impulsarán, en colaboración con la 
Consejería de Educación y Ciencia, programas conjuntos que fa-
ciliten y fomenten la formación permanente del personal docen-
te e investigador, su movilidad y las relaciones con docentes e 
investigadores de otras comunidades universitarias. 
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2. Las Universidades, en el marco de la normativa del Estado 
y de la Comunidad Autónoma, regularán el régimen de licencias 
y permisos, en particular a través de programas de licencias sep-
tenales, del que pueda disfrutar el personal docente e investiga-
dor con el fin de incrementar sus actividades de intercambio, su 
aportación al sistema de innovación, investigación y desarrollo, 
a las actividades de transferencia de tecnología o su participa-
ción en actividades académicas en otras Universidades o centros 
de investigación. 

SECCIÓN 2ª 
Personal docente e investigador contratado 

Artículo 38. Clases y modalidades de contratación. 

1. Las Universidades públicas podrán contratar en régimen 
laboral profesorado en las condiciones que establezcan sus Esta-
tutos y las disposiciones que desarrollen la presente Ley, y de-
ntro de sus previsiones presupuestarias con arreglo a las si-
guientes modalidades: 

a) Ayudantes, de entre quienes hayan superado todas las ma-
terias de estudio que se determinen en los criterios a que hace re-
ferencia el artículo 38 de la Ley Orgánica de Universidades, y con 
la finalidad principal de completar su formación investigadora. 

b) Profesorado ayudante doctor, de entre doctores y doctoras 
que acrediten haber desarrollado, durante al menos dos años, 
actividades docentes o de investigación en centros no vinculados a 
la Universidad contratante, durante los cuales no hayan manteni-
do ninguna relación contractual, estatutaria o como personal in-
vestigador en formación con la misma, y que dispongan de eva-
luación positiva de su actividad por parte de la Agencia Andaluza 
de Evaluación de la Calidad y Acreditación Universitaria o de la 
Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación. 

c) Profesorado contratado doctor. Esta figura de contratación 
podrá realizarse en dos modalidades: 

1. Ordinaria, de entre doctores y doctoras con, al menos, tres 
años de experiencia postdoctoral docente e investigadora, o 
prioritariamente investigadora, evaluada positivamente por la 
Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y Acreditación 
Universitaria o la Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y 
Acreditación. Este profesorado será contratado para desarrollar 
tareas de docencia y de investigación, o prioritariamente de in-
vestigación. 

2. Extraordinaria, para desarrollar actividades de docencia e 
investigación de naturaleza singular o especializada, de relevancia 
o de carácter no habitual por la dedicación o experiencia reque-
ridas, con al menos tres años de actividad docente e investigado-
ra, o prioritariamente investigadora, postdoctoral y que reciban 
evaluación positiva de la Agencia Andaluza de Evaluación de la 

Calidad y Acreditación Universitaria o de la Agencia Nacional de 
Evaluación de la Calidad y Acreditación. Esta contratación sólo 
podrá realizarse entre doctores y doctoras que no hayan tenido re-
lación contractual con la Universidad contratante en los últimos 
cinco años, y tendrá carácter expresamente excepcional en los 
términos que determinen los Estatutos de las Universidades y las 
disposiciones que desarrollen la presente Ley. 

d) Profesorado colaborador, de entre licenciados, arquitectos 
e ingenieros o diplomados universitarios, arquitectos técnicos e 
ingenieros técnicos, que dispongan de informe positivo por par-
te de la Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y Acredita-
ción Universitaria o de la Agencia Nacional de Evaluación de la 
Calidad y Acreditación y para desarrollar tareas docentes en las 
áreas específicas de conocimiento, de acuerdo con lo estableci-
do en el artículo 51 de la Ley Orgánica de Universidades. 

2. Asimismo, las Universidades podrán contratar en régimen 
laboral: 

a) Profesorado asociado a tiempo parcial, de entre especialis-
tas de reconocida competencia que acrediten ejercer su activi-
dad profesional fuera de la Universidad, con antigüedad de al 
menos tres años y que mantengan el ejercicio de dicha actividad 
durante la totalidad de su período de contratación. 

b) Profesorado visitante, de entre profesorado e investigado-
res o investigadoras de reconocido prestigio, procedentes de 
otras Universidades y centros de investigación públicos y priva-
dos, tanto españoles como extranjeros, que mantengan su vin-
culación laboral o funcionarial con los centros de procedencia y 
obtengan la correspondiente licencia de los mismos. Las fun-
ciones del profesorado visitante, cuya actividad podrá ser docen-
te o investigadora, serán las establecidas por los Estatutos de la 
Universidad y las que, de acuerdo con éstos, se puedan prever 
específicamente en sus respectivos contratos. 

c) Profesorado emérito, de entre funcionarios o funcionarias ju-
bilados de los cuerpos docentes universitarios que hayan prestado 
servicios destacados a la Universidad, al menos, durante veinticinco 
años, previa evaluación positiva de los mismos por la Agencia 
Andaluza de Evaluación de la Calidad y Acreditación Universita-
ria. Las funciones del profesorado emérito serán las establecidas 
por los Estatutos de la Universidad y las que, de acuerdo con és-
tos, se puedan prever específicamente en sus respectivos contra-
tos. La contratación como profesor emérito es incompatible con 
la percepción previa o simultánea de ingresos procedentes de la 
Universidad en concepto de asignación especial por jubilación o 
similar. 

Artículo 39. Régimen general. 

1. El profesorado contratado estará adscrito a un Departa-
mento, sin perjuicio de las obligaciones que se deriven en rela-
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ción con otras estructuras universitarias según las estipulacio-
nes de cada contrato. Los profesores contratados doctores po-
drán desempeñar cargos académicos universitarios, en los tér-
minos establecidos en la Ley Orgánica de Universidades y en los 
respectivos Estatutos de las Universidades. 

2. El profesorado contratado tendrá plena capacidad docente 
y, en el caso de que posea el título de doctor, plena capacidad 
investigadora. 

3. El régimen de dedicación del profesorado contratado de 
las Universidades públicas se establecerá por decreto del Conse-
jo de Gobierno de la Junta de Andalucía, a propuesta de la Con-
sejería de Educación y Ciencia y oído el Consejo Andaluz de Uni-
versidades. 

Artículo 40. Duración de los contratos. 

1. La contratación de profesores doctores en la modalidad 
ordinaria y profesores colaboradores será a tiempo completo y 
por una duración inicial de cinco años. Para que sus contratos 
puedan ser renovados, este profesorado habrá de someter a eva-
luación de la Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y 
Acreditación Universitaria la actividad desempeñada en los pri-
meros cinco años de vigencia del contrato. Superada esta eva-
luación positiva, el contrato pasará a tener carácter indefinido, 
con los efectos que reglamentariamente se establezcan. 

El profesorado contratado doctor en la modalidad extraordi-
naria lo será a tiempo completo y por la duración que se fije en 
el contrato en función de la naturaleza de la actividad docente o 
investigadora a realizar, hasta un máximo de cinco años. 

2. La contratación de ayudantes doctores y ayudantes será con 
dedicación a tiempo completo y con una duración de cuatro años. 

3. De conformidad con lo establecido en el artículo 53 de la 
Ley Orgánica de Universidades, los profesores asociados serán 
contratados con carácter temporal y dedicación a tiempo par-
cial. La duración máxima de dichos contratos y las condiciones 
para la su renovación se fijarán en los Estatutos de la Universi-
dad y en las disposiciones que desarrollen la presente Ley. 

4. La contratación de profesores visitantes tendrá carácter 
temporal y podrá ser a tiempo completo o a tiempo parcial. El 
régimen de formalización, ejecución y extinción de los contratos 
de los profesores visitantes será el establecido para los profeso-
res asociados. Con independencia de las retribuciones que co-
rrespondan a los distintos contratos de profesor visitante, las 
Universidades podrán establecer indemnizaciones compensato-
rias para los mismos por desplazamiento y estancia. 

5. La contratación de profesores eméritos será por períodos 
anuales hasta un máximo de tres años. No obstante la extinción 
de la relación contractual, el tratamiento de profesor emérito 
será vitalicio, con carácter honorífico. 

Artículo 41. Selección. 

1. De acuerdo con lo recogido en el artículo 48 de la Ley Or-
gánica de Universidades, la selección del profesorado contratado 
se efectuará con respeto a los principios constitucionales de 
igualdad, mérito y capacidad, por el procedimiento de concurso 
público. Dicha selección se realizará por las Universidades res-
pectivas de acuerdo con sus Estatutos, que fijarán, en su caso, el 
carácter de las pruebas que puedan efectuarse, así como con las 
disposiciones que desarrollen la presente Ley. 

2. Los órganos competentes de la Universidad aprobarán las 
convocatorias de plazas de profesorado a las que darán la nece-
saria publicidad mediante su inserción, entre otros medios, en 
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. Asimismo, en par-
ticular, se tendrán en cuenta las nuevas tecnologías de la infor-
mación y del conocimiento, al objeto de darle a cada convocato-
ria la mayor difusión posible. 

3. El Consejo de Gobierno de cada Universidad aprobará los 
criterios generales de valoración de méritos y capacidad de los 
concursantes, para salvaguardar los principios constitucionales 
referidos en el apartado 1 de este artículo. 

Artículo 42. Formalización de los contratos. 

1. Los contratos se formalizarán por escrito de acuerdo con 
el modelo que al efecto, y con carácter general, apruebe el Con-
sejo de Gobierno de la Universidad. 

2. Los Estatutos de la Universidad y las disposiciones que desa-
rrollen la presente Ley establecerán las obligaciones docentes, así 
como, en su caso, las investigadoras del profesorado contratado, 
según los distintos regímenes de dedicación o las que se puedan 
prever específicamente en sus respectivos contratos, sin perjuicio 
de las establecidas por la Ley Orgánica de Universidades y su nor-
mativa de desarrollo. 

Artículo 43. Régimen retributivo. 

1. El Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía regulará 
el régimen retributivo del personal docente e investigador con-
tratado en las Universidades públicas. 

2. Dentro de los límites que para este fin fije el Consejo de 
Gobierno de la Junta de Andalucía, y con el procedimiento que 
se determine reglamentariamente, el Consejo Social, a propues-
ta del Consejo de Gobierno de la Universidad y previa valoración 
positiva de la Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y 
Acreditación Universitaria, podrá acordar la asignación singular 
e individualizada de complementos retributivos ligados a méri-
tos docentes, investigadores y de gestión. 
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3. Todas las Universidades públicas de Andalucía tendrán el 
mismo régimen retributivo del profesorado contratado, con su-
jeción a los siguientes criterios: 

a) La cuantía de la retribución de cada categoría será pro-
porcional a la dedicación del profesor según se especifique en el 
respectivo contrato. 

b) El profesorado contratado no podrá superar en ningún ca-
so las retribuciones de un profesor titular de Universidad, sin 
perjuicio de las retribuciones adicionales por méritos docentes, 
investigadores y, en su caso, de gestión contemplados en esta 
Ley. Quedan al margen de esta limitación los profesores contra-
tados doctores extraordinarios. 

CAPÍTULO III 

Del personal de administración y servicios de las 
Universidades públicas 

Artículo 44. Clases de personal de administración y servicios. 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 73 de la Ley Or-
gánica de Universidades, el personal de administración y servi-
cios de las Universidades estará formado por personal funciona-
rio de las escalas de las propias Universidades y personal laboral 
contratado por la propia Universidad, así como por personal 
funcionario perteneciente a los cuerpos y escalas de otras Ad-
ministraciones públicas. 

Artículo 45. Funciones generales del personal de administra-
ción y servicios. 

1. Al personal de administración y servicios corresponde par-
ticipar en el desarrollo de la actividad universitaria y desempe-
ñar las funciones previstas en el artículo 73 de la Ley Orgánica 
de Universidades. 

2. Las funciones propias del personal de administración y 
servicios, enumeradas en el artículo 73.2 de la Ley Orgánica de 
Universidades, serán desempeñadas por funcionarios públicos a 
los que expresamente quedan reservadas las funciones deciso-
rias, de certificación o cualquier otra manifestación de potestad 
pública. 

3. Podrán ser desempeñadas por personal laboral las fun-
ciones que constituyan el objeto peculiar de una carrera, profe-
sión, arte u oficio, cuando no existan escalas de funcionarios 
cuyos miembros tengan la cualificación específica necesaria pa-
ra su desempeño, así como las tareas que establezca cada Uni-
versidad de entre las previstas en el convenio colectivo que le 
sea de aplicación. 

Artículo 46. Formación y movilidad del personal de adminis-
tración y servicios. 

1. Las Universidades andaluzas fomentarán la oferta de re-
cursos formativos para el personal de administración y servicios 
a fin de, principalmente, aumentar sus habilidades profesiona-
les, sus conocimientos sobre el entorno en el que operan y de 
forma particular su utilización de las nuevas tecnologías de la 
información, como medio para conseguir una mayor calidad de 
los servicios universitarios. 

2. Las Universidades facilitarán la movilidad del personal de 
administración y servicios procurando la existencia de incentivos 
que repercutan en la mejora de su condición profesional y en el 
funcionamiento más eficiente de la institución universitaria. 

3. La movilidad del personal de administración y servicios, 
prevista en el artículo 76.1 de la Ley Orgánica de Universidades, 
se efectuará de acuerdo con lo que cada Universidad autorice a 
través de las respectivas Relaciones de Puestos de Trabajo. 

4. La movilidad del personal de administración y servicios, 
prevista en el artículo 76.4 de la Ley Orgánica de Universidades, 
se efectuará previa suscripción de los correspondientes conve-
nios entre las Universidades o con otras Administraciones públi-
cas, de acuerdo con el principio de reciprocidad. 

Artículo 47. Régimen retributivo. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 74 de la Ley 
Orgánica de Universidades, el régimen retributivo del personal 
de administración y servicios se establecerá por cada Universi-
dad, dentro de los límites máximos que determine la Ley del 
Presupuesto de la Comunidad Autónoma cada año y, en su caso, 
en el marco de las bases que dicte el Estado. 

SECCIÓN 1ª 

Personal funcionario 

Artículo 48. Régimen jurídico general. 

1. El personal funcionario de administración y servicios se 
regirá por la Ley Orgánica de Universidades, por esta Ley y sus 
respectivas disposiciones de desarrollo, por los Estatutos de las 
Universidades y por la legislación general de funcionarios de la 
Junta de Andalucía. 

2. El personal funcionario de administración y servicios ten-
drá los derechos y las obligaciones determinadas por la legisla-
ción sobre función pública de la Junta de Andalucía, y en todo 
caso las previstas en la legislación básica del Estado. Ello sin 
perjuicio de las peculiaridades que, a través de los Estatutos, 



BOPA núm. 591 Andalucía, 20 de noviembre de 2003 Pág. núm. 34.311 
 

 

Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía 

puedan establecer las Universidades en materia de selección, 
promoción, provisión de puestos de trabajo, jornada y licencias. 

Artículo 49. Creación de escalas y selección. 

1. Las Universidades podrán crear sus escalas de personal 
propio de acuerdo con los grupos de titulación exigidos de con-
formidad con la legislación general de la función pública, que 
comprenderán las especialidades necesarias dentro de cada una 
de ellas, estableciendo los correspondientes sistemas de promo-
ción entre escalas de la misma o diferente especialidad. 

2. La selección del personal de administración y servicios, su 
gestión y administración se realizará por las Universidades respec-
tivas de acuerdo con las leyes y estatutos que le sean de aplica-
ción, con respeto a los principios constitucionales de igualdad, 
mérito y capacidad. Se garantizará, en todo caso, la publicidad de 
las correspondientes convocatorias mediante su publicación en 
el Boletín Oficial del Estado y en el de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía. 

SECCIÓN 2ª 

Personal laboral 

Artículo 50. Régimen jurídico. 

El personal laboral de administración y servicios, además de 
las previsiones de la Ley Orgánica de Universidades, de la pre-
sente Ley y de sus respectivas normas de desarrollo y de los Es-
tatutos de su Universidad, se regirá por la legislación laboral y 
por las disposiciones que en desarrollo de ésta se elabore y el 
convenio colectivo aplicable. 

CAPÍTULO IV 

De los estudiantes 

Artículo 51. Derechos y deberes de los estudiantes. 

1. Las Universidades y la Consejería de Educación y Ciencia 
establecerán los mecanismos para asegurar los derechos a los 
que alude el artículo 46.2 de la de la Ley Orgánica de Universi-
dades. 

2. Los estudiantes tienen el deber de ejercer su condición 
con aprovechamiento y dedicación, de cooperar con el funcio-
namiento general de las actividades universitarias y de participar 

en los órganos de gestión de las mismas cuando hayan sido ele-
gidos para ello. 

3. Las Universidades y la Consejería de Educación y Ciencia pro-
moverán programas de actuación conjunta que favorezcan la con-
secución de los siguientes objetivos: 

a) La movilidad de los estudiantes con el fin de mejorar su for-
mación integral y el conocimiento del entorno social, cultural y aca-
démico andaluz, español y europeo. 

b) La participación de los estudiantes en las tareas de co-
operación al desarrollo y la recepción en Universidades anda-
luzas de estudiantes provenientes de otros países menos desa-
rrollados. 

c) La mayor coordinación entre las Universidades para facilitar 
que los sistemas de acceso garanticen de forma efectiva el cum-
plimiento de los principios de igualdad, mérito y capacidad. 

d) La plena y más eficiente inserción laboral de los estudiantes 
titulados, fomentando para ello cuantos análisis de demanda, con-
venios con empresas o procesos de formación de postgrado puedan 
coadyuvar a ello. 

e) El asociacionismo, la participación y el espíritu cívico y so-
lidario de los estudiantes como expresión de su formación inte-
gral y de la contribución de los estudios universitarios a la gene-
ración de una ciudadanía libre, crítica y democrática. 

f) La participación democrática de los estudiantes en los res-
pectivos órganos de gobierno, representación y gestión de la 
Universidad. 

g) La participación en los procesos de evaluación de la cali-
dad de la docencia recibida. 

h) Los mecanismos que faciliten la elección del profesorado 
por parte del alumnado. 

4. La Consejería de Educación y Ciencia, oído el Consejo An-
daluz de Universidades, creará un Consejo Asesor de los estu-
diantes universitarios de Andalucía, en los términos que regla-
mentariamente se establezcan por el Consejo de Gobierno de la 
Junta de Andalucía, que realizará funciones de asesoramiento 
en orden a garantizar los derechos y deberes de los estudiantes 
reconocidos a éstos en la normativa que resulte de aplicación. 

Artículo 52. Becas y créditos. 

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 45 de la de 
la Ley Orgánica de Universidades, el Consejo de Gobierno de la 
Junta de Andalucía establecerá el régimen de becas al estudio y 
créditos que garantice el derecho a los estudios universitarios y 
la no discriminación por razones económicas. 

2. Particularmente, se establecerá un régimen de ayudas a 
los estudiantes de tercer ciclo con el fin de estimular la forma-
ción investigadora y la continuidad de la carrera académica de 
los universitarios. 
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TÍTULO III 
DE LA ACTIVIDAD UNIVERSITARIA 

CAPÍTULO I 

De los principios generales 

Artículo 53. Estudio, docencia e investigación. 

1. Las Universidades andaluzas fomentarán el estudio, la do-
cencia y la investigación universitarios como actividades enca-
minadas a lograr la formación integral de los estudiantes, la 
continua transmisión de conocimientos desde la institución 
universitaria, la creación de conocimiento y el desarrollo del es-
píritu crítico y emprendedor en todos los ámbitos de la actividad 
social. 

2. De manera singular, los programas de financiación uni-
versitaria condicionada contemplarán ayudas a programas uni-
versitarios que estén orientados a favorecer la consecución de 
los objetivos anteriores así como a todas aquellas actuaciones de 
las universidades destinadas a desarrollar iniciativas en favor de 
la cooperación al desarrollo, interculturalidad, fomento de la 
cultura para la paz y la no violencia, de las políticas y prácticas 
de igualdad y muy especialmente las de género, y atención a co-
lectivos sociales especialmente desfavorecidos. 

3. La Comunidad Autónoma de Andalucía reconocerá como de 
especial valor y de financiación preferente en sus planes de inves-
tigación, innovación y desarrollo tecnológico la investigación uni-
versitaria encaminada a plantear y resolver problemas de cual-
quier naturaleza que tengan relación singular con Andalucía. 

4. Las políticas de calidad, y de forma especial la evaluación 
que se realice de la actividad universitaria en Andalucía, tendrán 
en cuenta de manera explícita su orientación a la consecución 
de los objetivos y principios generales que se contemplan en es-
ta Ley. 

Artículo 54. Espacio europeo de enseñanza superior. 

1. La política universitaria de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, de acuerdo con las Universidades andaluzas, perse-
guirá como objetivo prioritario la homologación y plena inser-
ción de la actividad universitaria en Andalucía con el espacio es-
pañol y europeo de enseñanza superior. 

2. Con el fin de facilitar la movilidad de estudiantes y titula-
dos en el espacio europeo de enseñanza superior, las Universi-
dades, en el marco del Consejo Andaluz de Universidades, adop-
tarán, en relación con sus enseñanzas y títulos, de acuerdo con 
la legislación vigente, medidas tendentes a: 

a) Adaptar la estructura cíclica de las enseñanzas a las líneas 
generales del espacio europeo de enseñanza superior. 

b) Acomodar la unidad de valoración de las enseñanzas al 
sistema de créditos europeo. 

c) Facilitar la adaptación del sistema de evaluación al marco 
europeo. 

d) Facilitar que los estudiantes puedan continuar sus estu-
dios en otras Universidades de Europa, propiciando criterios de 
acceso y permanencia que sean reconocidos y aceptados por las 
Universidades del espacio europeo de educación superior, así 
como mecanismos para facilitar la información necesaria a es-
tos fines. 

e) Publicar las equivalencias de estudios en el espacio euro-
peo de educación superior como anexo al Catálogo de Universi-
dades, Títulos, Estudios y Centros Andaluces. 

3. Asimismo, con el propósito señalado en el apartado ante-
rior, se podrán adoptar otras medidas que acuerde la Consejería 
de Educación y Ciencia, a propuesta del Consejo Andaluz de Uni-
versidades. 

CAPÍTULO II 

Del estudio y de las enseñanzas en las Universidades 
de Andalucía 

Artículo 55. Estudios. 

1. Corresponde a las Universidades, de conformidad con lo 
establecido en la normativa vigente, el diseño de los planes de 
estudio universitarios. 

2. Las Universidades fomentarán el desarrollo de estudios y 
conocimientos transversales, orientados al mejor conocimiento 
del entorno andaluz. 

3. Las Universidades fomentarán igualmente los intercam-
bios de estudiantes y profesores a otros centros de estudio y las 
actividades interuniversitarias de todo tipo. 

4. La financiación anual afecta a resultados contemplará pro-
gramas de actuación para lograr el más efectivo cumplimiento 
de estos objetivos. 

Artículo 56. Las titulaciones universitarias. 

1. Corresponde al Consejo de Gobierno de la Comunidad Au-
tónoma de Andalucía acordar la implantación, suspensión y su-
presión de enseñanzas conducentes a la obtención de títulos de 
carácter oficial y validez en todo el territorio nacional que se 
impartirán en las Universidades andaluzas, previo cumplimien-
to de los siguientes trámites: 
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a) Propuesta del Consejo Social o del órgano competente de 
las Universidades privadas, o bien por iniciativa del Consejo de 
Gobierno de la Junta de Andalucía con el acuerdo del Consejo 
Social, que en el caso de creación de nuevas titulaciones exigirá, 
al menos, la previa presencia de la misma en el Plan Estratégico 
de la Universidad en cuestión; el estudio de costes y beneficios 
monetarios y no monetarios, incluyendo la previsión de incre-
mento de ingresos privados y públicos, tanto básicos como afec-
tos a resultados, que la Universidad espera obtener como conse-
cuencia de su implantación; el estudio de la demanda efectiva 
de la titulación, en el sistema universitario, que incluya los efec-
tos sobre el entorno provincial y andaluz y las posibilidades de 
inserción laboral de los egresados; la valoración de requeri-
mientos de calidad de la titulación; y el estudio de la comple-
mentariedad con otras titulaciones de la propia Universidad y de 
las economías de alcance y de integración que la nueva titula-
ción genere. 

b) Informe del Consejo de Gobierno de la Universidad, en el 
caso de las públicas, y de los órganos que se establezcan en las 
normas de organización y funcionamiento de las privadas. 

c) Informe del Consejo Andaluz de Universidades. 
2. De lo recogido en el apartado anterior será informado el 

Consejo de Coordinación Universitaria. 
3. La creación, suspensión o supresión de enseñanzas con-

ducentes a la obtención de títulos de carácter oficial y validez 
en todo el territorio nacional en las Universidades andaluzas 
deberá responder en todo caso a los siguientes principios de 
actuación: 

a) Adecuación a la demanda social que se realiza desde el 
entorno cultural, productivo y empresarial y a la demanda voca-
cional de los estudiantes. En este sentido se potenciarán las do-
bles titulaciones. 

b) Implantación selectiva de las titulaciones de alta especiali-
zación. 

c) Eficiencia, que evite la sobreoferta de plazas de estudio, la 
duplicidad de costes y la inadecuación de la oferta a la demanda 
de estudios. 

d) Planificación, de manera que la creación, supresión o 
suspensión de titulaciones responda a la programación estraté-
gica del Sistema Universitario Andaluz y de cada Universidad. 

e) Calidad, que garantice que las enseñanzas impartidas 
conducen a la formación científica, humana y técnica necesa-
rias para el desarrollo personal y profesional del estudiante. 

f) Promoción de las titulaciones propias universitarias e in-
teruniversitarias. 

g) Proximidad de los estudios de alta demanda. 
4. La Comunidad Autónoma de Andalucía podrá autorizar y 

suprimir enseñanzas conducentes a la obtención de titulaciones 
propias con validez en el territorio andaluz, a propuesta del 
Consejo Andaluz de Universidades. 

CAPÍTULO III 

De la docencia y de la investigación universitaria en 
Andalucía 

SECCIÓN 1ª 
Principios generales 

Artículo 57. Principios de calidad. 

1. Las Universidades andaluzas potenciarán la calidad de la 
docencia y la investigación como expresión de la actividad uni-
versitaria. 

2. La Consejería de Educación y Ciencia, a través del Consejo 
Andaluz de Universidades, diseñará políticas de calidad que im-
pliquen la evaluación de la actividad docente e investigadora de 
los profesores, el desarrollo de planes de actualización y mejora 
y la creación de incentivos económicos a través de los comple-
mentos retributivos reconocidos en esta Ley. 

3. En la evaluación de la calidad de la docencia y la investiga-
ción universitarias en Andalucía se tendrá en cuenta su adecua-
ción a los principios que inspiran esta ley, su contribución al 
conocimiento y al desarrollo del entorno, su vinculación a pro-
gramas y proyectos educativos o investigadores y, en general, sus 
implicaciones éticas y sus repercusiones sociales. 

4. Las Universidades andaluzas y la Administración autonó-
mica tenderán a establecer programas de perfeccionamiento 
que permitan desarrollar en su caso una carrera investigadora y 
generar recursos humanos en formación postdoctoral suficien-
tes para el mantenimiento y mejora del Sistema Universitario 
Andaluz. 

Artículo 58. Fomento de la excelencia, el desarrollo y la in-
novación tecnológica en la Universidad. 

1. Las Universidades andaluzas prestarán atención prioritaria 
a la formación de profesores e investigadores, preferentemente, 
mediante la organización y desarrollo de los estudios de docto-
rado. A tal efecto, y en colaboración con la Consejería de Educa-
ción y Ciencia, elaborarán programas de actuación conjunta 
orientados a fomentarlos, coordinarlos y financiarlos. 

2. Las Universidades andaluzas fomentarán la docencia y la 
investigación universitarias de excelencia. Para ello, y de común 
acuerdo con la Consejería de Educación y Ciencia, elaborarán 
programas conjuntos que faciliten la movilidad de su personal 
docente e investigador, con el fin de mejorar su formación y ac-
tividad investigadora. 

3. Para garantizar la vinculación entre la investigación uni-
versitaria y el sistema productivo, así como la transferencia de 
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resultados de la investigación, las Universidades podrán crear o 
participar en la creación de empresas de base tecnológica, par-
ques científicos y técnicos, otros agentes tecnológicos o cual-
quier otra persona jurídica de las contempladas en la legislación 
vigente. 

Artículo 59. La investigación universitaria en el sistema de 
ciencia-tecnología de Andalucía. 

Con el fin de garantizar la coordinación de la actividad univer-
sitaria con el resto del sistema de ciencia y tecnología andaluz, las 
Universidades andaluzas podrán participar en los órganos de 
coordinación que la Comunidad Autónoma de Andalucía cree, de 
acuerdo con la composición y funciones que se establezcan. 

SECCIÓN 2ª 

De los Institutos Universitarios de Investigación 

Artículo 60. Naturaleza jurídica. 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 10 de la Ley Or-
gánica de Universidades, los Institutos Universitarios de Investi-
gación son centros dedicados a la investigación científica y téc-
nica o a la creación artística. Podrán organizar y desarrollar 
programas y estudios de doctorado y de postgrado según los 
procedimientos previstos en los Estatutos, y proporcionar aseso-
ramiento técnico en el ámbito de sus competencias. 

Se regirán por la Ley Orgánica de Universidades, por la pre-
sente Ley, por los Estatutos, por el convenio de creación o de 
adscripción, en su caso, y por sus propias normas 

Artículo 61. Creación 

1. Para la creación de Institutos Universitarios de Investigación 
se estará a lo dispuesto en los apartados 1 y 2 del artículo 11 de 
la presente Ley. La propuesta de creación deberá ir acompañada 
de una memoria razonada, justificativa de los motivos que 
aconsejan la creación del Instituto y que en todo caso contendrá 
los siguientes apartados: memoria y proyecto científico o técni-
co, memoria económica, relación de personal, relación y méri-
tos de los grupos participantes, propuesta de reglamento de 
funcionamiento y, en su caso, acuerdos de colaboración con 
otros centros públicos o privados de investigación. 

2. Corresponde al Consejo de Gobierno de la Comunidad Au-
tónoma de Andalucía la creación o supresión de dichos Institu-
tos Universitarios, atendiendo a criterios de excelencia científica 
o técnica y de su conveniencia estratégica para el fomento de la 

ciencia y la tecnología, así como el desarrollo económico y social 
de Andalucía. En todo caso, el acuerdo de creación contemplará 
los siguientes extremos: denominación, centros participantes, 
condiciones de la participación de las Administraciones públicas 
en el caso de que se produzca, fuentes de financiación y órganos 
de gobierno. 

3. Para la creación de los Institutos Universitarios serán pre-
ceptivos los informes favorables de la Agencia Andaluza de Eva-
luación de la Calidad y Acreditación Universitaria y del Consejo 
Andaluz de Universidades. 

4. Cada cinco años, la Agencia Andaluza de Evaluación de la 
Calidad y Acreditación Universitaria realizará evaluaciones de la 
actividad desarrollada por los Institutos Universitarios de Inves-
tigación, que, en su caso, determinaran la supresión o continui-
dad de los mismos. 

5. De acuerdo con lo recogido en el artículo 10.4 de la Ley 
Orgánica de Universidades, podrán adscribirse a las Universida-
des públicas, mediante convenio, como Institutos Universitarios 
de Investigación, instituciones o centros de investigación de ca-
rácter público o privado. La aprobación de la adscripción o, en 
su caso, la revocación de la misma será acordada por decreto 
del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, bien a pro-
puesta del Consejo Social o bien por propia iniciativa con el 
acuerdo del referido Consejo Social y, en todo caso, previo in-
forme del Consejo de Gobierno de la Universidad y del Consejo 
Andaluz de Universidades. 

De lo señalado en el párrafo anterior será informado el Con-
sejo de Coordinación Universitaria. 

SECCIÓN 3ª 

Personal investigador y de apoyo a la investigación 

Artículo 62. Personal para proyectos concretos de investigación. 

1. El personal investigador que en virtud de convenios, 
acuerdos o cualquier otra forma de colaboración desarrollen ac-
tividades en una Universidad se vinculan a la misma en las con-
diciones y con los derechos que establezca la normativa vigente 
y los Estatutos de cada Universidad. 

2. Las Universidades andaluzas podrán contratar, para obra o 
servicio determinado, personal científico y técnico para la ejecu-
ción de proyectos concretos de investigación. 

Artículo 63. Personal investigador en formación. 

1. El personal investigador en formación es aquel que desa-
rrolla un periodo de formación con una duración mínima de 
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cuatro años que culminará con la obtención del grado de doc-
tor. Dicha formación deberá realizarse bajo un sistema de vin-
culación, que le permita desarrollar su labor con el régimen de 
derechos y obligaciones que legalmente se establezca, con espe-
cial reconocimiento de la protección social, medios y garantías 
adecuadas para la actividad desarrollada. 

2. El cumplimiento de los cuatro años de formación del per-
sonal investigador será considerado mérito preferente en los 
concursos para el acceso a los contratos de ayudante, sin perjui-
cio del cumplimiento de los requisitos establecidos en el artícu-
lo 49 de la Ley Orgánica de Universidades. 

TÍTULO IV 
DE LA COORDINACIÓN UNIVERSITARIA 

CAPÍTULO I 

De los principios generales 

Artículo 64. Competencias. 

Corresponde a la Administración de la Junta de Andalucía, a 
través de la Consejería de Educación y Ciencia, coordinar las 
Universidades andaluzas. 

Artículo 65. Fines y objetivos. 

La coordinación de las Universidades andaluzas sirve a los si-
guientes objetivos y fines: 

1.º La planificación del Sistema Universitario Andaluz. 
2.º La mejora de la calidad y excelencia docente, investigado-

ra y de gestión, mediante la fijación de criterios comunes de 
evaluación de la eficacia, eficiencia y rendimiento de las activi-
dades, estructuras y servicios universitarios. 

3.º La información recíproca entre las Universidades en sus 
distintos ámbitos de actuación, y, especialmente, en aquellas ac-
tividades que hayan de realizarse conjuntamente o que afecten a 
más de una Universidad. 

4.º La promoción de actividades conjuntas en los diferentes 
campos de la docencia, la investigación, el desarrollo, la innova-
ción y la difusión de la cultura, la ciencia y la tecnología. 

5.º El impulso de criterios y directrices para la consecución de 
unas políticas homogéneas sobre acceso de estudiantes, plantillas, 
negociación colectiva y acción social aplicables al personal de las 
Universidades andaluzas, dentro del respeto a la autonomía y a las 
peculiaridades organizativas de cada Universidad. 

6.º El impulso a la colaboración de las Universidades entre 
ellas y con otras Administraciones y entidades públicas o priva-
das para la ejecución de programas de interés general. 

7.º El apoyo a fórmulas de colaboración de las Universidades 
andaluzas con otras Universidades españolas y extranjeras. 

7.º bis. La promoción de la colaboración entre las Universi-
dades, Administraciones y entidades públicas y privadas para 
conseguir la adecuada integración de los estudiantes y egresados 
universitarios dentro del tejido productivo y el mercado laboral. 

8.º La determinación de fines u objetivos mínimos comunes 
en materia de estabilidad presupuestaria, en los términos del 
artículo 90.6 de la presente Ley. 

9.º Cualesquiera otros que tiendan a mejorar la eficacia y efi-
ciencia del Sistema Universitario Andaluz. 

CAPÍTULO II 

Del Consejo Andaluz de Universidades y sus funciones 

Artículo 66. Naturaleza. 

1. El Consejo Andaluz de Universidades es el órgano colegia-
do de consulta, planificación y asesoramiento del Gobierno de la 
Comunidad Autónoma en materia de Universidades. 

2. El Consejo Andaluz de Universidades se adscribe orgáni-
camente a la Consejería de Educación y Ciencia de la Junta de 
Andalucía. 

Artículo 67. Funcionamiento. 

1. El Consejo Andaluz de Universidades ejerce sus funciones 
en Pleno y en Comisiones. 

2. Se establecen las siguientes Comisiones permanentes: 
a) Comisión Académica. 
b) Comisión de Programación. 
c) Comisión de Fomento de la Calidad. 

3. El Pleno podrá constituir comisiones técnicas sobre mate-
rias concretas. 

4. El Consejo Andaluz de Universidades se rige por esta Ley y 
por su Reglamento de Funcionamiento, de acuerdo con lo dis-
puesto en la normativa aplicable sobre órganos colegiados. 

5. La Consejería de Educación y Ciencia dotará al Consejo 
Andaluz de Universidades de los medios necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones. 

Artículo 68. Composición del Pleno. 

El Pleno del Consejo Andaluz de Universidades estará inte-
grado por: 
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a) La persona titular de la Consejería de Educación y Ciencia, 
que lo presidirá. 

b) La persona titular de la Secretaría General de Universida-
des e Investigación, que sustituirá en la presidencia al anterior 
en caso de ausencia. 

c) La persona titular de la Dirección General de Universidades. 
d) Los Rectores o las Rectoras de todas las Universidades pú-

blicas andaluzas. 
e) Los Presidentes o las Presidentas de los respectivos Conse-

jos Sociales. 
f) El Director o la Directora de la Agencia Andaluza de Eva-

luación de la Calidad y Acreditación Universitaria. 
g) El Presidente o la Presidenta del Consejo Escolar de Anda-

lucía. 
h) Cinco miembros designados por el Parlamento de Andalu-

cía entre personalidades de reconocido prestigio en el ámbito 
educativo, cultural o científico. 

i) El Secretario o la Secretaria General del Consejo, que será 
designado de entre el personal funcionario de la Consejería de 
Educación y Ciencia por el Presidente o Presidenta, oído el Pleno 
del Consejo, con las competencias que le reconozca el Reglamen-
to de Funcionamiento del Consejo Andaluz de Universidades. 

Artículo 69. Comisión Académica. 

La Comisión Académica estará compuesta por los siguientes 
miembros: 

a) La persona titular de la Consejería de Educación y Ciencia, 
que la presidirá. 

b) La persona titular de la Secretaría General de Universida-
des e Investigación, que actuará como Vicepresidente o Vicepre-
sidenta, sustituyendo al Presidente o Presidenta en caso de au-
sencia. 

c) La persona titular de la Dirección General de Universidades. 
d) Los Rectores o las Rectoras de las Universidades públicas 

de Andalucía. 
e) El Secretario o la Secretaria General del Consejo, que lo 

será de la Comisión, con las competencias que le reconozca el 
Reglamento de Funcionamiento del Consejo Andaluz de Univer-
sidades. 

Artículo 70. Comisión de Programación. 

La Comisión de Programación estará compuesta por los si-
guientes miembros: 

a) La persona titular de la Consejería de Educación y Ciencia, 
que la presidirá. 

b) La persona titular de la Secretaría General de Universida-
des e Investigación, que actuará como Vicepresidente o Vicepre-

sidenta, sustituyendo al Presidente o a la Presidenta en caso de 
ausencia. 

c) La persona titular de la Dirección General de Universidades. 
d) Los Rectores o las Rectoras de Universidades públicas. 
e) Dos de los miembros designados por el Parlamento de 

Andalucía para el Consejo Andaluz de Universidades, elegidos 
por el Pleno. 

f) El Presidente o la Presidenta del Consejo Escolar de Anda-
lucía. 

g) Cinco Presidentes o Presidentas de los Consejos Sociales, 
elegidos por el Pleno. 

h) El Secretario o la Secretaria General del Consejo, que lo será 
de la Comisión, con las competencias que le reconozca el Regla-
mento de Funcionamiento del Consejo Andaluz de Universidades. 

Artículo 71. Comisión de Fomento de la Calidad. 

La Comisión de Fomento de la Calidad estará compuesta por 
los siguientes miembros: 

a) La persona titular de la Consejería de Educación y Ciencia, 
que la presidirá. 

b) La persona titular de la Secretaría General de Universidades e 
Investigación, que actuará como Vicepresidente o Vicepresidenta, 
sustituyendo al Presidente o Presidenta en caso de ausencia. 

c) La persona titular de la Dirección General de Universidades. 
d) Los Rectores o las Rectoras de Universidades Públicas. 
e) Tres miembros designados por el Parlamento de Andalu-

cía para el Consejo Andaluz de Universidades, elegidos por el 
Pleno. 

f) Cuatro Presidentes o Presidentas de los Consejos Sociales, 
elegidos por el Pleno. 

g) El Director o la Directora de la Agencia Andaluza de Eva-
luación de la Calidad y Acreditación Universitaria. 

h) El Secretario o la Secretaria General del Consejo, que lo 
será de la Comisión, con las competencias que le reconozca el 
Reglamento de Funcionamiento del Consejo Andaluz de Univer-
sidades. 

Artículo 72. Funciones. 

Son funciones del Consejo Andaluz de Universidades: 
a) Conocer, asesorar e informar la Programación e Inversio-

nes de la Junta de Andalucía en el Sistema Universitario Andaluz 
y sus criterios de aplicación, y, en particular, el modelo de fi-
nanciación. 

b) Informar, a petición del órgano competente de la Comunidad 
Autónoma en materia de Universidades, de los anteproyectos de ley, 
proyectos de reglamentos y normas, en general, que puedan afectar 
al Sistema Universitario Andaluz. 
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c) Informar sobre la creación y reconocimiento de Universi-
dades. 

d) Informar los proyectos de creación, modificación, supre-
sión, adscripción y revocación de la adscripción de centros e 
Institutos Universitarios de Investigación, así como sobre los 
proyectos de implantación de nuevos estudios conducentes a la 
expedición de títulos oficiales y validez en todo el territorio na-
cional, y ser oído en relación con los planes de estudios. 

e) Asesorar sobre la organización conjunta de los estudios y 
servicios universitarios para su mayor racionalización. 

f) Informar la planificación autonómica en materia de inves-
tigación, desarrollo o innovación. 

g) Conocer los diferentes estudios, titulaciones y títulos pro-
pios de las Universidades de Andalucía y fomentar la armoniza-
ción entre los mismos. 

h) Impulsar programas de organización de enseñanzas de 
especialización para posgraduados, de actividades específicas de 
formación continuada y permanente, y de iniciación laboral en 
sus diversas modalidades. 

i) Elaborar criterios para la convalidación y adaptación de es-
tudios interuniversitarios, a efectos de su continuación en las 
Universidades andaluzas, especialmente en lo que respecta a los 
de tercer ciclo y a los conducentes a la expedición de títulos 
propios de las Universidades andaluzas, sin perjuicio de los re-
quisitos establecidos en la Ley Orgánica de Universidades. 

j) Conocer los conciertos suscritos entre las Universidades y 
las instituciones sanitarias. 

k) Proponer criterios y directrices que hayan de orientar la 
política de becas, ayudas y créditos a los estudiantes, para favo-
recer la movilidad dentro de la Comunidad Autónoma y en el 
ámbito del espacio europeo de enseñanza superior. 

l) Conocer del desarrollo, ejecución y control del sistema ge-
neral de becas, ayudas y créditos al estudio correspondiente a la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, y de los mecanismos de 
coordinación de éste con el propio del Estado para asegurar los 
resultados de su aplicación. 

m) Informar sobre los precios públicos y tasas académicas 
que haya de aprobar la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

n) Ser oído sobre los criterios de la Comunidad Autónoma 
relativos a los límites máximos de admisión de estudiantes en 
Universidades públicas y privadas, por motivos de interés gene-
ral, por la capacidad de los centros o para poder cumplir exi-
gencias derivadas de directivas comunitarias o convenios inter-
nacionales. 

ñ) Ser oído en relación con los criterios, indicadores y bases 
comunes que hayan de utilizarse para la evaluación de la cali-
dad de las Universidades. 

o) Conocer los informes y estudios elaborados por la Agen-
cia Andaluza de Evaluación de la Calidad y Acreditación Uni-
versitaria. 

p) Promover la evaluación continua de los procesos y resul-
tados de las actividades docentes, investigadoras y de gestión 
desarrolladas por las Universidades andaluzas en orden a po-
tenciar la mejora de su calidad. 

q) Promover y apoyar el desarrollo de sistemas internos de 
evaluación, control y mejora de la calidad en las Universidades 
andaluzas. 

r) Desarrollar y fomentar programas de mejora de calidad en 
el Sistema Universitario Andaluz 

s) Asesorar a la Consejería de Educación y Ciencia en cuantos 
asuntos le sean solicitados y proponer las iniciativas que estime 
oportunas para la mejora del Sistema Universitario Andaluz. 

t) Promover medidas y políticas generales de empleo activo e 
inserción laboral para los estudiantes y egresados universitarios. 

Artículo 73. Desempeño de las funciones. 

1. Las funciones del Consejo Andaluz de Universidades se 
ejercen por el Pleno y las Comisiones, con el auxilio, en su caso, 
de las comisiones técnicas. 

2. Corresponde al Pleno las siguientes funciones: 
a) Las competencias señaladas en las letras b, g, j, k, l, n y s 

del artículo anterior. 
b) Las competencias señaladas en las letras c, d y f del artí-

culo anterior, previa audiencia de la Comisión Académica. 
c) Las competencias señaladas en las letras a y m del artícu-

lo anterior, previa audiencia de la Comisión de Programación. 
d) La elaboración de su propio Reglamento de Funciona-

miento, cuya aprobación corresponde al Consejo de Gobierno de 
la Comunidad Autónoma. 

3. Corresponde a la Comisión Académica, en los términos 
que se establezcan reglamentariamente, las competencias sobre 
los asuntos que tengan relación con la vertebración del Sistema 
Andaluz de Universidades. 

Conocerá, en particular, de las materias relacionadas en la 
letra i del artículo anterior. 

4. Corresponde a la Comisión de Programación, en los tér-
minos que se establezcan reglamentariamente, las competen-
cias relacionadas con las implicaciones económicas derivadas 
de la implantación de Universidades y centros, y sobre el mode-
lo de financiación, así como las competencias relativas a los 
planes de estudio, enseñanzas no oficiales, enseñanzas no pre-
senciales y, en general, sobre aquellas materias que incidan en 
el estatuto del alumnado. 

Conocerá, en particular, de las materias relacionadas en las 
letras e y h del artículo anterior. 

5. Corresponde a la Comisión de Fomento de la Calidad, en 
los términos que se establezcan reglamentariamente, las com-
petencias relativas a la evaluación y acreditación de las funcio-
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nes de docencia, investigación y gestión universitaria, sobre la 
base de los informes de la Agencia Andaluza de Evaluación de la 
Calidad y Acreditación Universitaria, y sin perjuicio de las com-
petencias en materia de evaluación y financiación de la investi-
gación establecidas en el Plan Andaluz de Investigación. 

Conocerá, en particular, de las materias relacionadas en las 
letras ñ, o, p, q y r del artículo anterior. 

Artículo 74. El Distrito Único Universitario. 

1. A los únicos efectos del ingreso en los centros universita-
rios, todas las Universidades públicas andaluzas se constituirán 
en un distrito único mediante acuerdo entre las mismas y la 
Consejería de Educación y Ciencia, tendiendo a evitar la exigen-
cia de diversas pruebas de evaluación. Las actuaciones que de-
ban realizarse con esta finalidad serán llevadas a cabo por una 
comisión técnica del Consejo Andaluz de Universidades. 

2. Con el fin de coordinar los procedimientos de acceso a la 
Universidad, la Consejería de Educación y Ciencia podrá fijar, a 
propuesta del Consejo Andaluz de Universidades, el plazo má-
ximo de que disponen las Universidades andaluzas para deter-
minar el número de plazas disponibles y los plazos y procedi-
mientos para solicitarlas. 

TÍTULO V 
DE LA CALIDAD UNIVERSITARIA 

CAPÍTULO I 

De la evaluación de la calidad de la actividad 
universitaria 

Artículo 75. Calidad de medios y fines. 

1. La calidad del sistema educativo universitario se define en 
función de su capacidad para formar ciudadanos que puedan 
desempeñar una actividad relevante personal, social y profesional. 

2. La calidad del sistema debe manifestarse tanto en los re-
sultados como en la excelencia de los procesos de enseñanza e 
investigación que desarrollan las Universidades. 

3. La calidad de los procesos y resultados se medirá por el 
grado en que se desarrollen los valores que definen la naturale-
za de las Universidades y del Sistema Universitario Andaluz en la 
práctica cotidiana de la docencia, la investigación y la creación 
cultural, científica y técnica. 

4. La consecución satisfactoria de las finalidades del Sistema 
Universitario Andaluz requiere: 

a) La formación, perfeccionamiento permanente y dedica-
ción del personal docente e investigador, así como del personal 
de administración y servicios. 

b) La elaboración de planes de estudio suficientemente flexi-
bles, abiertos y relevantes, así como su evaluación. 

c) La provisión de medios y recursos humanos y materiales 
que permitan el desarrollo eficaz de una enseñanza rigurosa, ac-
tual, práctica, crítica y creativa. 

Artículo 76. Evaluación de la calidad. 

1. La Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y Acredi-
tación Universitaria, oído el Consejo Andaluz de Universidades, 
establecerá los criterios, indicadores y bases comunes que per-
mitan establecer un sistema de información homogéneo que 
asegure la evaluación objetiva de medios y fines, resultados y 
procesos, de las Universidades andaluzas. 

2. Las Universidades deberán asegurar el funcionamiento de 
sus propios órganos de evaluación institucional, en los términos 
que se disponga en sus Estatutos. Las autoevaluaciones univer-
sitarias se realizarán sin perjuicio de las evaluaciones que hayan 
de llevarse o se hayan llevado a cabo por las Agencias Andaluza y 
Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación, en el ámbi-
to de sus respectivas competencias. 

3. La evaluación abarcará las funciones de docencia y gestión 
docente, investigación y gestión de administración y servicios, 
sirviendo de apoyo a la planificación universitaria al servicio de 
la excelencia. Sus resultados serán tenidos en cuenta en la fi-
nanciación de las Universidades evaluadas. 

4. Las evaluaciones y acreditaciones realizadas por otras 
agencias u órganos de evaluación podrán ser consideradas por 
la Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y Acreditación 
Universitaria a los efectos establecidos en esta Ley. 

CAPÍTULO II 

De la Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y 
Acreditación Universitaria 

Artículo 77. Creación de la Agencia. 

1. Se crea, con la denominación de Agencia Andaluza de Eva-
luación de la Calidad y Acreditación Universitaria, un Organismo 
Autónomo de carácter administrativo de la Junta de Andalucía, a 
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la que corresponde ejercer, en el ámbito de la Comunidad Au-
tónoma, las funciones establecidas en el título V de la Ley Orgá-
nica de Universidades y en la presente Ley. 

2. La Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y Acredi-
tación Universitaria se adscribe a la Consejería de Educación y 
Ciencia, a la que corresponderá la dirección estratégica, la eva-
luación y el control de los resultados de su actividad. 

Artículo 78. Naturaleza de la Agencia. 

1. La Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y Acredi-
tación Universitaria gozará de personalidad jurídica y patrimo-
nio propios y estará dotada de autonomía administrativa y fi-
nanciera para el cumplimiento de sus fines, así como para la 
gestión de su patrimonio y de los fondos que se le asignen. 

2. La organización y funcionamiento de la Agencia se ajusta-
rá a la presente Ley, a sus estatutos y a las demás disposiciones 
que le sean de aplicación. 

Artículo 79. Objetivos de la Agencia. 

Corresponde a la Agencia Andaluza de Evaluación de la Cali-
dad y Acreditación Universitaria: 

1.º Aplicar las orientaciones de evaluación de calidad del ser-
vicio público universitario establecidas por el Consejo Andaluz 
de Universidades que actúa como órgano de definición de los 
objetivos e instrumentos de la política de calidad de las Univer-
sidades andaluzas. 

2.º Colaborar en la promoción de la evaluación continua de 
los procesos y resultados de las actividades docentes, investiga-
doras y de gestión desarrolladas por las Universidades andaluzas 
en orden a potenciar la mejora de su calidad. 

3.º Colaborar en la promoción y apoyar el desarrollo de sis-
temas internos de evaluación, control y mejora de la calidad en 
las Universidades andaluzas. 

4.º Desarrollar y fomentar procesos de certificación y acredi-
tación de programas, instituciones, grupos y personas pertene-
cientes al Sistema Universitario Andaluz, conforme a los crite-
rios propios establecidos por la Comunidad Autónoma, el Estado 
y la Unión Europea. 

5.º Proporcionar información sobre el funcionamiento y ca-
lidad del Sistema Universitario Andaluz a la sociedad, a los pro-
pios interesados y a la Administración pública autonómica. 

6.º Proponer planes de mejora de la calidad según los resul-
tados obtenidos en los procesos de evaluación. 

7.º Promover la homologación de sus criterios y métodos con 
los de los organismos similares nacionales y europeos, tendien-

do a un funcionamiento coordinado que mejore la calidad y 
prestación del servicio. 

Artículo 80. Funciones de la Agencia. 

Para el desarrollo de los objetivos anteriores corresponde a la 
Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y Acreditación 
Universitaria las siguientes funciones: 

a) La evaluación de las actividades, los programas, los servi-
cios y la gestión de las Universidades. 

b) La evaluación de las enseñanzas conducentes a la obtención 
de títulos oficiales y propios impartidos en las Universidades. 

c) La evaluación de los centros docentes establecidos en la Co-
munidad Autónoma de Andalucía que impartan enseñanzas con 
arreglo a sistemas de enseñanza superior extranjeros, sin perjuicio 
de los criterios establecidos en la Ley Orgánica de Universidades. 

d) La evaluación de centros, departamentos y servicios y 
áreas de gestión de los centros universitarios. 

e) La certificación de la calidad de las actividades, programas 
y servicios de las Universidades. 

f) La certificación de los sistemas y procedimientos de eva-
luación de la calidad de las Universidades, y en especial los refe-
ridos a la actividad docente del profesorado de las Universidades 
públicas, privadas y de centros adscritos de enseñanza superior. 

g) La acreditación de las enseñanzas conducentes a títulos 
propios impartidos en las Universidades y centros de enseñanza 
superior. 

h) La evaluación de las actividades docentes e investigadoras 
del profesorado doctor a efectos de la emisión de los informes 
preceptivos para el acceso a las correspondientes categorías de 
profesorado contratado, así como la del profesorado colaborador. 

i) La evaluación de las actividades docentes, investigadoras y 
de gestión del personal funcionario y contratado de las Universi-
dades públicas, para la asignación de complementos retributivos 
ligados a méritos individuales. 

j) La evaluación de las actividades docentes, investigadoras y 
de gestión del personal docente e investigador de las Universida-
des privadas y centros adscritos, a efectos de lo establecido en 
los artículos 31.2 c y 72.2 de la Ley Orgánica de Universidades. 

k) La emisión de informes de evaluación de la actividad in-
vestigadora desarrollada por los investigadores, los grupos de in-
vestigación u otros niveles de agregación, por encargo del depar-
tamento competente de la Administración autonómica o de los 
responsables de las instituciones a las que pertenezcan los 
mismos, en particular, de cuantos informes de evaluación re-
quiera el desarrollo del Plan Andaluz de Investigación. 

l) Emisión de informes para la creación de Institutos Univer-
sitarios de Investigación, de acuerdo con lo establecido en el ar-
tículo 61.3 de la presente Ley. 
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m) Participar en el establecimiento de criterios, estándares, 
indicadores y metodologías de evaluación y mejora del sistema 
universitario en el ámbito autonómico, nacional, europeo e in-
ternacional. 

n) Cooperar con la Agencia Nacional y otras agencias auto-
nómicas y europeas en la acreditación de títulos oficiales impar-
tidos en las Universidades y centros de enseñanza superior. 

ñ) Asesorar a las Universidades y a otras instituciones en el 
ámbito propio de sus funciones. 

o) Asesorar al Consejo Andaluz de Universidades en la pro-
puesta de planes de mejora y el seguimiento de la aplicación de 
los mismos mediante la evaluación de sus resultados. 

p) Otras funciones que le atribuya la presente Ley, sus Esta-
tutos o la normativa legal vigente. 

Artículo 81. Órganos de gobierno, de dirección y de carácter 
técnico de la Agencia. 

1. Los órganos de gobierno y dirección de la Agencia Andalu-
za de Evaluación de la Calidad y Acreditación Universitaria son el 
Consejo Rector y el Director o la Directora General. 

2. El órgano técnico de evaluación de la Agencia es la Comi-
sión Técnica de Evaluación, Certificación y Acreditación. 

Artículo 82. El Consejo Rector. 

1. El Consejo Rector es el órgano superior de la entidad, que 
ostenta la alta dirección, el gobierno de la Agencia y establece las 
directrices de actuación de la misma, de conformidad con las 
emanadas de la Consejería de Educación y Ciencia. 

2. El Consejo Rector estará constituido por: 
Presidente: el titular de la Consejería de Educación y Ciencia. 
Vicepresidente: el Director o la Directora General de la Agencia. 
Vocales: 
a) Los responsables de las tres áreas funcionales de la Agencia. 
b) Cinco miembros elegidos por el Consejo Andaluz de Uni-

versidades, de entre profesorado de reconocido prestigio de dife-
rentes campos de conocimiento y con experiencia en el ámbito 
de la evaluación y dirección de la actividad universitaria. El des-
empeño de este cargo será incompatible con ser miembro de 
los órganos de gobierno de las Universidades o de la Administra-
ción pública. 

Secretario: el Secretario o la Secretaria General de la Agencia, 
que participará en las sesiones con voz y voto. 

3. Corresponden al Consejo Rector las siguientes facultades: 
a) Aplicar los criterios de actuación de la Agencia. 
b) Aprobar el borrador del Anteproyecto del Presupuesto de 

la Agencia. 

c) Aprobar la Memoria Anual y las Cuentas Anuales de la 
Agencia. 

d) Emitir los informes de carácter general que sean compe-
tencia de la Agencia o ratificar los emitidos por la Comisión Téc-
nica cuando así lo disponga su normativa de funcionamiento. 

e) Aprobar las normas y criterios básicos que regirán la ac-
tuación de la Comisión Técnica, así como las propuestas de pro-
tocolos de evaluación que ésta realice. 

f) Cualesquiera otras funciones necesarias para el cumpli-
miento de los fines de la Agencia Andaluza de Evaluación de la 
Calidad y Acreditación Universitaria, así como aquellas otras 
que, en el ámbito de sus competencias, le atribuya la presente 
Ley, los Estatutos de la Agencia o la normativa vigente. 

Artículo 83. El Director o Directora General de la Agencia. 

1. El nombramiento y cese del Director o la Directora Gene-
ral de la Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y Acredi-
tación Universitaria se realizará por el Consejo de Gobierno, a 
propuesta del titular de la Consejería de Educación y Ciencia, 
oído el Consejo Andaluz de Universidades. 

2. El Director o la Directora General será nombrado de en-
tre personalidades de reconocido prestigio en el ámbito uni-
versitario. 

3. Sin perjuicio de las competencias asignadas al Consejo 
Rector, el Director o la Directora General de la Agencia dirige, 
coordina, planifica y controla las actividades de la misma. De 
forma específica le corresponden las siguientes competencias: 

a) Ejecutar y hacer ejecutar los acuerdos del Consejo Rector. 
b) Ejercer la jefatura superior del personal adscrito a la 

Agencia, en los términos establecidos en la legislación vigente y 
de acuerdo con lo que determinen sus Estatutos. 

c) Autorizar los gastos, efectuar las disposiciones, contraer 
obligaciones y ordenar pagos, dentro de los límites fijados por la 
normativa vigente en materia presupuestaria. 

d) Preparar y elevar al Consejo Rector el borrador del Ante-
proyecto del Presupuesto, planes de actividades, Memoria Anual 
y Cuentas Anuales. 

e) Resolver los procesos de evaluación y acreditación que 
realice la Agencia. 

f) Todas aquéllas que le atribuyan los Estatutos, la normativa 
vigente y las que le sean delegadas. 

Artículo 84. Comisión Técnica de Evaluación, Certificación y 
Acreditación. 

1. La Comisión Técnica de Evaluación, Certificación y Acredi-
tación se constituye como el órgano colegiado de carácter técni-
co de evaluación de la Agencia. 
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2. La Comisión Técnica de Evaluación, Certificación y Acredi-
tación estará presidida por el Director o la Directora General de 
la Agencia y tendrá la composición, funciones y régimen de fun-
cionamiento que se prevea en los Estatutos. En todo caso, for-
marán parte de la misma personas de reconocido prestigio en 
los diferentes campos de actuación de la Agencia y actuará como 
Secretario o Secretaria de la misma, con voz y sin voto, el Secre-
tario o la Secretaria General de la Agencia. 

3. La Comisión Técnica elaborará las propuestas de protocolo 
de evaluación, en las que se determinarán los criterios o ele-
mentos de juicio técnico sobre los que se basarán las decisiones 
de evaluación y acreditación que se realicen. Estos protocolos 
serán aprobados por el Consejo Rector de la Agencia y publica-
dos en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

4. Corresponde al Director General de la Agencia dictar la Re-
solución de los resultados de los procesos de evaluación y acre-
ditación, de acuerdo con la decisión de la Comisión Técnica de 
Evaluación, Certificación y Acreditación. La Resolución deberá 
estar motivada y tendrá carácter confidencial en el caso de las 
personas físicas. 

Artículo 85. Régimen económico y financiero. 

1. La Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y Acredi-
tación Universitaria dispondrá para el cumplimiento de sus fun-
ciones de los siguientes recursos financieros: 

a) El rendimiento de su patrimonio. 
b) Los ingresos generados por el ejercicio de su actividad y la 

prestación de sus servicios. 
c) Los créditos que le sean asignados en el Presupuesto de la 

Comunidad Autónoma de Andalucía. 
d) Las subvenciones que le sean concedidas. 
e) Las cantidades procedentes de la enajenación de sus bie-

nes o productos. 
f) Cualesquiera otros ingresos o recursos que pudiera recibir 

de acuerdo con la normativa que resultare de aplicación. 
2. La Agencia estará sometida al régimen de presupuestos es-

tablecidos en la Ley 5/1983, de 19 de julio, y por las Leyes del 
Presupuesto de cada ejercicio. 

3. La Agencia estará sometida al régimen de intervención y 
contabilidad, de acuerdo con lo establecido en los títulos V y VI 
de la Ley 5/1983, de 19 de julio, así como a las demás determi-
naciones establecidas al respecto en la citada Ley y disposiciones 
que la desarrollan. 

4. El régimen de contratación de la Agencia será el aplicable 
a las Administraciones públicas. 

5. El patrimonio de la Agencia estará constituido por el con-
junto de bienes y derechos cuya titularidad le corresponda. Se le 
podrán, asimismo, adscribir otros bienes y derechos para el de-
sarrollo de sus funciones. 

6. La Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y Acredi-
tación Universitaria podrá adquirir, poseer, enajenar y gravar 
bienes de todas clases. Las referidas actuaciones se desarrolla-
rán de acuerdo con lo previsto en la normativa que resulte de 
aplicación a los organismos autónomos. 

Artículo 86. Régimen jurídico. 

1. El régimen jurídico de los actos de la Agencia Andaluza de 
Evaluación de la Calidad y Acreditación Universitaria será el es-
tablecido en el capítulo V del título III de la Ley 6/1983, de 21 de 
julio, del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autó-
noma, y demás normativa vigente. 

2. Los actos administrativos de la Agencia dictados por el 
Presidente o la Presidenta del Consejo Rector o por los órganos 
colegiados que preside agotan la vía administrativa. 

3. Contra los actos administrativos de la Agencia dictados por 
los restantes órganos podrán los interesados interponer recurso 
de alzada ante el Presidente o la Presidenta del Consejo Rector. 

Artículo 87. Régimen de personal. 

Para el cumplimiento de las funciones que tiene legalmente 
atribuidas, la Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y 
Acreditación Universitaria dispondrá de la relación de puestos 
de trabajo que se determine. El personal de la Agencia podrá ser 
tanto funcionario como laboral, en los mismos términos y con-
diciones que las establecidas para el resto del personal de la 
Junta de Andalucía, y de conformidad con la legislación aplica-
ble. 

Artículo 88. Código ético. 

Para garantizar la confidencialidad de las personas, unidades 
e instituciones evaluadas y la objetividad e imparcialidad de sus 
intervenciones, la Agencia establecerá un código ético de actua-
ción, que tendrá carácter público y contemplará como condi-
ción necesaria el procedimiento de incorporación de la opinión 
de las personas o unidades evaluadas, sin perjuicio de lo esta-
blecido en esta materia con carácter general para el personal al 
servicio de la Administración Pública. 

Artículo 89. Estatutos y constitución efectiva de la Agencia. 

1. Los Estatutos de la Agencia Andaluza de Evaluación de la 
Calidad y Acreditación Universitaria especificarán, entre otras 
previsiones, la composición de la Comisión Técnica Superior de 
Evaluación, Certificación y Acreditación, las competencias y fun-
ciones que se le encomiendan, el patrimonio que se le asigne a 
la Agencia para el cumplimiento de sus fines, los recursos eco-
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nómicos, el régimen relativo a los recursos humanos, patrimo-
nio y contratación, el régimen presupuestario, económico-finan-
ciero, de intervención, de control financiero y contabilidad. 

2. La constitución efectiva de la Agencia tendrá lugar en el 
momento de la entrada en vigor de sus Estatutos, que serán 
aprobados por decreto del Consejo de Gobierno, a propuesta de 
la Consejería de Educación y Ciencia, previo informe del Conse-
jo Andaluz de Universidades. 

TÍTULO VI 
DEL RÉGIMEN ECONÓMICO FINANCIERO Y PATRIMONIAL 

CAPÍTULO I 

De la financiación de las Universidades 

Artículo 90. Principios. 

1. Son ingresos de las Universidades públicas andaluzas los 
procedentes de los precios públicos aplicados a los servicios 
prestados, las transferencias procedentes de la Junta de Andalu-
cía en aplicación del modelo de financiación vigente y cuantos 
otros ingresos de derecho público y privado puedan obtener. 

2. Para la determinación de las transferencias correspon-
dientes a cada Universidad pública andaluza se elaborará un 
modelo de financiación común, revisable cada cinco años, que 
será aprobado por el Consejo de Gobierno de la Junta de Anda-
lucía atendiendo a los siguientes principios básicos: 

a) Integridad del Sistema Educativo Andaluz. 
b) Suficiencia financiera. 
c) Corresponsabilidad de las Universidades en la obtención 

de recursos para su financiación. 
d) Convergencia de la situación financiera de las distintas 

Universidades. 
e) Planificación estratégica y del cumplimiento de los objeti-

vos sociales fijados. 
f) Transparencia de la gestión y evaluación objetiva de la efi-

ciencia en la gestión y en la consecución de objetivos. 
3. El modelo de financiación habrá de incorporar la totalidad 

de los recursos aportados por la Junta de Andalucía a las Univer-
sidades y se organizará en dos grupos de fuentes de financia-
ción, uno de financiación básica, destinada a garantizar la pres-
tación del servicio con un nivel de calidad suficiente homogé-
neo, y otro de financiación afecta a resultados, destinado a 
fomentar la mejora en la calidad de la prestación del servicio. 
Este último se distribuirá según indicadores objetivos represen-
tativos del cumplimiento de los Planes Operativos de Mejora de 

la Calidad sobre los que se definan los Contratos Programa de 
cada Universidad. 

4. Igualmente, en el ámbito de la financiación básica, se po-
drán establecer planes específicos de financiación de las inver-
siones y la investigación en las Universidades públicas de Anda-
lucía, de acuerdo con el modelo de financiación aprobado. 

5. Las Universidades, en el ejercicio de su autonomía, ven-
drán obligadas a la obtención de un mínimo de recursos adicio-
nales a los procedentes de las transferencias derivadas del mo-
delo de financiación. 

6. Los datos aportados por la contabilidad normalizada de las 
Universidades junto con los elaborados según el elenco de pa-
rámetros de evaluación definido por la Consejería de Educación 
y Ciencia, oído el Consejo Andaluz de Universidades, constitui-
rán la información oficial para la asignación de los recursos del 
modelo de financiación. 

Artículo 91. Planificación estratégica y Contratos Programa. 

1. Cada Universidad pública andaluza, sobre la base del mo-
delo de financiación aprobado, elaborará su respectivo Plan Es-
tratégico, en el que se fijarán sus objetivos específicos sociales, 
académicos e investigadores, la planificación económica y aca-
démica de su actividad y los programas destinados a lograr di-
chos objetivos. 

2. Los planes estratégicos se concretarán en Planes Operati-
vos de Mejora de Calidad que servirán de base para la firma de 
los Contratos Programa y determinar su financiación afecta a 
resultados. 

3. El Consejo Andaluz de Universidades establecerá los crite-
rios generales para la elaboración del Plan Estratégico por cada 
Universidad. 

Artículo 92. Presupuestos, contabilidad y control. 

1. La Consejería de Economía y Hacienda, oído el Consejo 
Andaluz de Universidades, y a los fines de homogeneización y 
normalización, establecerá el régimen presupuestario y sistema 
contable de las Universidades públicas andaluzas. Asimismo po-
drá fijar normas y procedimientos en materia de control por 
técnicas de auditoría, en la forma prevista en las disposiciones 
de desarrollo de la presente Ley. 

2. Las Universidades públicas están obligadas a rendir cuentas 
de su actividad ante la Cámara de Cuentas de Andalucía, sin per-
juicio de las competencias del Tribunal de Cuentas. A estos efec-
tos, las Universidades deberán aprobar las cuentas anuales en el 
plazo máximo de seis meses desde el cierre del ejercicio econó-
mico y enviarlas, dentro del mes siguiente, en unión de las cuen-
tas de las entidades a que se refiere el artículo 95.4 de la presente 
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Ley, a la Consejería de Educación y Ciencia, para que ésta las re-
mita a la Consejería de Economía y Hacienda y a la Cámara de 
Cuentas de Andalucía, junto con la correspondiente memoria. 

Artículo 93. Endeudamiento. 

1. Para el cumplimiento del objetivo de estabilidad presu-
puestaria, la Consejería de Economía y Hacienda fijará un límite 
de endeudamiento anual para el conjunto de las Universidades 
públicas andaluzas. Por su parte, el Consejo Andaluz de Univer-
sidades fijará el límite de endeudamiento anual para cada una 
de ellas en el plazo máximo de un mes desde que se fije el lími-
te de endeudamiento anual conjunto. Transcurrido dicho plazo 
sin pronunciamiento expreso del Consejo Andaluz de Universi-
dades, será la Consejería de Economía y Hacienda la que lo fije. 

2. La Consejería de Economía y Hacienda, oído el Consejo An-
daluz de Universidades, regulará la forma y plazos en que las Uni-
versidades deberán facilitar la información relacionada con la es-
tabilidad presupuestaria y el límite anual de endeudamiento. 

3. Cada una de las operaciones de endeudamiento de las 
Universidades públicas andaluzas y las entidades dependientes 
de ellas requerirán la autorización de la Consejería de Economía 
y Hacienda, de acuerdo con el artículo 81.3 h de la Ley Orgánica 
de Universidades. 

4. La autorización a que se refiere el apartado anterior se en-
tenderá concedida por el transcurso de 15 días sin que recaiga y 
notifique en dicho plazo resolución expresa para operaciones 
destinadas a cubrir necesidades transitorias de tesorería, que 
obligadamente se cancelarán dentro del mismo ejercicio presu-
puestario en que se formalicen, siempre que su monto no exce-
da del quince por ciento de la transferencia para gastos corrien-
tes a que alude el artículo 81.3 a de la Ley Orgánica de Uni-
versidades, ni se constituyan derechos reales para su garantía. 
En los demás supuestos de endeudamiento, el silencio adminis-
trativo se entenderá desestimatorio. 

CAPÍTULO II 

De la gestión patrimonial de las Universidades 

Artículo 94. Administración y disposición de bienes. 

1. La administración, desafectación y disposición de los bie-
nes de dominio público, así como de los bienes patrimoniales 
de las Universidades, se ajustarán a las normas generales que ri-
jan en esta materia, y en particular a la legislación de la Comu-
nidad Autónoma sobre patrimonio, debiendo entenderse referi-
das a los órganos de gobierno universitarios las menciones de la 
citada legislación a los órganos autonómicos. 

2. En el caso de actos de disposición de bienes inmuebles o 
muebles de titularidad universitaria, cuyo valor exceda del uno 
por ciento del presupuesto de la Universidad, según tasación pe-
ricial externa, se requiere la aprobación del Consejo Social. 

CAPÍTULO III 

De las entidades participadas por las Universidades 

Artículo 95. Criterios para su dotación fundacional o aporta-
ciones al capital social. 

1. La dotación fundacional o aportación al capital social de 
entidades que las Universidades creen al amparo del artículo 84 
de la Ley Orgánica de Universidades estará sometida a los si-
guientes criterios: 

a) Tendrá asignada dotación específica en los presupuestos 
de la Universidad. 

b) Será proporcionada a la viabilidad estimada de la conse-
cución de los objetivos académicos, sociales y económicos de la 
entidad. 

c) No podrán aportarse bienes de dominio público universi-
tario más que en régimen de concesión o cesión de uso, esta-
bleciéndose en el acuerdo fundacional su duración y retorno a 
la Universidad. 

d) Se remitirá al Consejo Social para su aprobación el previo 
informe o memoria económica que justifique la idoneidad de la 
medida. 

2. Las ampliaciones de las dotaciones fundacionales o aporta-
ciones al capital social por parte de la Universidad estarán some-
tidas a los mismos requisitos indicados en el apartado anterior. 

3. No tendrán la consideración de aportación al capital las 
subvenciones, transferencias corrientes, aportaciones de bienes 
o prestaciones de servicios académicos, de administración y ges-
tión que se efectúen a fundaciones, asociaciones o sociedades 
mercantiles en virtud de convenios o contratos entre la Univer-
sidad y aquellas entidades que se creen en el futuro o que se 
hubieren creado con antelación a la presente Ley. 

4. La creación de empresas, fundaciones o cualquier otro ti-
po de entidad, o la participación, en su caso, en el capital o fon-
do social de la misma deberá comunicarse a la Consejería de 
Economía y Hacienda, dentro de los 15 días siguientes a aquél 
en que se adopte el acuerdo de creación o participación. 

5. Las empresas, fundaciones o cualquier otro tipo de enti-
dad creada o participada por Universidades públicas andaluzas 
deberán elaborar un presupuesto de explotación y capital, que 
se integrará en el presupuesto de la propia Universidad a efectos 
de lo dispuesto en el artículo 92 de la presente Ley. 
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Asimismo, las entidades a que se refiere este artículo, en las 
que las Universidades tengan participación mayoritaria en su capi-
tal o fondo patrimonial equivalente, quedan sujetas a la obligación 
de rendir cuentas en los mismos plazos y procedimientos estable-
cidos para las propias Universidades. 

Disposición adicional primera. El Sistema Universitario Anda-
luz a la entrada en vigor de la presente Ley. 

A la entrada en vigor de la presente Ley, el Sistema Universi-
tario Andaluz está compuesto por las siguientes Universidades, 
todas ellas públicas: Universidad de Almería, Universidad de Cá-
diz, Universidad de Córdoba, Universidad de Granada, Univer-
sidad de Huelva, Universidad de Jaén, Universidad de Málaga, 
Universidad de Sevilla, Universidad Pablo de Olavide y Universi-
dad Internacional de Andalucía. 

Disposición adicional segunda. Universidad Internacional de 
Andalucía. 

1. La Universidad Internacional de Andalucía es una Universi-
dad pública creada para el desarrollo, transmisión y crítica de la 
ciencia, de la técnica y de la cultura, mediante la docencia, la in-
vestigación coordinada y el intercambio de la información científi-
ca y tecnológica de interés internacional e interregional, y como 
apoyo al desarrollo cultural, social y económico de Andalucía. 

A tal fin, organizará y desarrollará sus enseñanzas conforme 
a lo establecido en la presente Ley, con especial énfasis en las 
correspondientes al postgrado y a los estudios especializados, al 
tercer ciclo y al doctorado. 

En particular y en atención a su tradición histórica, la Uni-
versidad Internacional de Andalucía impartirá sus enseñanzas y 
desarrollará su investigación con particular proyección a la co-
operación educativa internacional, tanto en el ámbito de la Co-
munidad Iberoamericana y países del Norte de África, como de 
la Unión europea. 

2. La Universidad Internacional de Andalucía, para el mejor 
cumplimiento de sus fines, tendrá personalidad jurídica y pa-
trimonio propio, gozará de autonomía en el ejercicio de sus 
competencias y se regirá por lo dispuesto en la presente Ley, sin 
perjuicio de las especiales características que se contemplan en 
su Ley de creación. 

Disposición adicional tercera. Creación, reconocimiento, mo-
dificación o supresión de Universidades, centros y enseñanzas. 

El plazo máximo para dictar y notificar las resoluciones corres-
pondientes a las solicitudes de creación, reconocimiento, modi-
ficación o supresión de Universidades, centros y enseñanzas 

universitarias será de seis meses. Transcurrido este plazo sin que 
se notifique resolución expresa se entenderán desestimadas. 

Disposición adicional cuarta. Plazas de profesionales sani-
tarios. 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 105.3 de la Ley 14/1986, 
de 25 de abril, General de Sanidad, los conciertos entre las Uni-
versidades públicas y las instituciones sanitarias establecerán el 
número de plazas de ayudantes y profesor ayudante doctor en las 
relaciones de puestos de trabajo de las Universidades, que debe-
rán cubrirse por concurso público entre profesionales sanitarios 
que hubieran obtenido el título de especialista en los tres años an-
teriores a la convocatoria del concurso. 

Disposición adicional quinta. Registro de centros docentes 
de educación superior. 

Los centros docentes de educación superior radicados en la 
Comunidad Autónoma de Andalucía se inscribirán, a efectos in-
formativos, en un Registro público dependiente de la Consejería 
de Educación y Ciencia, de acuerdo con el procedimiento y las 
condiciones que se establezcan reglamentariamente. 

Disposición adicional sexta. Defensor Universitario. 

Con el objeto de velar por el respeto a los derechos y las li-
bertades de los profesores, estudiantes y personal de adminis-
tración y servicios, ante las actuaciones de los diferentes órganos 
y servicios universitarios, las Universidades andaluzas establece-
rán en su estructura organizativa la figura del Defensor Universi-
tario. Sus actuaciones estarán regidas por los principios de in-
dependencia y autonomía funcional. 

Los Estatutos establecerán el procedimiento para su elección, 
duración de su mandato y dedicación, así como su régimen de 
funcionamiento. 

Disposición adicional séptima. Incorporación de profesores 
de otros niveles educativos a la Universidad. 

De conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional 
vigésima séptima de la Ley Orgánica de Universidades, la Co-
munidad Autónoma de Andalucía fomentará convenios con las 
Universidades a fin de facilitar la incorporación a los Departa-
mentos universitarios de los profesores de los cuerpos docentes 
a los que se refiere la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciem-
bre, de Calidad de la Educación. 
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Disposición adicional octava. Personal investigador, cientí-
fico o técnico contratado conforme a la Ley 13/1986, de 14 de 
abril. 

De acuerdo con lo establecido en la disposición adicional de-
cimotercera de la Ley Orgánica de Universidades, las Universi-
dades podrán contratar personal investigador, científico o técni-
co conforme a lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 13/1986, 
de 14 de abril, de Fomento y Coordinación General de la Investi-
gación Científica y Técnica, en la redacción dada por la disposi-
ción adicional séptima de la Ley 12/2001, de 9 de julio, de me-
didas urgentes de reforma del mercado de trabajo para el 
incremento de empleo y mejora de su calidad. 

Disposición transitoria primera. Consorcio Unidad para la 
Calidad de las Universidades Andaluzas. 

Las tareas de evaluación a que alude esta Ley serán asumidas 
por el Consorcio Unidad para la Calidad de las Universidades an-
daluzas o entidad u órgano que la sustituya, hasta el ejercicio 
efectivo de las competencias que se le atribuyen a la Agencia An-
daluza de Evaluación de la Calidad y Acreditación Universitaria. 

Disposición transitoria segunda. Personal docente e inves-
tigador contratado a la entrada en vigor de la Ley. 

1. Quienes a la entrada en vigor de la presente Ley se encuen-
tren contratados en régimen administrativo como personal do-
cente e investigador de alguna de las Universidades públicas anda-
luzas podrán participar, con los efectos previstos en el apartado 3 
de la presente disposición transitoria, en un concurso público pa-
ra ocupar plaza de profesor contratado doctor en la Universidad 
en la que presten servicios, siempre que a la fecha de la convoca-
toria acrediten una antigüedad mínima de cinco años a tiempo 
completo como profesor contratado en régimen administrativo y 
cumplan los requisitos a que se refiere el artículo 52 de la Ley 
Orgánica de Universidades. 

Dicho concurso público se resolverá en los términos previs-
tos en el artículo 48.2 de la Ley Orgánica de Universidades, y, en 
su caso, de acuerdo con lo recogido en los Estatutos de la Uni-
versidad que corresponda. 

2. Las Universidades convocarán hasta el 13 de enero de 2006 
los concursos públicos para la cobertura de las plazas corres-
pondientes, garantizando que en dichos concursos pueda parti-
cipar el personal docente e investigador a que se refiere el apar-
tado anterior. 

3. El profesorado a que se refiere el apartado 1 de la presente 
disposición que supere los mencionados concursos públicos se-
rá contratado como profesor doctor ordinario con carácter inde-

finido, sin necesidad de pasar por la contratación inicial de cin-
co años a la que se refiere el artículo 40.1 de la presente Ley. 

Disposición transitoria tercera. Adaptación a la presente Ley 
de los centros adscritos. 

Los centros adscritos existentes a la entrada en vigor de esta 
norma tendrán un plazo de adaptación de 5 años a los requisi-
tos establecidos en esta Ley. 

Disposición transitoria cuarta. Constitución, elaboración y 
aprobación de los Reglamentos de organización y funciona-
miento de los Consejos Sociales. 

1. Los Consejos Sociales de las Universidades andaluzas de-
berán constituirse de acuerdo con la presente Ley, dentro de los 
tres meses siguientes a su entrada en vigor. 

2. En el plazo de tres meses desde la constitución de los 
nuevos Consejos Sociales, cada uno procederá a elaborar sus 
correspondientes Reglamentos de Organización y Funciona-
miento, para su aprobación por la Consejería de Educación y 
Ciencia. Transcurridos tres meses desde la presentación del 
proyecto de Reglamento, sin que se hubiera dictado y notificado 
la correspondiente resolución, se entenderá aprobado. 

3. En tanto no se proceda a su nueva constitución, los Conse-
jos Sociales mantendrán su actual composición, ejerciendo las 
funciones que a dichos órganos atribuye esta Ley. 

Disposición transitoria quinta. Constitución del Consejo An-
daluz de Universidades. 

En el plazo de cuatro meses desde la entrada en vigor de la 
presente Ley se procederá a la constitución del Pleno y las Co-
misiones del Consejo Andaluz de Universidades conforme a lo 
establecido en la misma. 

Disposición transitoria sexta. Adaptación de estatutos. 

Las Universidades del Sistema Universitario Andaluz adapta-
rán sus estatutos a los términos de la presente Ley en el plazo 
de seis meses desde su entrada en vigor, sin perjuicio de lo es-
tablecido en las disposiciones transitorias segunda y tercera de 
la Ley Orgánica de Universidades. 

Disposición transitoria séptima. Implantación de titulaciones. 

A las titulaciones pendientes de implantación, que a la entra-
da en vigor de la presente Ley hubiesen superado el trámite de 
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aprobación por parte del Consejo Andaluz de Universidades, no 
les será de aplicación lo establecido en el artículo 56.1 a de la 
misma. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

Se deroga la Ley 1/1992, de 21 de mayo, de Coordinación del 
Sistema Universitario. 

Asimismo quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a lo establecido en esta Ley. 

Disposición final primera. Aprobación de los estatutos de la 
Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y Acredita-
ción Universitaria. 

El Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería de Edu-
cación y Ciencia, aprobará, en un plazo no superior a seis meses 
desde la entrada en vigor de esta Ley, los estatutos de la Agencia 
Andaluza de Evaluación de la Calidad y Acreditación Universitaria. 

Disposición final segunda. Desarrollo de la Ley. 

Corresponde al Consejo de Gobierno de la Comunidad Autó-
noma dictar las disposiciones que resulten necesarias para la 
aplicación, desarrollo y ejecución de la presente Ley. 

Disposición final tercera. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su pu-
blicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

 

2.1.2 PROPOSICIONES DE LEY 

6-03/PPL-000005, Proposición de Ley para la re-
forma de la Ley 4/1997, de 9 de julio, de Preven-
ción y Asistencia en materia de Drogas, modifi-
cada por la Ley 1/2001, de 3 de mayo 

 

Enmiendas que se mantienen para su defensa en Pleno presen-

tadas por el G.P. Popular de Andalucía 

Sesión de la Mesa del Parlamento de 12 de noviembre de 2003 

Orden de publicación de 14 de noviembre de 2003 

AL PRESIDENTE DEL PARLAMENTO DE ANDALUCÍA 

El G.P. Popular de Andalucía, al amparo de lo establecido en el 
artículo 120 del Reglamento de la Cámara, comunica que man-
tiene para su defensa en el Pleno todas las enmiendas a la Propo-
sición de Ley 6-03/PPL-000005, para la reforma de la Ley 4/1997, 
de 9 de julio, de Prevención y Asistencia en materia de Drogas, 
modificada por la Ley 1/2001, de 3 de mayo, que habiendo sido 
defendidas y votadas en Comisión no han sido incorporadas al 
Dictamen. 

Parlamento de Andalucía, 5 de noviembre de 2003. 
El Portavoz del G.P. Popular de Andalucía, 

Antonio Sanz Cabello. 
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1. TRAMITACIÓN CERRADA 

1.1  TEXTOS APROBADOS 
1.1.1  LEYES Y OTRAS NORMAS 
1.1.1.1  Leyes 
1.1.1.2  Otras normas 
1.1.2  PROPOSICIONES NO DE LEY 
1.1.2.1  Proposiciones no de ley en Pleno 
1.1.2.2  Proposiciones no de ley en Comisión 
1.1.3  RESOLUCIONES 
1.1.3.1  Consecuencia de debates generales 
1.1.3.2  Consecuencia de comunicaciones, programas o planes del Consejo de Gobierno 
1.1.3.3  Consecuencia de dictámenes de las Comisiones 
1.1.4  MOCIONES 
1.1.5 PROPOSICIONES DE LEY ANTE EL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS 
1.2  ACUERDOS Y RESOLUCIONES 
1.2.1  DECLARACIÓN INSTITUCIONAL 
1.2.2  CREACIÓN DE COMISIONES, GRUPOS DE TRABAJO Y PONENCIAS DE ESTUDIO 
1.2.3  DESIGNACIÓN DE SENADORES 
1.2.4  RESOLUCIONES, INFORMES Y DICTÁMENES EMITIDOS POR ÓRGANOS DE LA CÁMARA 
1.2.5  CONSECUENCIA DE PROCEDIMIENTOS DE LOS ÓRGANOS CON VINCULACIÓN PARLAMENTARIA 
1.3  TEXTOS FINALIZADOS EN SU TRAMITACIÓN 
1.3.1  INTERPELACIONES 
1.3.2  PREGUNTAS 
1.3.2.1  Preguntas orales 
1.3.2.2.1 Preguntas orales ante el Pleno 
1.3.2.1.2 Preguntas orales en Comisión 
1.3.2.2  Preguntas escritas 
1.3.3  CONVOCATORIAS 
1.3.3.1  Solicitudes de comparecencia en Pleno 
1.3.3.2  Solicitudes de comparecencia en Comisión 
1.3.4  DEBATES GENERALES 
1.3.5  OTRAS TRAMITACIONES 
1.4 TEXTOS RETIRADOS, RECHAZADOS, DECAÍDOS, CALIFICADOS DESFAVORABLEMENTE O INADMITIDOS A TRÁMITE 
1.4.1  PROYECTOS DE LEY, PROPOSICIONES DE LEY Y OTROS PROYECTOS DE NORMAS 
1.4.1.1  Proyectos de ley 
1.4.1.2  Proposiciones de ley 
1.4.1.3  Otros proyectos de normas  
1.4.2  INVESTIDURA DEL PRESIDENTE DE LA JUNTA, MOCIÓN DE CENSURA Y CUESTIÓN DE CONFIANZA  
1.4.2.1  Investidura del Presidente de la Junta  
1.4.2.2  Moción de Censura  
1.4.2.3  Cuestión de Confianza  
1.4.3  PROPOSICIONES NO DE LEY 
1.4.3.1  Proposiciones no de ley en Pleno 
1.4.3.2  Proposiciones no de ley en Comisión 
1.4.4  PROPUESTAS DE RESOLUCIÓN 
1.4.4.1  Consecuencia de debates generales 
1.4.4.2  Consecuencia de comunicaciones, programas o planes del Consejo de Gobierno 
1.4.4.3  Consecuencia de dictámenes emitidos por las Comisiones  
1.4.4.4  Consecuencia de procedimientos emitidos por los órganos con vinculación parlamentaria 
1.4.5  INTERPELACIONES Y MOCIONES 
1.4.5.1  Interpelaciones 
1.4.5.2  Mociones  
1.4.6  COMUNICACIONES, PROGRAMAS Y PLANES DEL CONSEJO DE GOBIERNO 
1.4.7  PREGUNTAS  
1.4.7.1  Preguntas orales 
1.4.7.1.1  Preguntas orales ante el Pleno 
1.4.7.1.2  Preguntas orales en Comisión 
1.4.7.2 Preguntas escritas 
1.4.8  OTROS PROCEDIMIENTOS 
1.4.8.1  Procedimientos ante el Congreso de los Diputados 
1.4.8.2  Procedimientos ante el Tribunal Constitucional 
1.4.8.3  Convenios y acuerdos de cooperación con otras Comunidades Autónomas 
1.4.9  CONVOCATORIAS 
1.4.9.1 Solicitudes de comparecencia en Pleno 
1.4.9.2  Solicitudes de comparecencia en Comisión 



Pág. núm. 34.328 Andalucía, 20 de noviembre de 2003 BOPA núm. 591 
 

 

 Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía 
 

1.4.10  DEBATES GENERALES 
1.4.11  PROPUESTAS DE ACUERDOS DEL PLENO 
1.4.11.1  Creación de Comisiones, Grupos de Trabajo y Ponencias de Estudio 
1.4.11.2  Designación de senadores 
1.4.12  OTRAS INFORMACIONES 
1.4.13  Resoluciones, dictámenes y comunicados de los órganos de la Cámara 

2.  TRAMITACIÓN EN CURSO 

2.1  PROYECTOS DE LEY, PROPOSICIONES DE LEY Y OTROS PROYECTOS DE NORMAS 
2.1.1  PROYECTOS DE LEY 
2.1.2  PROPOSICIONES DE LEY 
2.1.3  OTROS PROYECTOS DE NORMAS 
2.2  INVESTIDURA DEL PRESIDENTE DE LA JUNTA, MOCIÓN DE CENSURA Y CUESTIÓN DE CONFIANZA  
2.2.1  INVESTIDURA DEL PRESIDENTE DE LA JUNTA  
2.2.2  MOCIÓN DE CENSURA  
2.2.3  CUESTIÓN DE CONFIANZA  
2.3  PROPOSICIONES NO DE LEY 
2.3.1  PROPOSICIONES NO DE LEY EN PLENO 
2.3.2  PROPOSICIONES NO DE LEY EN COMISIÓN 
2.4  PROPUESTAS DE RESOLUCIÓN 
2.4.1  CONSECUENCIA DE DEBATES GENERALES 
2.4.2  CONSECUENCIA DE COMUNICACIONES, PROGRAMAS O PLANES DEL CONSEJO DE GOBIERNO 
2.4.3  CONSECUENCIA DE DICTÁMENES EMITIDOS POR LAS COMISIONES 
2.4.4  CONSECUENCIA DE PROCEDIMIENTOS EMITIDOS POR ÓRGANOS CON VINCULACIÓN PARLAMENTARIA  
2.5 INTERPELACIONES Y MOCIONES 
2.5.1  INTERPELACIONES 
2.5.2  MOCIONES 
2.6  COMUNICACIONES, PROGRAMAS O PLANES DEL CONSEJO DE GOBIERNO 
2.7  PREGUNTAS 
2.7.1  PREGUNTAS ORALES 
2.7.1.1  Preguntas orales ante el Pleno 
2.7.1.2  Preguntas orales en Comisión 
2.7.2  PREGUNTAS ESCRITAS 
2.8  OTROS PROCEDIMIENTOS 
2.8.1  PROCEDIMIENTOS ANTE EL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS 
2.8.2  PROCEDIMIENTOS ANTE EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
2.8.3  CONVENIOS Y ACUERDOS DE COOPERACIÓN CON OTRAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
2.9  CONVOCATORIAS 
2.9.1  SOLICITUDES DE COMPARECENCIA EN PLENO 
2.9.2  SOLICITUDES DE COMPARECENCIA EN COMISIÓN 
2.10  DEBATES GENERALES 
2.11  PROPUESTAS DE ACUERDO DEL PLENO 
2.11.1  CREACIÓN DE COMISIONES, GRUPOS DE TRABAJO Y PONENCIAS DE ESTUDIO 
2.11.2  DESIGNACIÓN DE SENADORES 
2.12  OTRAS TRAMITACIONES 
2.13  RESOLUCIONES, DICTÁMENES Y COMUNICADOS DE LOS ÓRGANOS DE LA CÁMARA 

3. INFORMACIÓN 

3.1  ACTIVIDAD PARLAMENTARIA 
3.1.1  REUNIONES CELEBRADAS 
3.1.2  OTRAS ACTIVIDADES PARLAMENTARIAS 
3.2  COMPOSICIÓN DE LA CÁMARA Y SUS ÓRGANOS 
3.3  RÉGIMEN INTERIOR 
3.4  INSTITUCIONES Y ÓRGANOS VINCULADOS AL PARLAMENTO 
3.4.1  CONSEJO ASESOR DE RTVE EN ANDALUCÍA 
3.4.2  DEFENSOR DEL PUEBLO ANDALUZ 
3.4.3  JUNTA ELECTORAL DE ANDALUCÍA 
3.4.4  EMPRESA PÚBLICA DE RTVA 
3.4.5  CÁMARA DE CUENTAS DE ANDALUCÍA 
3.4.6  OTROS ÓRGANOS DE EXTRACCIÓN PARLAMENTARIA  
3.5  COMUNICADOS DE LOS GRUPOS PARLAMENTARIOS Y DE LOS DIPUTADOS 
3.6  PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA 
3.7  CONOCIMIENTO DE LOS ACUERDOS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
3.8 OTRAS INFORMACIONES 
3.9 COMUNICADOS DE LOS ÓRGANOS DE LA CÁMARA 

 

 
 


